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TITULO I 

SOCIEDADES ANONlMAS: EVOLUcioN HISTORICA. CONCEPTO. CARACTERISTICAS. 

ELEMENTOS DE CONSTITUCION. INSCRIPCION EN EL REGISTRO DE COMERCIO. 

MODIFICACION AL PACTO SOCIAL. 

CAPITULO 1 

EVOLUCION HISTORlGA. 

Existe dificultad en fijar por 10 menos con suficiente exac­

titud, el origen de esta institución, ya que no se puede afirmar defi­

nitivamente que determinado ente jurídico o figura nace o se plasme en 

una fecha dada. Los cambios históricos son paulatinos y los orígenes 

se exploran encadenadamente, llevándonog a remotas edades, a organiza­

ciones que, aunque d'bilmente, ya muestran vestigios o características 

similares a las actuales. 

En este orden de ideas, es importante consignar la aparición 

de lo que podríamos llamar el primer asomo de esta clase de personas -

jurídicas, conocidas con el nombre de "SOCIETATES PUBLICANORUM", orga­

nismos romanos encargados de funciones fiscales y a la vez financiado­

ras, delegadas por el poder estatal, que no sólo tomaban sobre sí la -

función recaudadora de impuestos en el imperio romano, sino que admi-­

nistraban y negociaban compras y gastos militares, obras de servicio 

público y otras erogaciones. Como el cumplimiento de tales tareas re­

qu~ría la disponibilidad de grandes capitales, la constitución de esas 

entidades podría cumplirse gracias al aporte de numerosos individuos, 

que adquirían el carácter de. "PARTICIPAN':rES". 

<- • ~ Las notas similares entre las "SOCIETATES PUBLICANORUM" y -

las Sociedades Anónimas son: la irrelevancia de la individualización -

de los participantes, la libre transferencia de los títulos negocia--­

bIes, el de gozar de personalidad jurídica, etc. 

Generalmente la mayoría de los tratadistas sitúan el nacimie8 
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to de las sociedades ailcSnimas propiamente dichas, en. la segunda mitad 

de la Edad Media y comienzos de la Edad Moderna, con el surgimiento -

de las casas de créditos conocidas como "Banco de San Jorge", en Gé'nj!, 

va (1~07) y el de "San Ambrosio", en Milán en el año 1592, transform,!. 

do en banco por acciones en el año de 1598. 

Algunos, como don Ramón Combalia Pena, sostienen que ningu­

no de ellos se puede considerar como verdaderas sociedades anónimas, 

pues se trataba únicamente de asociaciones de acreedores del Estado a 

las que, no pudiéndoles pagar sus créditos, les entregaban sus rentas 

para que las exp~otasen. Les faltaba por lo tanto, la espontaneidad 

de todo pacto social. 

No obstante lo dicho por el mencionado expositor, la mayo-­

ría concuerda en que han sido las dos entidades citadas 3 las que die­

ron vida a las sociedades an6nimas y a la vez a las numerosas empresas, 

que con el objeto de impulsar la conquista y la explotación de los -­

nuevos territorios descubiertos, tanto en Asia como en América, (Com­

pañía de Indias Orientales y de Indias Occidentales), fruto de la fu­

sión de pequeñas empresas de navegación y colonización que, de esta -

manera obtenían fuertes capitales al servicio de sus fines. Las mis­

mas se fundaron en Inglaterra, Francia, Portugal, Dinamarca, etc., cj!, 

rrespondiendo en primer término en el orden crono16gico a Holanda~_ 

Es en la Compañía Holandesa de las Indias Orientales de ---

1602, que se admitió el pequeño ahorro en la formaci6n de su capítal, 

precisamente por necesitar grandes sumas de capitales y personas dis­

puestas a correr el riesgo de una gran aventura. El fraccionamiento 

del capital en acciones facilitaba la distribuci6n del riesgo, y gra­

cias a estas modestas aportaciones fue posible emprender negocios que, 

por su carácter de ~ventura, no hubieran podido ser llevados a. la 

práctica bajo la forma de sociedades de tipo personal. 

Las Compañías de las Indias; la Inglesa de 1612; la Sueca -

de 1615; la Danesa de 1616; la Holandesa de las Indias Occidentales 

de 1627; la Francesa de 1628; la Portuguesa de l6~9 y la Española de 
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1729, se caracterizaban por el gran riesgo que era soportado gracias 

a la divisibilidad del capital, representado por acciones. 

Como consecuencia de las Compáñías de las Indias se crearon 

otras, tales como las Inglesas, "Senegal Adventurars", "Hudson's Hay 

Company", IISouth Sea Company" y "Rusia Company" y la española "Real -

Compañía de Comercio", establecida en Barcelona en 1756. 

Todas esas sociedades eran creadas por concesión real y do-

tadas de cartas reales, "Privilegios", para su funcionamiento. 

Esta clase de so_ciedades anónimas se caracterizaban 'por la 

desigualdad entre los grandes y pequeños accionistas, que carecían de 

muchos derechos, menos el de participación en los beneficios. Claro 

está que esa desigualdad era fiel reflejo del Estado absoluto, pero a 

medida que aparece el Estado liberal se democratiza la sociedad anóni 

ma, la cual queda sometida a un régimen de mayorías; se exige el "Qu.2., 

rum" en las juntas generales de accionistas etc., principios que se .;.. 

conservan aún en nuestros días. 

En cuanto a su organización jurídica la sociedad anónima se 

caracteriza por la división en dos sistemas: el de fiscalización esta 

tal y el de libre desarrollo. 

En nuestro medio aceptamos el primero de ellos, como lo ve-

remos más adelante, ya que en el Derecho Salvadoreño, las sociedades 

anónimas aún cuando se organizan conforme al Derecho Privado, no que-

dan librados completamente a la voluntad de los accionistas, sino que 

el Estado fiscaliza en funcionamiento con el fin de proteger los int~ 
, 

reses de los terceros e incluso de los mismos socios y de la econom~a 

del país. Esto es independiente de las an6nimas que requieren de pr~ 

via autorización para funcionar. 

El expositor Georges Ripert, según lo exponen Ernesto Guel-

perin y Nenson Lodi, comienza el segundo capítulo de su obra "Aspec--

tos Jurídicos del Capitalismo Moderno", con las siguientes palabras: 

IIDesde hace un siglo, los hombres han dejado de detentar las grandes 

posiciones del comercio y la industria. Han sido eliminados por las 
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sociedades por acciones". (1). 

No ha querido significar el ilustre jurista que la "acci6n", 

el "título", ha desplazado a la persona humana .. 

fiuitiva quien emite los titulos y con ellos se 

El hombre es, en de-

. , 
enr~quece, pero s~, -

ha interpretado Ripert, la significaci6n extraordinaria que el apare-

cimiento de este ente jurídico ha traído, y las consecuencias decisi-

vas que aparejó, en la historiaecon6mica de la eivilizaci6n. No pu~ 

den comprenderse las realizaciones monumentales del período hist6rico 

que vivimos sin tomar en cuenta la existencia de estas empresas multi 

formes y poderosas. S610 la uni6n de vastos capitales -y capitalistas-

la conjunci6n de miles de aport.es, han podido emprender la construc---

ci6n de canales, ferrocarriles, puertos, grandes fábricas, etc., 108 

cuales muy difícilmente se hubiesen podido llevar a cabo, bajo la for 

ma individual o de sociedad de tipo personal. 

Se ha comprobado que la sociedad an6nima es la forma más 

eficiente de la organizaci6n econ6mica moderna y esa es la raz6n por 

la que ese tipo de sociedad constituye, hoy día, parte importante en 

dicho ámbito como persona social activa. Es considerada como la fue~ 

za motriz capaz de empujar la marcha progresiva de la riqueza econ6-

mica de un país. Por este motivo, el Estado moderno regula especial 

mente la vida de esa clase de sociedades, por los intereses que en 

ella intervienen y por la conexi6n con otros factores econ6micos. 

CAPITULO 11 

CONCEPTO DE SOCIEDAD ANONIMA. 

Muchos tratadistas se abstienen de formular un concepto de 

lo que es sociedad an6nima, refiriéndose únicamente a .los elementos -

constitutivos de la misma. No obstante lo anterior, el jurisconsulto 

don Agustín Vicente y Gella, formula el siguiente: "La Sociedad An6ni 

ma es aquella que se forma con una raz6n social para un objeto deter-

minado, cuyo capital fijado anticipadamente está dividido en acciones 
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y cuyos asociados no son responsables frente a terceros de las deudas 

de la compañía sino en la medida de su aportación". (2). 

En general la anterior definición nos parece acertada, cri-

ticándole únicamente la expresión "Razón Social", ya que ésta sólo es 

aplicable a las sociedades colectivas, a las comanditarias y en algu-

nos casos a la sociedad de responsabilidad limitada; pero no a las --

, . 
anon~mas. 

En efecto, es casi unánime la opinión de todos los exposit~ 

res mercantilistas que una de las características de la sociedad co--

lectiva es la razón social y de las sociedades anónimas su denomina--

. , 
c~on .. 

Uno de los rasgos fundamentales de la sociedad colectiva, -

es la razón social, elemento básico para cas~ todos los autores y los 

Códigos; lo mismo es para las sociedades anónimas su denominación; pe 

ro es necesario saber qué se entiende por razón social y qué es la d~ 

nominación. Al referirnos al > primero de los conceptos enunciados, ha 

cemos alusi6n, en principio, al nombre de la compañía; al medio por 

el cual se la individualiza, distinguiéndola de los nombres de cada 

uno de los socios o el de otra empresa, En cambio la denominación es 

el nombre con que se conoce la sociedad anónima! sin que se exprese -
\ 

en ella el nombre de uno o más de sus socios, sino más bien por el ob 

jeto u objetos para que se hubiere constituido. 

Don ~~aquín Rodríguez Rodríguez, en lo que concierne al pu~ 

to de estudio, expresa lo siguiente: "El nombre comercial puede ser -

una razón social o una denominación" ---"Se llama razón social el -

nombre comercial que se forma con los nombres de unoo'oovarios socios • 

•• " "La denominación es el nombre comercial formado objetivamente, -

sin que se mencionen nombres de personas". (3). 

El doctor Roberto Lera Velado, en sus apuntes "Introducción 

al Estudio del Derecho Mercantil", y en la parte pertinente dice: "La 

sociedad colectiva se caracteriza por lo siguiente: •••• 2) El nombre 

de la sociedad es una razón social, o sea un nombre derivado de la --
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combinaci6n de los nombres de los socios •• • (4). Más adelante, agre­

ga "La sociedad an6nima funciona bajo denominaci6n; en la legislación 

vigente, se establece que tal denominación debe ser alusiva a la fina 

lidad social" ••• " (5). 

Fue el C6digo de Comercio Francé~, el que prohibió que en 

la denominación figurasen nombres de socios y exigió que se formara 

mediante la designación del objeto de la empresa. Estas disposicio-­

nes en algunos países todavía se encuentran vigentes, como en el nues 

tro, aunque en la práctica no se cumplan. Sin embargo, la doctrina -

moderna y algunas legislaciones se inclinan por dar una amplia liber­

tad para formar la denominaci6nJ admitiendo incluso que se adopten de 

nominaciones de fantasía. 

Sin embargo, se exige generalmente que tal denominación no 

sea idéntica o se asemeje a la de otra sociedad pree~istente; es de-­

cir, que se dis tinga de otra anterior para evitar que. los terceros -_. 

puedan confundirlas. 

En cambio, la razón social es, según el Art. 177 del Código 

de Comercio vigente: "La fórmula ~nunciativa de los nombres de todos 

los socios o de alguno de ellos, con agregación de estas palabras: "y 

compañía ll • 

En el Proyecto de Código de Comercio al referirse a la So-­

ciedad en nombre Colectivo, el Art. 73 expresa: "La Sociedad colecti­

va se constituirá siempre bajo razón social la cual se formará con el 

nombre de uno o más socios, y cuando en ella no figuren los de todos 

se le añadirán las palabras "y compañía" y otras equivalentes, por -­

ej emplo: lIy hermanos 11 .. 

De todo lo anterior se advierten las diferencias que exis-­

ten entre la razón social y la denominación. 

Volviendo sobre el concepto de sociedad an6nima, el autor -

Joaquín Garrigues, expone el siguiente: "Sociedad Anónima es aquella 

sociedad capitalista que, teniendo un capital propio dividido en ac-­

ciones funciona bajo el principio de responsabilidad limitada de 108 
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socios por las deudas sociales". (6). 

De esta definición Garrigues, señala las siguientes notas,­

del concepto clásico de sociedad anónima: 

1) Sociedad Capitalista.- La sociedad requiere que se con~ 

tituya y funcione con un capital propio, integrado por las aportacio­

nes de los socios, los cuales han de consistir en dinero o en otra -­

clase de bienes apreciables en dinero. La calidad de socio está supe 

ditada a una aportación patrimonial. Esto excluye que se trate de -­

una sociedad de trabajo como la colectiva. 

De esta nota capitalista se desprenden otras también impor­

tantes: arEl capital se divide en acciones. Es fundauental que el 

capital so~ial esté dividido en cuotas o partes llamadas acciones, i~ 

corporadas a títulos de fácil transNisibilidadj b) Carácter apersonal. 

Del socio no interesa su actividad personal, sino s~ aportación patr! 

monial. Lo que personalmente sea el accionista es indiferente en las 

sociedades anóniuas, pero sí es relevante lo que él tiene en la soci~ 

dad. Como las aportaciones consistentes en dinero o en otras cosas, 

apreciables en dinero, son fungibles; eu igual forDa 108 accionistas 

se convierten también en socios fungibles, es decir, sustituibles por 

otros sin que por ello se altere la constitución de la sociedad; c) 

Participación en los derechos sociales. La cualidad de socio de la -

compañía está teñida de la coloración capitalista que da el tono domi 

nante de la sociedad anónima; socio sólo puede ser el que se obliga a 

aportar una parte del capital social, en -la cuantía de las acciones 

suscritas. En proporción a esta prestación de capital se niden los 

derechos sociales, fundamentalmente en la distribución de beneficios, 

voto, etc. 

2) Responsabilidad Limitada de los Socios.- Esta nota es 

característica de la sociedad anónima y se expresa al decir que los 

socios "no responderán personalmente de las deudas sociales". El so-­

cio únicaQente se obliga frente a la sociedad por el valor de las ac­

ciones que ha suscrito y su responsabilidad se limita hasta dicho va-
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loro No hay responsabilidad personal del socio, sino responsabilidad 

del patri~onio social. La base financiera de la sociedad es su capi­

tal y no el crédito de los socios. El patrimonio social es la uáxioa 

garantía para los ac~eedores, lo cual produce cooo consecuencia jurí­

dica, a saber: a) la ioposibilidad de ~odificar libremente el capital 

social, salvo que se sigan las normas establecidas por la ley para -­

tal efecto; b) la imposibilidad de devolver a los accionistas el va-­

lor de sus aportaciones; y c) la imposibilidad de que aparezca como -

ganancia lo que efectivamente, sea part~ del capital social. 

3) Sociedad Regida Democráticamente_- (igualdad de derechos 

y régimen de mayorías). Con base en los textos legales la doctrina -

formula el concepto de los "derechos individuales" del accionista, 

los cuales constituyen un mínimo igual para todos los socios y que no 

pueden serIes arrebatados sin su voluntad. A su vez se concede al ac 

cionista la facultad de impugnar los acuerdos sociales que violen --­

esos derechos. Fuera de esa limitación, la Junta General es soberana 

para decidir por mayoría de votos los asuntos propios de su competen-

cia. 

En el Tratado Práctico de Sociedades Anónioas, don Raoón -­

Coobalia Pena, reproduce el Código de Comercio español el Art. 122, -

que dice: "Sociedad AnóniLla es aquella que formando el fondo común -­

los asociados por partes o porciones ciertas, figuradas por acciones 

o de otra manera indubitada, encargan su manejo a mandatarios o admi­

nistradores amovibles que representan a la Compañía bajo una denomin~ 

ci6n apropiada al objeto o empresa a que destine sus fondos". (7). 

De las anteriores definiciones vemos, pues, que la anónima 

es una sociedad de capitales puespredooina el elemento capitalista -

sobre el eleoento personal; su capital está representado por acciones 

de igual valor, lo que facilita la divisibilidad del mismo. 

Finalmente, es preciso señalar que el Código de Comercio no 

define ningún tipo de sociedad, sino que es el Código Civil el encar­

gado de ello. Del tipo social en estudio, el Código Civil, en el inc. 

l.!-o. del Art. 1819, dice: IIS oc iedad anóniJ:!la es aquella en que el fondo 
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social es suministrado por accionistas que sólo son responsables por 

el valor de sus acciones, y que no es conocida por la designación de 

individuo alguno, sino por el objeto a que la sociedad se destinan. 

Del anterior concepto destacan los sigui entes elementos: 

lo.) La anónima dispone de un fondo social suministrado por 

los socios o accionistas. 

20.) La responsabilida d de los accionistas se limita al va­

lor de sus acciones. 

30.) En la denominación no figura el nombre de ninguna per­

sona física, pues, el texto legal estatuye que la anónima "no es cono 

cida por la designación de individuo alguno". 

~o.) La denominación debe formarse aludiendo al objeto o fi 

nalidad de la sociedad. Esto se deduce de la frase "no es conocida 

por la designación de individuo alguno, sino por el objeta a qQe la 

sociedad se destina". 

CAPITULO 111 

CARACTERISTICAS DE LA SOCIEDAD ANONIMA. 

Cada uno de los tipos de sociedades nercantilesj tierie sus 

rasgos o caracteres propios que los diferencian de las demás. En se­

guida se verán las características de la sociedad anónima que la dis­

tinguen del resto de las compañías, para ello se hará un breve estu-­

dio sobre la enumeración de esos eleoentos característicos. 

Así el tratadista Agustín Vicente y Gella, indica en otras 

palabras, que la sociedad anónima reune los caracteres siguientes: 

lo.) Esta constituida por una asociación de personas, pero 

estas son mutables sin que ello influya en la vida del ente social. 

20.) Su objeto es el ejercicio o explotación de una indus-­

tria "bajo su firma social". Ya antes adversaoos la anterior ternin..2, 

logía aplicada a las anónimas. 

30.) Posee un patrinonio propio. 
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~~.) La participación de los accionistas en el haber social 

est~ representada por títulos "acciones", de igual valor. Los dere-­

chos patrinoniales y personales, en principio, se miden conforne a -­

aquella. Así, el número de votos de cada individuo, en las Asaobleas 

Generales y el derecho al dividendo, se gradúan de acuerdo a tal par­

ticipación. 

50.) Los socios linitan su responsabilidad a la suma que -­

les corresponde deseobolsar en concepto de suscriptores de acciones. 

El doctor Lora V~lado, caracteriza a las sociedades anóni-­

IDOS por las notas siguientes: 

a) El capital social está representado por títulos-valores, 

denominados acciones que son parte alícuota de dicho capital, los que 

por regla general, pueden circular libremente. 

b) La Administración de la compañía está a .argo de los ór­

ganos deterninados por la ley y el contrato social. Los oiembros de 

esos órganos son electos por los socios. 

c) Como estas sociedades sólo responden con su patrimonio 

por las deudas sociales, la ley las somete a determinada vigilancia y 

fiscalización y exige la publicidad de ciertos actos con el objeto de 

proteger al público que con ellas se relaciona. (8). 

CAPITULO IV 

ELEMENTOS DE CONSTITUCION DE LA SOCIEDAD ANONlMA. 

Al hablar de los elementos de constitución de la sociedad -

anónima, nos ·estanos refiriendo oás que todo al proceso de formación 

de la oisoa, de acuerdo con el Código de Conercio. 

Todas las legislaciones, aun aquellas que para algunos ti-­

pos de sociedades, les basta la escritura privada, exigen que la com­

pañía anónima se constituya siempre por escritura pública, y se ins-­

criba en un Registro, . generalmente denominado de Cooercio o Mercantil. 

Así lo establece nuestro derecho positivo vigente. 
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Antes de seguir analizando nuestra legislación al respecto, 

es necesario abordar d-oc·trinariamente e! proceso de constitución de -

las sociedades -anóninas, que puede revestir uos formas distintas. La 

Consti ·tución Simultánea y la Constitución Sucesiva o por Suscripción 

Pública. 

Constitución Sinultánea. "Es aquella en la que los socios 

solennizan su obligación y realizan sus aportaciones parcialnente al 

menos, en un solo acto por conparecencia ante Notario" (Joaquín R. RQ 

dríguez). (9). En este caso, para que pueda otorgarse la escritura -

de constitución es necesario que los socios fundadores comparezcan -­

personalmente o por medio de sus representantes, debidamente autorizQ. 

dos, y suscribir todo el capital social y a la vez cuenten con los -­

fondos suficientes para pagar la porción mínima de dicho capital exi­

gida por la ley. 

Constitución Sucesiva o por Suscripción Pública. "Es aque­

lla nediante la cual los promotores de la sociedad por fundarse, ha-­

cen llanamientos al público, a fin de que quienes lo deseen, sin dis­

tinción de personas, participen en -ella, suscribiendo y pagando acci~ 

nes". (Dr. R~berto Lara Velado). (10). 

Don Joaquín R. Rodríguez, trae el siguiente concepto de lo 

que es la constitución sucesiva o por suscripción pública, y dice: -­

"Es aquella en la que los ofrecimientos de adhesiones hechos por dif~ 

rentes personas, cono resultado de la invitación dirigida al público 

o por los fundadores y el pago de las aportaciones se realizan paula­

tinamente, esto es, en diversos nomentos consecutivos". (11). 

Según el expositor últioaoente citado la fundación sucesiva 

o por suscripción pública se desenvuelve, según la legislación mejic~ 

na, en las siguientes etapas, así: 1) Redacción del Programa y depósi 

to del DiSIDO; 2) Adhesiones y aportaciones; y 3) Asanblea Constituti-

va. 

Conforme al Proyecto de Código de Comercio, Art. 193, la s~ 

ciedad anónima se constituye por escritura pública, la cual se otorga 
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sin mus trámite, si se trata de una anónima de fundación sinultánea; 

o después de llenar las fornalidades establecidas por dicho Proyecto, 

si el capital se forma por suscripción sucesiva o pública. 

Tales formalidades están especificadas del Art. 197 al 206 

del mencionado Proyecto, las cuales en síntesis son las siguientes: 

a) Los fundadores deben presentar a la Inspección de Bancos 

y Sociedades Mercantiles (actualmente Inspección de Sociedades Mercan 

tiles y Sindicatos), un programa con el proyecto de escritura social, 

el cual debe contener los requisitos de la escritura de constitución 

simultánea, exceptuando los que por la propia naturaleza de la funda-

. , 
c~on sucesiva no pueden consignarse en el programa. 

Corresponde a la oficina estatal mencionada aprobar o no el 

programa, a la cual se le faculta para cerciorarse de la exactitud 

del avalúo de los bienes aportados en especie y la suscripción del ca 

pital previsto. 

b) Si el programa es aprobado se deposita un ejemplar del -

mismo en el Registro de Comercio, y se acompaña l~ autorización de la 

Inspección de Sociedades Mercantiles y Sindicatos; para ofrecer al pú 

blico la suscripción de acciones. 

Los promotores deben someter a la aprobación de la Inspec--

ci6n citada, la propaganda para obtener la suscripción de los intere-

sados. 

c) Cada sus'cripción se recoge por duplicado en ejemplares -

del programa y debe contener, según el Art. 199 del Proyecto aludido 

lo siguiente: 

l. El nombre y domicilio del suscriptor. 

11. La cantidad de las acciones suscritas, su naturaleza, 

categoría y valor. 

111. La forma y plazos en que el suscriptor se obligue a pa-

gar la primera obligación# 

IV. La determinación de los bienes distintos del numerario 

cuando las acciones hayan de pagarse con éstos. 
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V. La manera de hacer la convocatoria para la Junta Gene-­

ral constitutiva y las reglas conforQe a las cuales deba celebrarse. 

VI~ La fecha de la prescripción. 

VII. La declaración de qu~ el suscriptor conoce y acepta el 

proyecto de la escritura y el de los estatutos, si los hubiere. 

VIII. La circunstancia de estar hecho el depósito del progra­

Da en el Registro de Comercio. 

Los fundadores conservarán en su poder un ejemplar de la -­

suscripción y entregarán el duplicado al suscriptor. 

d) Los suscriptores quedan obligados a depositar en el Ban­

co designado por los fundadores las SUBas a pagar en nuoerario en co~ 

cepto de primera exhibición,. las cuales son recogidas por los repre-­

sentantes de la coupañía al quedar ésta constituida. 

e) Las aportaciones en especie se formalizan al constituir­

se la sociedad; pero al monento en que se hace la suscripción se otor 

ga una pronesa de aportación, con las formalidades legales en docume~ 

to que traiga aparejada ejecución. 

f) El incunpli~iento de la obligación de aportar, faculta a 

los fundadores para exigir judicialmente al suscriptor el pago de las 

acciones suscritas o tener por no suscritas éstas, y en uno u otro ca 

so obligarle al resarcimiento de daños y perjuicios. 

g) La suscripción de las acciones debe verificarse dentro -

del término de un año, contado desde la fecha del depósito del progr~ 

ma en el Registro de Conercio, salvo que se hubiere fijado un plazo -

menor. 

h) Si dentro de los términos señalados en el apartado ante~ 

rior no se hubiere suscrito el capital social o la sociedad no se --­

constituyere por cualquier otro notivo, los suscriptores quedan rele­

vados de su obligación y pueden retirar las cantidades que hubieren -

depositado. 

i) Una vez suscrito el capital social y hechas las exhibi-­

ciones legales J los fundadores deben publicar la convocatoria para la 
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reunión de la Junta General constitutiva dentro de un plazo de quince 

días de la nanera prevista en el progra~a, cumpliéndose con losrequi 

sitos exigidos para la convocatoria de Junta General indicados en el 

Art. 228 del Proyecto de Código de Comercio. 

j) Se inicia la Junta General constitutiva con la elección 

de un Presidente y un Secretario para la sesión y tendrá por objeto, a 

tenor del Art. 206 del expresado proyecto, lo siguiente: 

1.- Co~probar que se han satisfecho todos y cada uno de los 

requisitos que exige la' ley y los enunerados en el programa. 

11.- Comprobar la existencia de la primera exhibición preve­

nida en el proyecto. 

111.- Examinar, y en su caso aprobar, el avalúo de los bienes 

distintos del numerario que uno o oás socios se hubieren obligado a 

aportar. Los suscriptores no tendrán derecho a voto con relación a 

sus respectivas aportaciones en especie. 

1V.- Deliberar acerca de la participación que los fundadores 

se hubieren reservado en las utilidades. 

·V.- Hacer la elección de los administradores y del auditor 

que hayan de funcionar durante el plazo señalado por la escritura, -­

con designación de quienes de los prineros han de usar la firua so--­

cial. 

V1.- Aprobar el proyecto de escritura de constitución de la 

sociedad y disponer su protocolización, designando las personas que -

deban otorgar el instruoento ante Notario, a nOQbre de los accionis-­

taso 

La constitución simultánea, según expresaDos antes, se rea­

liza sin más trámites que la escritura pública; en cambio la anónima 

por suscripción sucesiva o pública, no se perfecciona sino hasta este 

momento; o sea hasta que la Asamblea General constitutiva apruebe el 

proyecte de escritura pública y ordene su protocolización. 

Consideramos un acierto que el Proyecto de Código de Comer­

cio, haya incorporado en sus preceptos la constitución de sociedad --
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anónima por suscripción pública, ya que esta clase de constitución -­

pernite la for~ación de conpañías con grandes capitales, cunpliendo a 

cabalidad la naturaleza de la anónina; ni entras que la constitución 

simultánea, única forna admitida en la actualidad en la legislación 

salvadoreña. favorece la creación de entes sociales de tipo cerrado o 

fao iliar, lo cual indudablemente es un valladar que impide la creación 

de actividades lucrativas que requieran grandes concentraciones .de ca 

pital. 

En razón de que el Código de Comercio vigente no contenpla 

la constitución de sociedades anóniuas por suscripción sucesiva o pú­

blica, habremos de ocuparnos de la constitución sir:lll.l tánea, regulada 

por la ley. 

De conformidad al Art. 231 del Código de Conercio, la conp~ 

ñía anónima, se constituye por escritura pública, a la cual deben con 

currir cinco personas, por lo nenas, que suscriben a.cciones; esta ex;!. 

gencia de la ley de que cODparezcan cinco personas al otorgamiento, -

se debe a que se estiraa que esta clase de compañías no es adecuada p~ 

ra entidades de reducidísino número de socios o para negocios de ínfi 

Da cuantía. 

La severidad de la leyes tal con respecto a este requisito 

que según el Art. 282 COQ., la sociedad se disuelve cuando por raás de 

seis meses perraaneciere con un número de accionistas inferior a cinco 

y cualquier interesado pidiere la disolución. 

En el Proyecto de Código de Conercio se ha suprinido de que 

la anónina necesite cinco socios, couo nínino, para constituirse; las 

razones que adujo la Comisión Redactora del precitado proyecto, son -

las siguientes: 

tia) La supresión de esta exigencia simplifica toda la legi~ 

lación referente a las sociedades anónimas, el pernitirles funcionar, 

como todos los danés entes sociales, con solo dos socios". 

I1b) La Conis ión ha acordado introducir en :auestra legisla­

ciónla enpresa individual de responsabilidad limitada, por lo que se 
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ría contradictorio exigir para la sociedad anónima un número de socios 

superior a dos" ." 

Según el artículo ant.es relacionado, el instrumento público, 

debe contener los requisitos siguientes .: 

10.) El domicilio de la sociedad y la denominación de la mi~ 

na, la cual no debe ser igual a la de otra que exista en el Estado o 

que con ella pueda confundirse. (Art. 231 Ord. lo. Con.). 2 2~ ' 

En la actualidad esto últino no tiene exacto cumpliniento, 

debido a que no existe un Registro Mercantil único en el cual los No­

tarios puedan consultar y documentarse en debida forna; sin embargo -

la Inspección de Sociedades Mercantiles y Sindicatos, publica periódi 

camente un folleto que contiene una lista de sociedades an6nimas sorne 

tidas a su vigilancia y fiscalización, con excepci6n de los Bancos y 

otras Instituciones Financieras, que están sometidas a control de la 

Superintendencia de Bancos y otras Instituciones Financieras, según -

la Ley Orgánica del Banco Central de Reserva. 

En cuanto al domicilio de la sociedad debe entenderse que -

es el relativo a una parte determinada del territorio del Estado (Art. 

59 C.). 

El domicilio de las anónimas y de las sucursales, si las t~ 

viere, se pueden cambiar avisándole al público, en el Diario Oficial 

con quince días de anticipación y se practica inscripción en el nuevo 

domicilio. (Art. 239 Con.). 

En la obra de los expositores Guelperín y Lodi, en relación 

al donicilio social, se lee: "Rivarola señala, acertadamente que debe 

existir una real correspondencia entre el donicilio que se indica y -

el verdadero asiento de los ~rincipales negocios o actividades. Cas­

tillo indica la posibilidad de que el suscriptor de acciones haya te­

nido en cuenta, para su decisión, el domicilio de la sociedad, conta~ 

do con las garantías del ordenamiento de dicho lugar. "Tan esencial 

es el domicilio que no podría ser cambiado sino mediante una modifica 

ción de los estatutos hecha por la mayoría legal exigida para ejerci-
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tar un acto de esta naturaleza", (12). 

Con respecto a la denoninaci6n es un requisito ioprescindi­

ble, por cuanto en el nundo de los negocios es a través de ella que el 

ente social se relaciona tanto para adquirir derechos como para con-­

traer obligaciones. 

20.) El nonbre, apellido y donicilio de los otorgantes (Art. 

231 Ord. 20. Con.). 

Además de los requisitos expresados debe indicarse en la e~ 

critura de constitución, de acuerdo con el ordinal cuarto del Art. 32 

de la Ley de Notariado, la edad, profesi6n u oficio y la nacionalidad 

si alguno o algunos de los otorgantes fueron extranjeros, y si "fuere 

Qujer casada o viuda, se expresará su apellido de soltera". 

Indudablemente esa exigencia de la ley de que se consigne 

en el pacto constitutivo las generales apuntadas se debe a que se les 

atribuye la calidad de socios a los comparecientes. Adenás es impor­

tante hacer notar que el requisito de insertar en el documento la na­

cionalidad de los otorgantes, interesa para los efectos señalados en 

el Art. 17 lnc. 20. de la Constitución política, según el cual liLas -

regulaciones que las leyes establezcan en beneficio de los salvadore­

ños, no podrán vulnerarse por medio de personas jurídicas salvadore-­

ñas cuyos socios o capitales sean en su mayoría extranjeras". Una-­

disposición senejante está consignada en el Art. 141 de la citada --­

constitución. 

Una aplicación práctica de esos preceptos constitucionales, 

puede verse en las distintas leyes de fomento, en las que claranente 

se establecen deterninados porcentajes de capital nacional y extranj~ 

ro. 

Finalmente, se advierte que, según el Art. 233 Con. los ac­

cionistas que han celebrado el pacto social, son considerados, cono -

socios fundadores de la conpañía. 

30.) El objeto de la conpañía y las operaciones a que desti 

nará su capital (Art. 231 Ord. 30. Con.). 
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El objeto social puede ser cualquier actividad lucrativa, 

pero debe indicarse aquél en foroa clara, específica y deterl'1inante a 

fin de que los adninistradores y los terceros que se relacionan con 

la cODpañía sepan con certeza los negocios que explota la enpresa. 

La ley considera tan esencial el objeto o finalidad social, 

que para L1odificarlo se requiere el voto que represente, por lo nenos, 

las tres cuartas partes del capital de la sociedad, Art. 242 Con. 

Por otra parte, el inc. 30. del Art. 261 Coa. prohibe a los 

directores de la sociedad anónir.J.a "hacer por cuenta de la nisna oper!!:. 

ciones de índole diferente a su objeto o fin, considerándose los ac-­

tos contrarios a este precepto cono violación expresa del mandato". 

Intinanente relacionado con esto está el Inc. lo. de dicho 

artículo que hace responder personal y solidarianente a los directo-­

res para con la sociedad y con terceros por la inejecución del nanda­

to y por la violación de los Estatutos y preceptos legales. 

A su vez el inciso 50. del referido Art. 261 Con., prescri­

be que los directores de las sociedades anóninas no podrán ejercer 

personalnente conercio o industria iguales a los de la sociedad, a no 

ser que la Junta General de Accionistas expresanente conceda autori­

zación para ello. Esto es lo que en doctrina se conoce CODO "Prohibi 

ci6n de Concurrencin". 

Las disposiciones citadas nos ponen de nanifiesto la impor­

tancia y trascendencia de deterninar con claridad el objeto o fin so­

cial, ya que en caso contrario no se sabrá cuándo los directores de 

la conpañía están infringiendo los preceptos legales o ei nandato. 

40.) El ~odo o forwa que deberán adoptarse para elegir a 

las personas que estarán encargadas de la adoinistración o sea el Con 

sejo o Junta Directiva de Gobierno; cuál de ellas será la encargada -

de representar la sociedad judicial o extrajudicialoente, el período 

que deben durar sus funciones y la oanera de proveer las vacantes 

(Art. 231 Ord. 40. Con.). 

50.) Los plazos y fornas de convocar para la celebración de 
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las Juntas Generales Ordinarias y los casos y el oodo de convocar y -

celebrar las Extraordinarias (Art. 231 Ord. 50. Cou~). 

Este y el punto anterior se tratarán con alguna auplitud, -

cuando nos ocupemos d e los órganos sociales. 

60.) El capital social, cun expresión del valor que se haya 

dado a los bienes aportados que no consisten en dinero o del nodo y -

forDa en que deba hacerse el valúo (Art. 231 Ord. 60. Con.). 

Al hablar del capital social estanos ante uno de los aspec­

tos nás interesantes y de gran relevancia de las sociedades anónimas; 

por decirlo así, la piedra engular en esta clase de entes jurídicos y 

denás sociedades nercantiles. 

El capital social está forDado por el conjunto de aportaci~ 

nes de los socios, cuyas cuotas de participación están representadas 

por acciones. 

En consecuencia, lo que forDa el capital social son los --­

aportes de los socios o sean los bienes y valores destinados por los 

accionistas a la consecución del objeto social y que, a su vez, cons­

tituyen el instrumento necesario para el cunplioiento de ese objetivo. 

Sin aportes no habría sociedad, ya que es obligación prino~ 

dial del socio,. en cualquier cODpañía, poner algo en conún, esta exi­

gencia la venas plasnada en el inciso pri~ero del Art. 1813 C., que -

dice: "No hay sociedad si cada uno de los socios no pone alguna cosa 

en conún, ya consista en dinero o efectos, ya en una industria, servi 

cio o trabajo apreciable en dinero". 

Adviértase la exigencia legal de que el aporte sea sienpre 

apreciable en dinero, ya que es necesario deterninar el interés de ca 

da socio en la conpañía, especialnente en lo que concierne a la divi­

sión de utilidades y pérdidas, a la cantidad que les corresponde en -

caso de liquidación, así CODO en lo que toca al ejercicio del derecho 

al voto. 

Por las razones dichas, la situación personal de un indivi­

duo ni su influencia política tendrían el carácter de aporte, ni tao 
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poco lo es el que un socio asumiera únicanente responsabilidad en ca­

so de pérdiduo A este respecto es interesante observar lo que el in­

ciso 20. del Ar~. 31 \~el proyect~ d~ Código de COflercio, parte final, 

estatuye: fiLa simple asunción de "responsabilidad no es válida cono -­

aportación fl
• 

La constitución de una sociedad anónina es válida, aunque -

en ese nonento no se haya realizado ningún desecbolso por parte de -­

los socios, basta que éstos hayan prometido efectuar las aportaciones. 

Esto se confirma con el concepto de sociedad dado por el inciso prioe 

ro del árt. 1811 C., cuyo tenor es el siguiente: "La sociedad o COflP!!. 

ñía es un contrato en que dos o más personas estipulan poner algo en 

común con la nira de repartir entre sí los beneficios que de ello pro 

venga"~ 

En la sociedad anónina aunque no es indispensable aportar -

algo en el nonento de su fornación, si lo es al presentar la escritu­

ra de constitución a inscripción, ya que es necesario haber aportado 

en efectivo, por lo Denos, la tercera parte del capital (Art. 235 Ccn.)~ 

Por regla general, es en el pacto constitutivo en donde se consigna -

el pago efectivo de ~sa tercera parte o oás del capital. Al decir -­

"pago efectivo fl no significa en dinero, sino "la prestación de lo que 

se debe" (Art~ 1439 C.). 

Es inportante consignar que en El Salvador y en muchas legi~ 

laciones no se adnite la aportación de industria en las conpañías an~ 

nimas, en razón de que la industria o trabajo no se aviene a la idea 

de las sociedades de capital, donde hay certidunbre del valor de los 

bienes que cada accionista debe aportar. El Código de Conercio no -­

prohibe expresanente esa clase de aportación, pero tanpoco la nencio~ 

na ni la regula, CODO en el caso de la sociedad colectiva~ 

En el Proyecto de Código de Comercio inciso 20. del Art.31, 

sí contempla la prohibición; así: "No es lícita la aportación de tra­

bajo en las sociedades de capital". 

Distinta es la situación de la aportaci6n de bienes que no 
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consistan en dinero, ya que según el ordinal que estaDos analizando, 

en el contrato social debe consignarse el valor atribuido a dichos --

bienes o la forma y nodo en que debe hacerse el valúo. Las razones -

del legislador para inponer este requisito, se fundaoentan en que si 

sólo se aportan bienes sin especificación de su valor o sin deterni--

nar la forna de su vulúo, podría ocurrir que lu cuantía de la aporta-

ción no coincidiera con la obligación contraída en el pacto social --

por los accionistas. 

En la actualidad la legislación salvadoreña, deja al arbi--

trio de los socios la fijación Gel valor de los bienes aportados. Es 

to, naturalmente, se presta a que aquéllos valúen tales bienes en una 

suoa superior a la real, perjud icando con ello a los terceros y en al 

.gunos casos a los socios que han aportado dinero en efectivo. 

Previendo las maniobras de los socios inrticadas en el párr~ 

fo anterior, el Proyecto de Código de Cooercio, en el Art. 196, inser 

to en el Capítulo en d onde se regula la sociedad anónioa, prescribe: 

"Las aportaciones en especie serán efectuadas según valúo hecho pre--

vianente por dos peritos designados por la Inspección de, Bancos y So-

ciedades Mercantiles. Esta circunstancia se hará constar en la escri 

tura social". (La dependencia estatal Dencionada, actualnente se de-

nonina Inspección de Sociedades Mercantiles y Sindicatos). 

Finaloente, es ioportante hacer un distingo entre lo que es 

el capital social y el patrinonio d e la conpañía, ya que aubos conceE 

tos son diferentes aunque alguna vez coincidan. 

Don Joaquín Rodríguez y Rodríguez, sobre el particular dice: 

"El capital social es un concepto aritnético equivalente a la suoa -~ 

del valor nODinal de las aportaciones realizadas o pronetidas por los 

socios". Más adelante expresa: "Es distinto el concepto de patrimo--

nio que equivale a la suna de valores reales poseídos por la sociedad 

en un monento deteroinado". (13). 

Al constituirse la sociedad, el capital y patriBonio eoinci 

den; pero al empezar aqu~lla sus operaciones ocurren ciertas diferen-
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cias cuantitativas y cualitativas entre anbos . Cualitativas, po rque 

el dinero aportado se habrá invertido en la compra de muebles, naqui-

naria, l.:1ercancías etc . , de acuerdo al fin que se propone explotnr la 

conpañía o Cuantitativas, porque si tiene una administración que Dane 

je bien :3 sociedad, o cejar dicho, el fondo social de ~sta, tendrá -

beneficios, acuoulará reservas e increcentará el valor de los bienes 

y derechos que le pertenecen, que en su tot lidad brindarán un valor 

superior al abstracto expresado cono cifra del capital. Caso contra­

rio l es decir, si ha habido nala adninistración en la eupresa, tendrá 

pérdidas o si éstas provienen de caso fortuito o fuerza mayor o por -

cualquier otro Dotivo, ello hará que su patrinonio represente una su-

na inferior a la cifra del cnpital~ 

70.) El número y el valor de las acciones (Art. 231, Ord.700 

COD .. ) o 

~1ucho se ha dicho sobre el origen histórico de las acciones 

a nosotros nos basta repetir con Rodríguez R., que se remonta a nedia 

dos y a fines del siglo ::'~VIL En aquélla época era costunbre exten--

der a los accionistas una especie de recibo en los que se expresaba -

la aportacié~ efectuada, basándose en los libros de registro que eran 

llevado s al efecto. Por la costunbre y el tráfico nercantil, estos -

recibos fueron adquiriendo independencia y valor propio hasta conver-

tirse en los d ocunentos necesarios e indispensables para comprobar la 

calidad de socio y ejercer los de rechos inherentes a tal título. 

Las acciones adquieren en el derecho cooercial noderno el 

doble carácter, de representativas del capital aportado y de partes 

alícuotas en que se divide e l capital de la sociedad o 

Al establecerse la obligación de que en el pacto constituti 

VOy se exprese el núnero y valor de las acciones, se está indicando -

la forna ~n qu P c>c+.:\ dividido el capital de la coopañía} es decir; -­

que aquél, en las sociedad(;::, <)n~TJi.Q;UL está dividido y representado 

por acciones de igual valor, así lo establece el inciso prioero del 

Art ~"'--2~) JOLl o que dice: "El capital de las sociedades an6ninas, cons-
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tituido en dinero o en valores de cualquier naturaleza, estará siempre 

representado y dividido en acciones de igual valor, pudiendo no obsta~ 

te, un nisno título representar nás de una acción". 

La euisión de acciones por la eupresa debe realizarse esta­

bleciendo el valor de las acciones, que deberá ser igual para todas -

ellas, o sea que, cuando se ha decidido euitir títulos de un valor n2 

oinal deterninado, el inporte de capital que expresa cada acción debe 

ser igual para todas ellas, lo que inplica la prohibición de emitir -

acciones de distintos valores. 

Pero se puede en caobio, con base en el artículo citado, -­

agruparse en un solo docuDento la representación de nás de una acci6n. 

Con ello no se afecta el principio de "igual valor" que prescribe el 

Art. 244 Con., inciso primero, desde el Douento que, si se expide un 

título representativo de nás de una acción, el valor que el nisno si~ 

nifica será el resultante de la SUDa de los valores noninales de dos 

o nás acciones 1 pero nunca su fracción: Se tra'ta siDplenente, de faci 

litar en forDa práctica la enisión, al alcance del fuerte inversor la 

posibilidad de realizar aportes sin necesidad de conservar en su po-­

der un considerable núoero de papeles, facilitando de este Dodo la ne 

gociación de los títulos. 

Al otorgarse la escritura social, vale decir, al nonento de 

constituirse la sociedad, es que se establece el valor nODinal de las 

acciones, por lo que resulta raro el texto del últino inciso del Art~ 

244 COD., que reza~ "El valor nooinal de cada acción será fijado por 

los socios fundadores en Junta General", ya que antes de fornarse y -

estar inscrita la conpañía no existe Junta General. 

Ahora bien, si ya legalnente forBalizada la er:J.presa, quiere 

c8:obiarse el valor noninal de las acciones, corresponde a la Junta G~ 

neral de " Accionistas acordarlo, fundanentándose en el Art. 241 Con. 

Para ter5inar, en el Proyecto de Código de Conercio, con -­

respecto al punto en estudio, en el Art. 194 prescribe que en "La es­

critura de sociedad anónina deberá expresar ••• 111. El núoero, valor 
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nODinal y anturaleza de las acciones en que se divide el capital so--

cial ••• " 

80.) El plazo y nod o en que deba enterarse el capital sus-­

crito (Art. 231, Ord. 80. Con .). 

La ioportancia de este requisito es evidente, pues, por una 

parte sirve para deterDinar el DODento en que la obligaci6n del socio 

se hace exigible, y por otra, para saber si los pagos se harán de una 

sola vez o esca lonadaoente y si es necesario que se hagan mediante -­

llanaoientos o no. 

No obstante la declaración categórica de la ley, algunos No 

tarios sustituyen el plazo por una f6rDula uobigua, consistente en es 

tipular que las sunas en descubierto en concepto de aportes, se harán 

exigibles cuando las necesidades de la sociedad lo requieran por lla­

namientos que hará la Junta Directiva. Esta práctica permite que DU­

chas coopañías lleguen a su liquidación sin haberse enterado totalDe~ 

te el capital suscrito y sin que los accionistas hayan estado en nin­

gún monento en mora. 

Respecto al plazo ha de tenerse presente los Arts. 1365 al 

1369 del Código Civil. 

En relaci6n con el requisito que nos ocupa está el Art~ 250 

COD., cuyo tenor es el siguiente: "El accionista que no satisfaga 

oportunanente sus aportes, pagará intereses desde el día en que debió 

hacerse el entero y responderá adeoás de los daños y perjuicios. 

"Al Accionista noroso se le fijará un plazo que no bajará 

de dos meses, dentro del cual deberá hacer el entero. Si no lo veri­

ficare dentro del plazo señalado, quedarán por el uisno hecho extin-­

guidos sus derechos, acciones y obligaciones en la Sociedad, sea agri 

cola, comercial, industrial o bancaria, aunque sus Estatutos dispon-­

gan lo contrario, apropiándose del capital aportado. Se exceptúa el 

caso en que el accionista no haya pod ido hacer el entero, por fuerza 

oayor o caso fortuito". 

El artículo transcrito llana la atención, puesto que si en 
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un deterninado nooento los "derechos, acciones y obligaciones en la -

sociedad" del socio Doroso quedan extinguidos y la conpañía se apro­

pia del capital aportado, ello nos está indicando que ha habido una -

reducción de capital sin haberse llenado los requisitos establecidos 

en el Código de Conercio, especialnente en el Art. 243. Nuestra afi~ 

nación no se desvirtúa aun en el caso de que el socio moroso pudiera 

responder a la conpañía de daños y perjuicios, ya que éstos no ten--­

drían el carácter de aportes. 

90.) La duración de la sociedad (Art. 231 Ord. 90. Con.). 

Cono su enunciado lo indica, se refiere al plazo para el -­

cual ha sido constituida la sociedad. 

Este requisito es inportante porque mediante él se da a cono 

cer a los socios y a los terceros el límite de vida oel ente social. 

Qué debeDOS entender por duración de la sociedad? 

La pregunta es interesante, ya que ella a su vez nos sugie­

re las siguientes interrogantes: 

1) Se cuenta el plazo a partir de la fecha de constitución 

o desde la inscripción de la escritura en el Registro de Cooercio? 

2) Pierde su personalidad jurídica la sociedad anónina al 

vencerse el plazo por el que se ha constituido o hasta qué nonento la 

conserva? 

Respecto a la prinera pregunta es de advertirse que la prá~ 

tica salvadoreña no mantiene un criterio unifoITle, pues en los pactos 

sociales se hace constar, en unos, que el plazo se cuenta desde el IDO 

mento en que se otorga la respectiva escritura de constitución, y en 

otros, se expresa que a partir de la inscripción de la escritura de -

constitución en el Registro de Conercio. Creenos que esto ültioo es 

lo nás acertado ya que por declaración expresa del Art. 236 lnc. lo. 

Con., la sociedad anónio8 tiene existencia legal, es decir, personal! 

dad jurídica, desde su respectiva inscripción; dicho de otro nodo, el 

plazo de duración del ente no puede contarse desde una fecha anterior 

al naciniento del Disno. 
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De lo anterior se concluye que todas las operaciones reali­

zadas antes de la inscripción les son ioputables a los que gestionan 

a nonbre de la coopañía que aún no ha surgido a la vida jurídica, es­

to es, precisanente lo que en otras palabras expresa el Inc. 20. del 

A.rt. 236 Coo. 

Como podrá observarse, aquí se sigue una práctica distinta 

a la eopleada en oateria de inscripción en el Registro de la Propie-­

dad Raíz, ya que según el Art. 680 C., los efectos de la inscripción 

se retrotraen a la fecha de presentación del docuoento sujeto a ese -

Registro. 

En cuanto a la segunda pregunta debenos tener presente, que 

de acuerdo al Ord. prioero del Art. 281 Con., la sociedad anónioa se 

disuelve por la teroinación del plazo para el cual ha sido constitui~ 

da y no nediare pr6rroga. 

Indudablemente la causal de disolución mencionada ni las -­

otras que contempla el Código de Comercio ponen fin a la vida del en­

te, sino que es el inicio de un proceso al que sigue la liquidación y 

ternina con la partición del haber social. En esto están de acuerdo 

todos los autores y es reconocido explícita o inplícitanente por las 

legislaciones. 

En nuestro Código de Cooercio encontranos en el Art. 288, -

confirnación de lo que estamos diciendo~ especialmente, en el Ord.lo., 

donde se indica que cOQpete a los liquidadores representar a la socie 

dad en juicio y fuera de él, lo que pone de manifiesto que la person~ 

lidad jurídica de la compañía no ha desaparecido y en los Incs. lo. y 

20. del Art. 298 del oismo Código, en los que se estipula: "A las so 

ciedades en liquidación son aplicables todas las disposiciones que ri 

gen a la sociedad en sus funciones ordinarias, que no sean incompati­

bles con la liquidación. El poder de los adninistradores se transBi­

tirá a los liquidadores con la oisna responsabilidad". 

En conclusión, la duración de la sociedad únicamente sirve 

para determinar el tieopo en que la conpañía opera en el cumplimiento 
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de sus objetivos, porque después de disuelta la sociedad y al entrar 

en liquidación el objeto social c anbia, pues todas sus operaciones se 

encaninan a liquidar y partir el haber social. 

10) La sunisión al voto de la n ayoría de la Junta debidaoe~ 

te convocada y constituida, así en las juntas ordinarias CODO en las 

extraordinarias, y el nodo de forDar d icha nayoría para que sus reso­

luciones sean obligatorias (Art. 231 Ord. 10, Con .). 

De esta exigencia, que debe figurar en pacto social, nos -­

ocuparenos al analizar lo referente a las resoluciones de las Juntas 

Generales de Accionistas. 

11) Los denás pactos y cond iciones lícitas que los socios 

juzguen conveniente establecer (Art. 231 Ord. 11 Con.). 

Para concluir, nos resta agregar que el Código de Conercio 

ante la inposibilidad de abarcar en un solo esquena toda las caracte­

rísticas que cada tipo de sociedad anónioa puede tener, dejó al crit~ 

rio d e los socios insertar en la escritura social todas las uisposi-­

ciones que oás se adecúen a las operaciones que la conpañía va a des~ 

rrollar, ya que, por ejeoplo, la regulación de una sociedac dedicada 

a la agricultura y ganadería no se adaptaría a otra que se ocupara de 

la fabricación de autonóviles. 

Resuniendo: lo que el legislador ha tratado es dar una es-­

tructura general, básica,. de l a s reglaoentaciones estatutarias, váli­

das para la n ayoría de las sociedades anónioas, por ende los natices 

diferenciales, los regíuenes específicos deben ser fruto de la apre-­

ciación de las circunstancias. 

Finaluente, es inportante consignar que no se puede consti­

tuir una sociedad anónina ni entras no estén suscritas las acciones en 

su totalidad (Art. 232 Corl.). Es harto justificada esta previsión de 

la ley, ya que confoITJe al lnc. 40. del Art. 1819 C., los accionistas 

de las sociedades anónioas "sólo son responsables por el valor de sus 

acciones", . lo que significa que si se pern itiera suscribir parcialDe~ 

te l a s acciones en que se divide el capital social,- se prestaría a en 
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gaño respecto al Donto del capital de la compañía, puesto que, al no 

quedar suscritas el resto de las acciones, nadie estaría obligado a en 

terar su valor y esto podría, eventualBente, perjudicar a los terce-­

ros que contraten con aquélla. 

INSCRIPCION EN EL REGISTRO DE COI1ERCIO. 

En la legislación salvadoreña es requisito no dispensable -

que las sociedades mercantiles se inscriban en el Registro de Coner-­

cio para obtener personalidad jurídica y en el caso particular de las 

sociedades anóninas, a tenor del Inc. lo. del Art. 236 Con., no tienen 

existencia legal oientras no se haya dado cunplioiento a tal requisi­

to. 

Antes de proseguir nos parece conveniente dar una idea de -

lo que es el Registro de Cooercio, y para ello nos servireoos de las 

palabras de Joaquín Garrigues, quien escribe al respecto: flEn su con 

cepto uás aoplio, el Registro Mercantil es un instrunento de publici­

dad cuya misión es facilitar al público ciertos datos importantes pa­

ra el tráfico nercantil, cuya investigación sería difícil o imposible 

sin la institución del Registro. El Registro Mercantil es, pues, un 

instrUDento de publicidad para la vida l:lercantil ll
• (14). 

Agustín Vicente y Gella, dice: "El Registro Mercantil, ins 

titución que tiene por objeto la inscripción de los comerciantes, de 

las sociedades y de los buques así couo de ciertos actos y contratos 

que afectan al desarrollo de su actividad conercial ll
• (15). 

La que uás nos parece es la que da Blanco Constans, citado 

por Eoilio Langlé y Rubio, que expresa: fiEl Registro Mercantil es -­

una oficina del Estado que, bajo la dirección de un funcionario públi 

co, llanado Registrador, está destinada a la inscripción de las pers.Q. 

nas y de aquellos actos referentes a la negociación oercantil, que el 

interés del conercio exige se les dé publicidad". (16). 

Característica fundanental del Registro de Conercio en su ca 

rácter público, contenplada expresanente en los Arts. 17 y 11 Con. Es 

tipula la prinera de ' las disposiciones citadas "El Registro Mercantil 
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es Público .••• " y la segunda expresa: "En cada Juzgado de Prinera Ins­

tancia Civil, se llevará un registro público de Conercio". Vemos; --­

pues, que la institución analizada y basándonos en la ley, no puede te 

ner carácter privado. En algunos países se ha tratado de llevar el Re 

gistro Mercantil por cánaras o asociaciones de conerciantes; sin embar 

go las razones aducidas en contra de tal sistena han sido tan podero-­

sas que no han logrado su propósito. 

La importancia del Registro de Cooercio en las diversas le-­

gislaciones es nás o.stensible cuando en él se inscriben documentos me­

diante los cuales se constituyen sociedades oercantiles, puesto que es 

un principio adnitido casi universalnente que a través de tal inscrip­

ción aquéllas obtienen personalidad jurídica. 

En relación con la conpañía que estanos analizando, el prin­

cipio antes enunciado se encuentra plasuado en el Inc. lo. del Art. 

236 Con., en el que, como antes dijimos, se expresa que la sociedad -­

anónina no tiene existencia legal sino es desde la inscripción corres­

pondiente. 

Cono norma general el Art. 12 Com. en su inciso lo. declara: 

"En el Registro de Comercio se inscribirán en extracto y por el orden 

en que sean presentados, los docuDentos siguientes", y en el Orl!~ · 30~· 

del Disno Artículo agrega: "Las escrituras en que se constituya socie­

dad nercantil, o en que de cualquier nanera se nodifiquen dichas escri 

turas" • 

Taobién es necesario señalar que a tenor del Art. 15 Con., -

la falta de inscripción no solaoente impide a la sociedad adquirir pe~ 

sonalidad jurídica, sino que el contrato no produce efecto alguno en-­

tre los socios, pero si surte pleno efecto respecto a los actos o con­

tratos celebrado con terceros en cuanto pueda perjudicar a los socios. 

Al llegar a este punto es preciso abordar que clase de efec­

tos produce la inscripción de docunentos en el Registro de Cooercio. -

Los autores aluden a tres efectos, a saber: Eficacia Constitutiva! Efi 

cacia Sanatoria y Eficacia Declarativa. 
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En síntesis cada uno de ellos se hace consistir en: 

a) Eficacia Constitutiva.- Excepcionalnente la inscripción 

tiene fuerza constitutiva y es cuando el nacioiento de deteroinados -

efectos jurídicos están supeditados al cuoplioiento de aquella forma­

lidad; o sea que, Dientras no se verifique la inscripci6n, tales efe~ 

tos, jurídicaoente, son irrelevantes, tal es el caso de la sociedad -

anónima , según lo henos expresado en líneas anteriores. 

b) Eficacia Sanatoria.- Esto significa que el hecho in9-­

crito, aun cuando le falta un presupuesto legal para la inscripción, 

es considerado como si aquél realnente concurriese, vale decir, que -

es considerado cono verdadero aun no siéndolo. Las legislaciones des 

conocen esta clase de eficacia. 

c) Eficacia Declarativa.- . Puede decirse que en la mayoría 

de los casos la inscripción sólo produce efectos docunentantes o 9io­

pleoente declaraturio9. Esta clase de inscripción es confiroatoria 

del contenido del docunento registrado, por eso Be reconoce y se ha 

dicho que de ella nace una presunción d e su propia legalidad y de una 

apariencia jurídica de la veracidad de su contenido; pero que admite 

prueba en contrario. 

Henos visto a grandes rasgos la finalidad de la publicidad 

del Registro Mercantil, tócanos referirnos a la publicidad fornal y -

caterial del cisoo. 

Los autores y l a doctrina en general divid en la publicidad 

en fornal y Daterial. Las características de cada una de ellas se ex 

ponen a continuación. 

Publicidad Fornal.- Esta publicidad la hacen consistir los 

expositores 2ercantilistas en el carácter público que tiene el Regis­

tro de Cocercio. Opera de dos Danera, así : a) Facilita noticias ref~ 

rentes a lo que aparezca del Registro y pera ite que los interesados -

tengan acceso a los libros respectivos; b) La expedi c ión por oedio de 

certificaciones leterales de los asientos de los libros a solicitud -

de parte interesada. La publicidad forc al en la legislación salvado-
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reña se fundanenta en el Art. 17 Cor:!., cuando dice: "El Registro Mer­

cantil eS público y el Juez expedirá a quien lo solicite certifica--­

ci6n literal o en relaci6n de los asientos de los libros". 

Publicidad Material.- Toda la significaci6n jurídica del -

Registro de Cosercio puede concretarse a los efectos de la Ila8ada p~ 

blicidad caterial, en cuya virtud una vez inscrito un hecho se presu­

ne conocido de los terceros, nientras que, paraleluuente, la no ins-­

cripci6n descarga al tercero de la necesidad de conocerlo, liberándo­

lo de las consecuencias de su ignorancia. Doctrinarianente esta publi 

cidad se enfoca en esos principios enunciados, o sea que: lo.) El he 

cho no inscrito al considerarse inexistente frente a terceros, janás 

los perjudica a éstos (efectos negativos de la publicidad material) y 

20. El hecho inscrito se presune conocido por los terceros y los per 

judica aunque positivanente los desconozcan (efectos positivos de la 

publicidad naterial). 

Refiriéndose a este respecto Joaquín Garrigues, expresa: -­

"Reconocidos en el Derecho Moderno los dos aspectos, positivo y nega­

tivo, de la publicidad naterial del Registro, resulta ociosa la cues­

tión de si el Registro Uercantil favorece al conerciante o al tercero. 

En realidad, la inscripción favorece al conerciante y perjudica al -­

tercero (efectos positivos) y la no inscripción favorece al tercero y 

perjudica al conerciante (efectos negativos). Se trata de dos face-­

tas de un misno principio de publicidad. Lo que ocurre es que las 

consecuencias prácticas de este wisIJO principio son nás favorables al 

conerciante que al p6blieo en general". (17). 

En el proyecto de Código de Con ercio se entiende la publici 

dad naterial en forDa distinta a la expuesta, y la hace consistir en 

la publicación periódica de lo que se enuoera en el Art. 484. Esa p~ 

blicaci6n, expresa el Art~ 486 del oi8no proyecto, "se hará en el Di~ 

rio Oficial y en un diario de circulaci6n nacional ••• " 

Couo ya se explicó, las sociedades an6ninas sin la inscrip­

ci6n no tienen existencia legal. Falta agregar que "si a pesar de -~ 
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eso, se negocia en nombre de la coopañía, el gestor responderá perso­

nalnente, y si son dos o nás, oanconunada y solidariaoente" (Inc. 20. 

del Art. 236 Con.). Siendo la anón iDa de aquellas sociedades cuya -­

inscripción tiene fuerza constitutiva, la coopañía no nace en lo in-­

terno ni en lo externo si no ha sido inscrita, por ello es oás noto-­

rio el alcance de la responsabilidad de los socios, puesto que no to­

dos resultan obligados por las gestiones realizadas, sino solaoente -

los gestores y en la nedida establecida en el inciso relacionado ant~ 

rioroente. 

Con respecto a las sucursales y agencias de conpañías anóni 

nas extranjeras, los efectos de la falta de inscripción, los regula -

el Art. 16 Com., el cual sanciona dicho incuoplioiento con la nega--­

ción de "personalidad jurídica en El Salvador, para cooparecer en jui 

cio cono denandantes. nientras no se verifique la inscripción; y los 

gerentes o agentes serán adeoás personal o solidariaoente responsa--­

bIes por los actos o contratos que ejerciten o celebren en noobre de 

dichas conpañías aunque hubiere estipulación en contrario". En este 

caso la inscripción no les concede personalidad jurídica, únicaoente 

la reconoce, cuando las agencias o sucursales tengan que conparecer 

cono deoandantes, y si falta esa inscripción los gerentes o agentes 

responden personal y solidariauente. Lógicanente a quien se reconoce 

personalidad jurídica en nuestra legislación es a las sociedades anó­

nioas extranjeras y no a sus sucursales o agencias inscritas, pero -­

llenado este requisito la ley las faculta para que conparezcan en jui 

cio en carácter de denandantes, considerándolas realoente cooo si es­

tuvieran revestidas de personalidad jurídica. 

El Art. 25 Inc. lo. del Proyecto de Código de Conercio, en 

lo relativo a la personalidad jurídica de las sociedades uercantiles, 

establece que se perfeccionan y se extinguen por la inscripción de -­

los docuoentos respectivos en el Registro de Cooercio. De aquí que -

con una sola disposición se indica la gran significación que el Regi~ 

tro Mercantil tiene o representa respecto a las compa~ías, particula~ 
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nente, si se tona en consideración que el Art. 17 del mencionado Pro­

yecto les da el carácter de conerciantes sociales a todas las socied,!! 

des que funcionan en el país, independienteoente de los fines que pe~ 

si~an, con lo que desaparece la doble regulación: civil y uercantil. 

Es preciso apuntar que, conforne a la legislación vigente, 

antes de proceder a la inscripción de una sociedad anónina deben lle­

narse deterninados requisitos. Estos se couprueban ante el Registro 

de Couercio nediante la presentación, juntaoente con la solicitud de 

inscripción hecha por los socios fundadores o la Junta de Gobierno, -

de lo siguiente: 1) El Contrato Social. 2) Certificación del nosbra-­

miento de la Junta de Gobierno. 3) Testinonio o certificado de la con 

cesión, si la enpresa necesitare autorización del Gobierno de la Rep~ 

blica. 4) La declaratoria de que el iuporte del capital llaBado de t~ 

das las acciones se halla en poder de la Junta de Gobierno. (Art. 234 

COD. ). 

Así nisno ba de couprobarse fehacienteoente antes de la ins 

cripción que, por lo nenos, se ha aportado en efectivo la tercera pa~ 

te ael capital social (Art. 235 Coo.). De dos Daneras se puede hacer 

constar ~sta exigencia: 

1) Cuando el pago se hace al instante de otorgarse In 98--

critura social, esto se justifica en el Registro de Couercio, con el 

testiuonio respectivo aoparado en la fe pública del Notario. 

2) Cuando el pago se hace en el intervalo del otorganiento 

del pacto social y la presentación de éste al Registro de Cooercio, -

cooprobándose tal circunstancia con la declaratoria de que el importe 

del capital llamado de todas las acciones, se halla en poder de la -­

Junta de Gobierno. Situación que responsabiliza a quienes oanifies-­

tan haber recibido la uencionada cantidad.· 

La actual legislación no determina una cuantía nínioa que 

los socios deben desenbolsar a cuenta de sus aportes, por lo que es 

posible y frecuente que la tercera parte del capital que se paga en 

efectivo sea cubierta por un solo socio o nás y otros queden debiendo 
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la totalidad de sus suscripciones. 

Indudablenente esta práctica, en nuchos casos, es contraria 

al principio de que en la sociedad no sólo se debe estipular poner al 

go en conún, sino que debe hacerse efectiva dicha estipulación. Por 

tal nativo el Proyecto de Código de Conercio, provisoranente, dispone 

que para proceder a la constitución de una coopañía anónioa se requi~ 

re, entte otras cosas, que se pague en dinero en efectivo, cuando ne­

nos, el 25 % del valor de cada acci6n pagadera en nuoerario y que 

cuando el pago de las acciones haya de efectu"arse todo o en parte con 

bienes distintos del dinero se satisfaga íntegraoente el valor de ca­

da acción (Art. 192). 

Además de los requisitos nencionados el Juez de Conercio ha 

de cerciorarse de que previanente a la inscripción, los interesados 

le han dado cuoplimiento a otros más de carácter fiscal, entre los -­

cual~s enuneraoo6 los siguientes: 

a) Ley de Papel Sellado y Tiobres .. Debe. caT-ci.orars.€ .si. el 

testinonio ha sido otorgado en el papel sellado correspondiente, y si 

hay contravención se observa lo dispuesto en el Art. 11 de dicha Ley. 

"Las GuItas establecidas en la presente ley, serán impuestas guberna­

tivamente por cualquier autoridad a quien fuesen presentados los doc~ 

nentos, contratos, obligaciones, instrumentos públicos, etc., dando -

cuenta al Adninistrador de Rentas respectivo para que las haga efecti 

vas". 

b) Ley de Vialidad. Los otorgantes deben estar solventes -

de este iopuesto, de lo contrario no se inscribe la escritura de cons 

ti tución. En el Art. ·3 se expresa: "En tqdo contrato en que se enaj~ 

nen bienes innuebles o se graven con hipotecas o se constituya en --­

ellos anticresis, así cono de constitución, disolución y liquidación 

de sociedades, las partes contratantes deberán estar solventes del p~ 

go del iopuesto... En ningún Registro Público se inscribirá un ins-­

truDento en que se consigne algún contrato de los oencionados en el -

inciso anterior ni entras no se presenten las constancias de solvencia 

••• debiendo el Registrador hacer relaci6n en la inscripci6n, de la -
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fecha y núoero de orden de las constancias o de los boletos recibos ••• " 

c) Ley de Iopuesto sobre -:... .;;, Renta. "Art. 111. En todo con 

trato en que se enajenen bienes iTh~uebles o se graven con .hipoteca o 

se constituya en ellos anticresis, así cono de constitución, oodifica 

ción, disolución y liquidación de sociedades, las partes contratantes, 

así cono las sociedades, deberán estar solventes del pago del iopues­

to ••• El Notario instruirá a los contratantes explicándoles que para 

la inscripción de los testinonios en el Registro respectivo, es indis 

pensable agregar las correspondientes constancias de solvencia ••• " 

El Art. 112 de la nencionada Ley dispone: "En ningún Regis 

tra Público se inscribirá un instruoento en que se consigne algún co~ 

trato de los oencionados en el artículo anterior, oientras no se pre­

senten las correspondientes constancias de solvencia o., a la fecha de 

la celebración del contrato o con posterioridad a dicha celebración, 

debiendo el Registrador hacer relación en la inscripción, de la fecha 

y núoero de orden .de las nisnas". 

d) Ley de IORuesto sobre Donaciones. Sobre esta exigencia 

es donde oás fijan su atención los Zueces de Conercio al presentarse 

" inscripción el instruoento público en donde se constituya una socie 

dad nercantil. El Art. 15 de la expresada ley, uenciana la celebra­

ción de ciertos contratos que causan el iopuesto de donación, e indi­

ca la obligación del Registrador de comprobar, antes de inscribir en 

el Registro Público, haberse pagado el inpuesto correspondiente, ex-­

cepto si se le presenta constancia de exención del uisno. El Inc.2o. 

del Artículo en referencia expresa: "Lo dicho anterioroente se apli­

cará a los Registros de Conercio J cuando se tratare de escrituras de 

constitución, nodificación o disolución de sociedades"o 

Las diligencias del pago de exención del iopuesto de dona-­

ción se siguen ante la Delegación Fiscal Departanental correspondien­

te. 

Aunque no forma parte sustancial de este apartado, es preci 

so consignar que una vez inscrita la sociedad anónina, es atribución 
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del Consejo de Gobierno, anunciar al público, por nedio del Di ario -­

Oficial la fecha en que se hubiere verificado la inscripción (Art.237 

Con. ). 

Para terninar, refiriéndose a este requisito de publicidad 

que exige la ley, se plantean dos situaciones: Cuándo y en qué non en 

to debe hacerse el anuncio al público es ~ ) lecido por la ley?, y qué 

consecuencias trae la omisión de este requisito? En cuanto a la pri 

mera pregunta es casi unánime la opinión de que la publicación debe -

hacerse inmediatamente después de su inscripción, ya que el Código de 

Comercio no establece, de manera precisa, la fecha o época en que de­

ba verificarse o 

La segunda pregunta puede contestªrse así: la omisión de la 

publicación en nadaperjudic~ a la constitución de la sociedad ni exis 

te responsabilidad alguna para el Consejo de Gobierno ni para la so-­

ciedad, ya que la ley actual no sanciona esa contravención. 

MODIFICACION AL PACTO SOCIAL o 

El contrato social, debidamente otorgado e inscrito en el -

Registro de Comercio, puede modificarse~ La modificación debe hacer­

se por medio de escritura pública, la que deberá a su vez inscribirse 

en el Registro Mercantil (Art. 12 No. 3 Coro.). 

A diferencia de las sociedades de personas, las compañías 

por acciones, como lo es la anónima, el cambio de socios no implica 

ninguna modificación al pacto constitutivo, pero sí son relevantes -­

las modificaciones que afecten ,su estructura y la org.anización capi t~ 

lista, entendiéndose con esto, no sólo las alteraciones que afecten -

el capital social, sino las disposiciones referentes a la denomina--­

ción, objeto, valor nominal y número de acciones, plazo, reparto y -­

participación de beneficios, número de administradores, atribuciones 

de la Junta Directiva, etc v 

En la legislación vigente, el acuerdo para la modificación 

a.e la escritura social s610 puede tomarlo la Junta General de Accio--
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nistas (Art. 241 Com.), ya sea en sesión ordinaria o extraordinariaJ 

puesto que la ley no distingue. En cuanto a los aumentos o disminu-­

ciones de capital social, es frecuente que estos acuerdos se adopten 

en Junta General extraordinaria de accionistas, convocada al efecto, 

pero podrían acordarse en Junta General ordinaria, si en la . convocat~ 

ria y con la debida anticipación se hubiere anunciado que se discuti­

rá sobre dicho aumento o disainución de capital (Árt. 243 Inc. 20. -­

Coc.). La disminución o aumento de capital, la prórroga del plazo, 

etc~, son casos especiales de modificación de la escritura social. 

Se necesita además para la modificación de la escritura --­

constitutiva el voto de una may~ría calificada de acciones o sea un -

número de votos que represente, por lo menos, las tres cuartas partes 

del capital social, salvo que el pacto social disponga otra cosa. --­

(Art. 242 Com.). Sin embargo, cuando se trata del aumento o disminu­

ción de capital (Árt~ 243 Com.), la fusión de sociedades (Art. 275 -­

Com.), o el nombramiento de liquidadores (Art. 285 Com.), se requiere 

de una votación especial para tomar los acuerdos respectivos, no pu-­

diendo el pacto social fijar un número de votos inferior al establecí 

do por la leyo 

El Proyecto de Código de Comercio al tratar sobre la modifi 

cación del contrato social, estipula que ello corresponde a la Junta 

General de accionistas, en sesi6n extraordinaria; que el qu6rum y la 

proporción de votos necesaria para formar resolución, cuando la se--­

sión se celebra en la primera fecha de la convocatoria, sea de las 

tres cuartas partes de todas las acciones de la sociedad (Art. 243 No. 

1); pero si ; e celebra la sesión en la segunda fecha de la convocato­

ria, el quórum necesario, será la mitad más una de las acciones que -

componen el capital social~ El número de votos necesario para formar 

resolución en estos casos, será la mayoría absoluta de las acciones -

presentes (Art. 243 No~ 11). 

Para finalizar sobre el tema tratado es preciso hacer refe­

rencia a 10 establecido en el Art. 242 Inc. 20. Com., que dice: "Para 
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modificar los derechos concedidos a cierta clase de acciones, si la -

modificación les fuere perjudicial, se necesita además el consentimien 

to de los accionistas perjudicados", es decir, que si hubiere acciones 

preferidas, o de cualquier categoría con derechos diferentes a las d~ 

, d ' d ., mas, no po ra acor arse la modificac1on que afectare a sus titulares 

o dueños sin que haga consentimiento o aceptación por parte de aqué--

llos. En el Proyecto de Código de Comercio, Arto 171, sobre el parti 

cular establece que: "En el caso de que existan diversas categorías -

de acciones, toda proporción que pueda perjudicar los derechos de una 

de ellas deberá ser aprobada por la categoría afectada, reunida en ---

asamblea especial"o 
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TITULO 11 

ORGANOS DE LA SOCIEDAD ANONIMA. JUNTA GENERAL DE ACCIONISTAS. 

CLASIFICACION~ CONVOCATORIAS. REQUISITOS DE PUBLICIDAD. QUORUM. 

RESOLUCIONES. JUNTA DIRECTIVA .. CONSEJO DE VIGILANCIA .. 

CAPITULO 1 

JUNTA GENERAL DE ACCIONISTAS. 

Sobre el origen de los órganos de la sociedad anónima y re­

firiéndose más concretamente a la Junta General de Accionistas, casi 

todos los expositores mercantilistas concuerdan en que presentan en 

principio características y tendencias oligárquicas, contrariamente a 

lo que siempre se ha creído el que constituyan una expresión de una 

perfecta democracia. En el siglo XVIII no hay todavía una disciplina 

positiva que rija a cabalidad la verdadera esencia de lo que actual-­

mente se considera una Asanblea General. El Código de Napoleón t des­

conoce lo que es la naturaleza de la Junta General y se limita a exp~ 

ner que la sociedad está administrada por mandatarios tenporales l re­

vocables, asociados o no, pagados o gratuitos. Lo anterior es expli­

cable por su originario sistema constitucional que históricamente pr~ 

aenta dos tipos: el asociativo y el corporativo. El primero se desa­

rrolló especialmente en Holanda con las conocidas concesiones hechas 

por el Estado (Octrois); el segundo, lo fue en Inglaterra y Francia; 

en ambos tipos se concede una participación directa en la administra­

ción a los accionistas, aunque aquélla era muy restringida~ 

En el tipo asociativo la influencia de loa socios en la ad­

ministración es insignificante.. En cambio en el tipo corporativo exis 

te ya, 10 que se podría llamar un bosquejo de Asamblea General, repr~ 

sentada desde el punto de vista formal como la columna vertebral de -

la sociedad. Esta era gobernada prácticanente por directores que p~ 

seían las más amplias facultades, nombrados, prinero, por el Estado; 
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más tarde por los accionistas mayoritarios que, posteriormente se co~ 

vierten en los verdaderos dueños de la sociedad. Se explica también 

el porqué en aquel tiempo hubo un mayor desarrollo de la sociedad en 

Comandita por Acciones en comparación con la Anónioa ' y la raz6n con-­

sistía en que los oayores accionistas eran únicamente los socios co-­

lectivos, que; como administradores, eran también los dueños de la em 

presa. 

Poco a poco los socios mayoritarios, que eran los socios co 

lectivos, acaban por fornar un consejo que era compuesto' por aquellas 

personas que estaban más interesadas en la gestión de los negocios s~ 

ciales y a quienes a su vez se les encargaba la administración de la 

coopañía, convirtiéndose más tarde en los verdaderos administradores. 

Conveniente es apuntar que en aquel tiempo la generalidad -

de los accionistas no tenían voz dentro de la sociedad. Al finalizar 

la empresa o al cu~plirse diez años de su inicio, se convocaba a los 

accionistas para asistir a la lectura de una rendici6n de cuentas y a 

la distribución de beneficios, correspondiendo estas funciones a los 

encargados de la administración. 

En la segunda mitad del siglo XVII se acentúa en Francia la 

influencia de los socios en la administración del patrioonio social, 

y s~lo en las compañías francesas se llega a una separación de órga-­

nos y funciones entre la P.sanblea General y administradores. 

El noobraoiento de los administradores, la aprobación de -­

cuentas, el reparto de ' beneficios, son facultades de los socios reun! 

dos en asamblea. El consejo de administración se convierte en un 6rg~ 

no dependiente de la junta general. 

Más tarde, en las compañías inglesas se afirman también los 

derechos d~ las minorías, concediéndose a éstas, en ciertos casos, el 

derecho de pedir la convocatoria de asamblea gen~ral. 

Fue en el siglo XIX que los legisladores concibieron a la -

asamblea general como instrumento de formación y manifestación de la 

voluntad social y, por consiguiente, como el órgano máximo de la so--
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ciedad, quedando la participación directa en la vida económica de la 

empresa en manos de los administradores~ 

En el Código de Comercio Italiano de 1865, en las disposi-­

ciones comunes a la sociedad en Comandita por Acciones y Anónimas, -­

aparecen las asambleas generales de accionistas regulada por la escri 

tura social. 

Al principio de este apartado nos henos referido a la Junta 

General de Accionistas, como órgano de la sociedad anónima. En efec­

to, es considerado cono el órgano soberano de la compañía, vale decir, 

el instrumento prinario de manifestación de la voluntad de esa perso­

na jurídica y el cual desde el punto de vista doctrinario presenta -­

ciertas características cono son: 

Es Organo Corporativo, en el sentido de que los acuerdos de 

los socios, reunidos de la nanera y foroa exigidas por la ley, sirven 

cono la expresión de la voluntad de la sociedad. No es suficiente ni 

bastaría para poner de manifiesto esa voluntad que se reuniesen de un 

nodo cualquiera y reunidos así, decidieren; precisa pues, que se con­

greguen y acuerden de conformidad con el ordenaniento corporativo y -

la leyo 

La ~samblea está llanada a deliberar y resolver, no s6lo so 

bre los derechos y obligaciones de los socios, respecto al ente jurí­

dico, sino también sobre los intereses eventualmente contra-puestos -

del órgano administrativo noobrado por ella y de los mismos accionis­

tas, por ejemplo, en materia de responsabilidad de los administrado~­

res y de la Junta de Vigilancia o de las personas a quienes se les hu 

biese encargado la nisión fiscalizadora del órgano adninistrativo. 

Es órgano que manifiesta inmediatamente la voluntad, no de­

rivándose su poder de otros órganos, ni entras que el del órgano admi­

nistrativo o junta directiva se deriva directamente de aquél. 

La Asamblea General obra con efectos en lo interno de la s~ 

ciedad, en el sentido de que la oanifestación de la voluntad se exte­

rioriza únicamente por nedio del órgano administrativo que es también 
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representativo de la coopañía en lo externo, que~ por ello y según su 

ordenamiento, es integrador de aquella voluntado 

La Asa~blea no es un órg~o peroanente. Los socios han de 

reunirse para resolver en los casos y en las formas exigidas por la -

ley y el pacto constitutivo o Por eso no pu ede convocarse a si nisma 

a su arbitrio sino a requerimiento del órgano aduinistrativo o excep­

cionalnente por una deterninada minoría. 

Además, es órgano dotado de autonooía liaitada porque sus -

acuerdos, a no ser que se trate de modificaciones a la escritura so-­

cial para lo cual se deben de llenar ciertos requisitos legales, no -

deben salir de la natural conpetencia fijada por la ley o por la es-­

critura social. 

Se ha analizado a grandes rasgos el origen histórico y ca-­

racterísticas de la Junta General de Accionistas, y se pasa inmediat~ 

Dente a dar un concepto de la nisna, recurriendo a algunas de las de­

finiciones que nos traen los autores nercantilistaso 

Joaquín Garrigues, conceptúa a la Junta General de Accionis 

tas: "Cono la reunión de accionistas en la localida d donde la socie-­

dad tenga su donicilio] debidaoente convocados, para deliberar y decl 

dir por nayoría sobre determinados asuntos sociales propios de su coo 

petencia". (1) 

En la obra "Curso de Derecho Mercantil, de Joaquín Rodríguez 

Rodríguez, dice~ "Podemos decir que Asamblea General es la reunión de 

accionistas legalmente convocada y reunida para expresar la voluntad 

social en asuntos de su conpetencia". (2) 

Ernesto Guelperín y Nenson Lodi, definen la asaoblea cono: 

"El órgano supreno de la sociedad anónioa, constituido por el núaero 

de accionistas que fijen los estatutos o la ley CODO suficientes, reu 

nidos mediante la debida convocatoria con el · objeto de deliberar y r~ 

solver sobre los problemas de la sociedad según se estipula en el ór­

den del día, proveer a los cargos vacantes, aprobar o rechGzar los ba 

lances e infornes que presentan los órganos de dirección y fiscaliza-
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ción". (3) 

De los anteriores conceptos nos parecen i~portantes los si­

guientes eleoentos: 

a) La AsaQblea General es el órgano supreno de la sociedad. 

b) La Asanblea o Junta General se integra por los socios o 

accionistas de la compañía. 

c) Para que la Asamblea se reuna debe me d iar convocatoria. 

d) La Junta General delibera y decide sobre asuntos de su -

competencia. 

e) Para que se constituya la Junta General se necesita una 

detern inada nayoría. 

La Junta General de Accionistas, es el órgano superior de -

declaración d e voluntad de la sociedad, en el sentido de que es la -­

única que puede decidir y resolver soberanamente sobre toda clase de 

cuestiones sin más límites que los que la ley o el mismo contrato de 

constitución le señalen, dentro, pues, d e las restricciones y límites 

legales o estatutarias; la Asamblea General es la últiua instancia, -

el órgano superior, cuyos acuerdos representan la voluntad del cuerpo 

/ social organizado. 

CLASIFICACION. 

Las legislaciones y autores clasifican a las Juntas de Ac-­

cionistas en las siguientes clases: Constitutivas o Constituyentes, -

Especiales, Ordinarias y Extraordinarias. 

Asambleas Constitutivas. Este tipo de Asaoblea tiene lugar 

en el caso de constitución nediante suscripción pública. Esta Junta 

o reunión de socios, cono su nonbre lo indica, es la base del procedi 

miento de formación del organismo social que tiene un carácter con--­

tractual porque su función es la estipulación del acto constitutivo 

que da vida a la sociedad. Se rige por el principio de la igualdad 

de los participantes y es atribuido un voto a cada socio, sin tonar 

en cuenta el número de acciones suscritas. 
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Asambleas Especiales. Son asambleas que sólo se componen de 

un grupo más o menos numeroso de accionistas que tienen algún derecho 

especial, vale decir, que se trata de determinadas categorías de 80---

cios que se reunen solamente cuando se trata de deliberar sobre los d~ 

rechos reservados a los misuos. No son asambleas convocadas para ca--

sos especiales como podría suponerse. 

Asambleas Ordinarias y Extraordinarias9 Las prineras son --

aquéllas a las que se confía el conocer, deliberar y decidir sobre ---

asuntos noruales de la vida de la eupresa y deberá celebrarse cuando -

lo disponga el pacto constitutivo o la ley. Las segundas no tienen na 

teria ni épocas preestablecidas para sus deliberaciones_ 

Hay diversas opiniones sobre la clasificación de las se~io--

nas en ordinarias y extraordinarias, para algunas legislaciones esta -

división se basa en la periodicidad con que se reúnen. otras lo hacen 

por la nateria de que tratan. 

La actual legislación salvadorefia hace la distinción entre 

ambas clases de sesiones, fundándose en la época de la celebraci6n y 

desde este punto de vista podemos conceptuar a las asaobleas de la si-

guiente nanera;~sambleas Ordinarias: son aquéllas que se celebran en 

el tiempo deteroinado por la escritura social y con la periodicidad 
--.; .. ~~ ..... ~-_ .. 

que la ley o el Disno pacto determinen. 

~Asanbleas Extraordinarias: son aquéllas que se celebran fue­

ra de tales épocas y que, en consecuencia, inponen la necesidad de una 

reunión no prevista en el pacto constitutivo. 

El Art. 266 del Código de Comercio vigente, estipula lo si-

guiente: liLas Juntas Generales de Accionistas serán ordinarias o ex--

traordinarias. 

liLa Junta General ordinaria se reunirá, por lo nenos cada -

seis Deses ll • 

liLa Junta General extraordinaria se convocará siempre que -

lo crea conveniente la Junta Directiva o cuando lo pidan por escrito 

y con expresi6n del objeto y motivo los accionistas cuyas participa--
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ciones reunidas representen la vig~sima parte del capital social". 

El Proyecto de Código de Cone~cio hace la distinci6n entre 

las Asaobleas ordinarias y extraordinarias, basándose, ya no en la p~ 

riodicidad con que se reúnen, sino por las Daterias que conocen y de-

cicl eno Los audotres del nencionado proyecto, en la exposici6n de 00-

tivos y refiriéndose al punto en cuestión, expresaron lo siguiente: -

"Juntas Generales de Accionistaso- En esta materia se han introduci-

do las innovaciones siguientes: 

"a) La distinción entre junta ordinaria y extraordinaria no 

depende ya de la época en que los socios celebren sesiones, sino de -

la índole de los asuntos que deban resolver ••• " 

En consecuencia de lo anterior son Asambleas Generales Ordi- I 

narias: aquéllas que tienen por objeto deliberar y res~lver sobre asu~ 

tos rutinarios o normales de la sociedad, tales cono la aprobaci6n o -

inprobación de la neuoria y del balance, informe del Auditor, el nOD-

braniento y renoción de los Adoinistradores y del Auditor en su caso, 

la fijación de la remuneración de tales funcionarios, cuando no se ha-

ya expresado en la escritura de constitución. (Art. 223, del citado -

proyecto). Asanbleas Generales Extraordinarias: son aquéllas que tie-

nen por objeto deliberar y resolver sobre asuntos que no son del tipo 

ordinario o que se presentan raras veces en la vida de la sociedad; c~ 

DO son: modificaci6n del pacto social, erúsión de obligaciones y ~-t/~ 

disolución, etc. (Art. 224 del Proyecto). 

Pudiera suceder en consecuencia de lo anteriornente expuesto 

que una junta tuviera el doble carácter de ordinaria y extraordinaria, 

cuando en ella se tratare sobre naterias de aobos tipos. 

CONVOCATORIAS. 

La Asaoblea General de Accionistas por ser un órgano no peI 

manente, que sólo se reúne con la periodicidad que establece el pacto 

constitutivo o la ley, requiere, que cada vez que deba reunirse se dé 

cita a toctos los accionistas, por aedio de los avisos correspondien--

tes, para advertirles la fecha, lugar~ día y hora y el motivo de la -
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sesión. En esto consiste la convocatoria. En la legislación vigente 

salvadoreña esta convocatoria se hace mediante la publicación de avi­

sos en el Dia~io Oficial. El inciso primero del Art. 268 del Código 

de Conercio dice: "La convocatoria a Junta General se hará por avisos 

que se publicarán en el periódido oficial del Gobierno ••• " 

El Art. 268 antes referido al expresar que la "convocatoria" 

se hará por "avisos ll que se publicarán en el periódico ofical del Go­

bierno, nos está indicando que d ichos avisos pueden ser dos o más, ya 

que habla de convocatoria en singular y de avisos en plural; sin en-­

bargo la costunbre de las sociedades anóni~as es la de publicar tres 

avisos. 

En el Proyecto de Código de Comercio, Art. 229, categórica­

mente estatuye que: "Las juntas en prinera y segunda convocatoria se 

anunciarán en un solo aviso, las fechas de reunión estarán separadas, 

cuando Llenos, por un lapso de veinticuatro horas". 

No dice la disposición transcrita donde debe hacerse la pu­

blicación, pero el Art. 486 del precitado Proyecto, establece: "8ieo­

pre que la ley determine que un acto debe publicarse, dicha publiea-­

ción se hará en el Diario Oficial y en un diario de circulación nacio 

nal, por tres veces en cada uno, a r.1enos que la 1 ey deterL"1ine un nún~ 

ro diferente. Los plazos empezarán a contarse desde el día siguiente 

al de la últina publicación en el Diario Oficial". 

Siguiendo la práctica establecida de publicar 108 avisos 

por tres veces en el Diario Oficial, la sesi6n se celebrará quince 

días despu~s de la última publicación; en el Llencionado lapso no de-­

ben contarse el día de la publicación ni el fijado para la celebra--­

ción de la junta, así los dispone el Art.268 Ine, primero que dice: 

"La convocatoria se hará por avisos que se publicarán en el periódico 

oficial del Gobierno con quince días de anticipación por lo ~enos, al 

. en que la reunión haya de verificarse. Para este cómputo, no se con­

tarán ni el día de la convocatoria ni el de la sesión ••• " 

La razón de publicar la convocatoria en la forrIa que estable 
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ce la ley, es la de tener la seguridad suficiente de que todos los s~ 

cios tendrán conocimiento de que la Junta va a efectuarse., para que -

ésta no se celebre a espaldas de ninguno de ellos. 

Adeuás, la ley exige que en deteroinados casos la convocato 

ria haga mención de los asuntos que van hacer objeto de la sesión, -­

con el fin de que los socios o cualquier interesado pueda enterarse, 

con la anticipación debida. A este respecto el Art. 241 Con., dispo­

ne: "La Junta General es la única que puede acordar la l'10dificación -

del contrato social. En la convocatoria a los socios deberá constar 

el objeto de la sesión, y adel'1ás se dará a conocer el proyecto de mo­

dificación en su parte sustancial". En el caso de aumento o disoinu­

ción de capital, aunque no era necesario expresarlo, por tratarse de 

una modificación al pacto social, el legislador se vio precisado indl 

car en el Inc .• 20. del Art. 243 Con., que: "En ningún caso podrían t.2, 

marse estos acuerdos en las Juntas Ordinarias, si en la convocatoria 

y con la debida anticipación no se hubiese anunciado que se discutirá 

y votará sobre el aunento o reducci6n del capital". 

Otro caso en que la ley determina que en la convocatoria 

conste el objeto de la sesión es el Art. 270 COg., que dice: "En la -

convocatoria extraordinaria de la Junta General se hará constar el o~ 

jeto de la sesión. Los acuerdos o resoluciones que se tonen sin este 

requisito, no tendrán valor alguno contra los socios que no hubiesen -

concurrido". 

Adviértase que si en la Junta General extraordinaria se va 

a tratar de los casos contemplados en los Arts. 241 y 243 Inc. 20. -­

transcritos, los acuerdos tonados en dicha Asaoblea no son nulos, si 

concurren todos los socios, ya que el único efecto que el mencionado 

Art. 270 Con., señala es que las resoluciones que se tomen sin darle 

cunpliniento a esta última disposición es que no valen contra los so­

cios que no hubiesen concurrido. 

En el Proyecto de Código de Conercio, se sigue el criterio 

de que los puntos sobre los cuales va a conocer la Asamblea General, 
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sea ordinaria o extraordinaria, 

con el objeto de que los socios 

apa~ezcan en el aviso de convocatoria, 

con1 zcan siempre qué materias serán -

tratadas en la sesi6nc 

El Art . 233 del Proyecto de Código de Comercio trae una Dada 

lidad no contemplada en la legislación vigente, cual es la de no ser 

necesaria la convocatoria a Junta General ordinaria o extraordinaria, 

si hallándose reunidos los representantes de todas las acciones en que 

está dividido el capital social, acordaren instalar la Junta y aprob~ 

ren por unanimidad la agenda. En estos casos, pues, no es necesario 

la convoc f. toria~ 

A la Junta Directiva le corresponde, según la legislaci6n -

vigente, convocar a Junta General de Accionistas, y lo hace general--

nente por medio del Presidente de dicha Junta o por aquél de sus nie~ 

bros designado en la escritura de constituci6n. Excepcionalmente pu~ 

de ser convocada por el Juez de Comercio, en la situación prevista en 

el Art. 267 Con., o sea cuando la junta directiva, no obstante el de-

recho concedido a los socios en el Art. 266 lnc. 30. Com., de pedirle 

de que convoque a Junta General Extraordinaria, aq~élla se niegue a -

hacerlo .. 

De acuerdo con el Proyecto de Código de Comercio: "La conv~ 

catoria para las Juntas deberá hacerse por los administradores o, en 

caso necesario, por el Auditor". (Inc~ lo . Art. 230). 

El objeto de que también pueda convocar el Auditor es de --

que éste pueda cumplir, cuando el caso lo amerita con la obligación -

de informar a la Junta General de las irregularidades administrativas 

de que tuviere conocimiento. Puede suceder que c.oincidan las convoca 

torias de los administradores y del Auditor, caso que el lnc. 20. del 

Art. 230 del expresado proyecto lo regula así: "Si coincidieren las -

convocatorias, se dará preferencia a la hecha por los administradores 

y se refundirán las respec t ivas agendas". 

Los accionistas cuyas participaciones reunidas representen 

la vigésima parte del capital social (5 % del mismo) pueden solicitar 
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por escrito con expresión del objeto y notivos a la Junta Directiva 

que convoque a Junta General Extraordinaria. El porcentaje antes i~ 

dicado puede ser cenor cuando así se estipule en el pacto constituti 

VD, aplicándose en este caso lo pactado. (Art. 266, inc. 30., Con.). 

Así Disno la ley concede a los accionistas la facultad de 

pedir que figuren determinados asuntos cono objeto de la deliberación 

de la Junta General ya convocada o próxina a convocarse. 

Las facultades antes expuestas se encuentran en el Art. 266, 

lnc. 30. Cou., que dice: "La Junta General Extraordinaria se convoca­

rá sienpre que lo crea conveniente la Junta Directiva o cuando lo pi 

dan por escrito y con expresión del objeto y notivos los accionistas 

cuyas participaciones reunidas representen la vigésina parte del ca­

pital sosial. Si el contrato ·social concede ese derecho a accionis­

tas que representen nenos, se observará lo pactado. De la Disna ca­

nera tienen los. accionistas el derecho de pedir . que se anuncien de­

te'rninados asuntos cono objeto d.e la deliberación de la Junta Gene-

ral". 

Cono antes expresanos, puede suceder que la Junta Dir&cti­

va se niegue a convocar a Junta General, solicitada por los accionis 

tas; en este caso la ley concede a los interesados el derecho de oc~ 

rrir al Juez de Conercio, para que la convoque y presida hasta deja~ 

la organizada~ Esto lo regula el Art. 267 Con., así: "Si la Junta 

Directiva se negare a convocar la Junta General solicitada por los 

socios en el caso del artículo anterior, podrán los interesados ocu­

rrir al Juez de Comercio, para que la convoque y presida hasta d~ja~ 

la organizada". 

El Código de Conercio no otorga ningún recurso a los inte­

resados, de la resolución que pronuncie el Juez de Conercio que con~ 

ciere de la petición presentada de confornidad al artículo anterior­

Dente transcrito; en can bio el Proyecto de Código de Comercio, en el 

inciso últino del Art. 231, concede el de Apelación de lo que el Juez 

resuelva. 

~ , . 
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El Proyecto de Código de Comercio, concede el derecho de -

solicitar a la Junta Directiva convoque a Junta General aun al titu­

lar de una sola acción, cuando no se haya celebrado aquélla durante 

dos ejercicios consecutivos o si las que hayan tenido lugar no hubi~ 

ren conocido de la gestión social o, en su caso, del noubraoiento de 

los administradores o del Auditor o sean sobre las materias indica-­

das en el Art~ 233. Si la Junta Directiva se negare hacer, en ese 

caso, la convocatoria o no la hiciere dentro del téroino de quince 

días desde que haya recibido la solicitud, la petición se foroulará 

al Juez de Comercio, pa~a que convoque a Junta General~ previa au--­

diencia por tres días a los adninistradores. En este caso lo resuel 

to por el Juez no admite recurso de apelación (Art. 232 parte final, 

Proyecto). 

En· la legislación salvadoreña, la regla general es. que la 

Asamblea de Accionistas sea presidida por los miembros de la Junta -

Directiva, salvo que se refiera a la convocada por el Juez de Comer­

cio, que empezará a ser presidida por éste hasta dejarla organizada, 

vale decir, hasta que los socios participantes nombren a las perso~­

nas que fungirán como Presidente y Secretario, respectivamente t para 

la sesión. 

REQUISITOS DE PUBLICIDAD. 

El hecho de publicar la convocatoria en el Diario Oficial 

del Gobierno, tal como lo exige la ley, tiene cooo finalidad dar a c~ 

nocer a los socios, el lugar, día y hora exactos en que tendrá lugar 

la reunión de Asamblea General, para evitar en lo posible que aque-­

llos pudieran ser sorprendidos con resoluciones que afenten sus int~ 

reses dentro de la compañía, que pudieron haberlos evitado si hubie­

ren concurrido. 

El requisito de publicidad de la convocatoria adquiera ~a­

yor relevancia en el Proyecto de Código de Conercio: "Sieopre que la 

ley determine que un acto deba publicarse, dicha publicación se hará 

en el Diario Oficial y en un diario de circulación .nacional, por ---
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tres veces en cada uno, a menos que la ley determine un número dife­

rente. 

"tos plazos eopezarán a contarse desde el día siguiente al 

de la últioa publicación en el Diario Oficial" (Art. ~86). Esta di!, 

posición se relaciona con los Arts. 228 y 229 del Disno Proyecto. 

Q U O R U M .. 

En la legi ~ : 3ción salvadoreña la Junta General para consti 

tuirse vAlidamente, tiene que constar con un quórum suficiente, vale 

decir, cUando est~n representadas, por lo nenas, la oitad más una de 

lá~ acciones que componen el capital social. Esta regla general se 

encuentra plasmada en la parte final del Inc. lo. del Art. 268 Con., 

de la siguiente aanera: "La Junta no podrá constituirse si no estu-­

vieren representadas oás de la mitad de las acciones". 

Así aisno, para que la Junta General pueda adoptar una re­

solución válida es necesario que ésta se forEe con más de la mitad -

de los votos, entendiéndose que cada acción da derecho a un voto --­

(Inc. lo. del Art. 269 Con.)~ 

El Código de Comercio, Art. 269 Inc. 20. Con., prevee al~ 

nos casos en que la ley, el pacto social o los estatutos exigen una 

oayoría calificada para tonar resoluciones, por lo que no podrá deli 

berarse y adoptar ningún acuerdo si la asistencia es inferior a di-­

cha nayoría; pero esta exigencia se limita a las decisiones de Junta 

General que expresaoente lo requieran. Arts. 2~2, 2~3 Inc. ~o., 260 

Inc. 20., 275 Inc. lo., 280 Inc. lo., 281 Ord. 60. y 285 Inc. 20., -

todos del Código de Conercio. 

El Proyecto de Código de Conercio, exige mayoría califica­

da adeoás, para ordenar la liquidación de algunas acciones con fondos 

de la propia conpañía, la enisión de certificados de goce y para ord~ 

nar la emisión de bonos y obligaciones negociables; el caso prioero 

inplica alteración sustancial en la estructura de la sociedad; y el 

segundo, la asunción de coopromisos que puedan ser de tal naturaleza 
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que alteren sensiblenente la situación económica de la eopresa; en 

la legislación vigente no se contemplan tales casos, por que no se 

ha emitido regulación alguna al respecto. 

La doctrina distingue el quórum de asistencia o de presen-

cia del quóruo de votación o deliberación.. Entiéndese por quóruo. de 

. t· , d ." aS1S enC1a el nUOero e acciones presentes en una seS10n y por quo--

ruo_ de votación el núoero de acciones que coinciden o están confor--

oes con una resolución~ 

Actualmente en nuestra legislación, si se roope el quóruo 

de deliberación los acuerdos de los socios no se consideran cono re-

soiuciones de la Junta General.. Nuestra afirmación la basamos en el 

Art .. 271 Cono, que estatuye: liTado acuerdo de la Junta General debe 

constar, para que sea válido, en el acta de la sesión, firmada por-

los concurrentes. En .... ". Es obvio que si el acta no es firoada -

por los socios que se retiran y con ello se roope el quóruo de deli-

beración, los acuerdos tonados carecen de validez. Esto en la prác-

tica trae consigo serios inconvenientes, ya que se presta a nanio---

bras por parte de algunos accionistas que se reti =an de la sesión, -

cuando se percatan que no cuentan con el número de acciones suficie~ 

tes para ganar una votación, pero sí tienen la fuerza necesaria para 

rooper el quórum cínioo exigido, por lo que no se puede continuar d~ 

liberando. Tanbién surte igual efecto la ruptura del quóruo de deli 

beración si uno o nás socios, después de haberse asentado el acta co 

rrespondiente, se niegan a firnarla y el número de sus acciones fue-

se indispensable para formar el quórum solicitado, ya que la firma -

es, según el Art. 271 Coo~J citado, un requisito de validez. 

El Proyecto de Códigode Cooercio en vista de las dificulta 

des que se presentaban en el sisteDa anterior, introdujo el de quó--

ruo de presencia consistente en que, antes de dar inicio a la insta-

lación de la Junta General, se levanta un acta de asistencia en la -

que se hace constar el núnero de socios presentes y que tal asisten-

cia forna el quórum necesario; una vez levantada dicha acta y firma-
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da por los concurrentes, habrá quórun para llevar a cabo la asaoblea, 

aunque se retiren algunos accionistas; sieopre que la votación se re~ 

lice por la nayoría contractual o legalmente exigida. 

Lo dicho lo ~onsigna el Art. 2ltlt, así: "La desintegración 

del quórun de presencia no será obstáculo para que la Junta General 

continúe y pueda adoptar acuerdos, si son votados por la cayoría le-­

galo contráctualnente requeridas". 

Llegados el día y hora indicados en la convocatoria para la 

celebración de la Ásamblea General, presidida por los nienbros de la 

Junta Directiva, se procede a su instalación, para lo cual es necesa­

rio establecer si las personas asistentes tienen derecho a participar 

en la sesión y el núoero de votos que a cada una de ellas le corres-­

panda, es decir, se procede a deterninar el quórun y se hace computá~ 

dose el núoero de acciones de cada uno de los presentes y de los re-­

presentados, por nedio de la presentación de los títulos-valores que 

anparan dichas acciones. Así nisno los que presiden la sesión deben 

verificar con los docunentos correspondientes, de conformidad a la -­

ley o al pacto social, las representaciones que se hubiesen otorgado. 

Ahora bien, cuando se trata de acciones no~inativas puede -

onitirse la presentación de los expresados títulos-valores, haciéndo­

se la conprobación con base en el Registro de Accionistas, que por -­

obligación legal, deben llevar las sociedades anóninas de conformidad 

al Art. 2lt6 Con., pero si se trata de acciones al portador, como bien 

lo expone el Doctor Lara Velado, "La presentación de los títulos pue­

de sustituirse según los casos, por el resguardo de depósitos de los 

nisnos en una institución de crédito o por la certificación extendida 

por funcionario público de que se encuentran presentados en juicio o 

diligencias seguidas en la oficina a su cargo". (lt) 

De esta nanera pues, se establece el núnero de acciones que 

poseen los socios asistentes y los que están representados, con el 0k 

jeto de saber si existe el quórun necesario para llevar a cabo la se­

sión y la cantidad de votos que cada uno de llos pueden enitir, tenien 
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do en cuenta de que cada acción da derecho a un voto, con base en el 

Inc. lo. del Art. 269 Coo ~ 

Si la Asaoblea General no puede deliberar porque los so--­

cios qUe intervlenen en ella no representan en su conjunto la parte 

de capital requerida por el Art. 268 Inc. lo. Com., la ley pernite _ 

hacer una segJbda convocatoria con oenosexigencias que para la pri­

oera. En efecto, el Inc. 20. del Art. recién citado, dice: IISi no -

pudiere constituirse la Junta General por falta de núnero de accio-­

nes representadas, se hará segunda convocatoria con tres días de an­

ticipación, por lo nenos y se verificará la Junta cualquiera que sea 

el núoero de accionistas que concurran". 

La hipótesis conteoplada en el inciso transcrito es la au­

sencia del quórun necesario para constituir la Junta General, esto -

es, la falta de presencia de accionistas indispensable para represe~ 

tar por lo nenos n ás de la mitad del capital social. Consecuentenen 

te, no hay legalnente, asanblea general por lo que ha de repetirse -

la convocatoria en los térninos expresados y se autoriza para que se 

verifique con cualquiera que sea el núuero de accionistas que concu­

rran, sin tonar en consideración el núnero de acciones que posean. 

RESOLUCIONES. 

Este punto, aunque lo trataremos soneranente, reviste en -

sí una gran ioportancia en la vida de las sociedades anónioas, por-­

que los acuerdos legaloente tonados en Junta General de Accionistas, 

reflejan la voluntad del órgano soberano de la sociedad y, adenás, 

por ser legalmente válidos, obligan a todos sus asociados, incluso a 

los disidentes o ausentes. 

Los acuerdos o resoluciones en las Asanbleas Generales de 

Accionistas, se touan por la uayoría de votos de las acciones prese~ 

tes o representadas, exceptuándose aquellos casos en que la ley o el 

pacto social, requieran una nayoría calificada, CODO ya anterior~en­

te se expresó. En las sesiones de Junta General, todas las acciones 
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votan, salvo lo dispuesto en la escritura de constitución en rela--­

cíDn con las acciones de voto linitado. En el Proyecto de Código de 

Conercio, se prohibe votar a los accionistas que tengan interés en -

un deterninado acuerdo a tonar (Arts. 167, 168 y 269 Inc. 20.)* 

Generalmente, es atribución de los representantes legales 

de la sociedad la ejecución de los acuerdos de la Junta General; no 

obstante lo anterior pueden nonbrarse representantes especiales para 

la ejecución de determinados acuerdos, tal sería el caso cuando se -

acuerda exigir por la vía judicial a los representantes legales nor­

nales las responsabilidades que se derivan de actos de gestión realí 

zados en el ejercicio de sus funciones o el nombramiento de represe~ 

tantes específicos para el otorgaoiento de escritura de modificación 

al pacto constitutivo o la celebración de determinados contratos o -

gestiones, aunque para estos casos no sea lo normal. 

Según el Art. 271 Como, los acuerdos de Junta General, pa­

ra que sean válidos, se consignan en un acta que al efecto se levan 

ta, la cual debe ser firmada por los concurrentes, con derecho a vo­

to~ De conformidad al artículo nencionado, el ac~a debe llenar cier 

t, .. 3 formalidades: fecha y lugar en que se celebra la sesi6n, el noo­

bre y apellido de los socios que han asistido y de los que estén re­

presentados¡ el número de las acciones que cada uno representa y las 

resoluciones o acuerdos que se tomen. 

A su vez las actas de Asambleas Generales se asientan en -

un libro especial, que para tal fin es autorizado y que obligator'ia­

mente deben llevar todas las sociedades, de acuerdo con el último in 

ciso del Art .. 18 Com., que expresa: "Las sociedades y coopañías lle­

varán también un Libro de Actas, en el que constarán todos los acue~ 

dos de las Juntas Generales o de los Consejos de Adninistración so-­

bre las operaciones sociales". Respecto a la autorización, reposi~­

ci6n y pérdida de dicho libro nos ocuparemos nás adelante. 

Para finalizar, tócanos referirnos a los vicios de nulidad 

con que pueden ser afectados los acuerdos tomados por la Junta Gene-
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ral de Accionistas. El Código de Comercio no regula la nulidad de -

estos acuerdos, por lo que es necesario remitirse a las disposicio-­

nes del C6digo Civil, que le son aplicables en vitud de ser el Dere­

cho Conún la regla general que se aplica a todas aquellas ~aterias -

que la legislación mercantll no contempla y que no es objeto de los 

usos comerciales (Arto 20. Con.). El Proyecto de Código de Comercio 

sí contempla la nulidad de los acuerdos de Junta General de Accionis 

tasi dejando que sus efectos se rijan por las disposiciones del Dere 

cho Ci~il, Art. 249 que dice: I1Los efectos de la nulidad se regirán 

por las disposiciones del derecho co~ún". 

Además, el expresado Proyecto determina, Art. 248, cuáles 

causales producen nulidad de los acuerdos de Junta General, y señala 

los siguientes: 

l. Cuando la sociedad carezca de capacidad legal para 

adoptarlos, por no estar comprendidos en la finalidad social. 

110 Cuando sean violatorios a las disposiciones legales. 

lll~ Cuando su objeto sea ilícito, imposible o contrario a 

las buenas costumbres. 

IV. Cuando sean incompatibles con la n a turaleza de la so-­

ciedad anónima o por su contenido violen disposiciones dictadas ex-­

elusiva y principalmente para la protección de los acreedores de la 

sociedad o en atención al interés público. 

Los acuerdos tomados en contravención a las causales cit~ 

das acarrean nulidad absoluta, por lo que conforme a las disposici2 

nes del Derecho Civil la acción de nulidad corresponde no sólo a -­

los accionistas sino también a los terceros interesados. 

Así misno, el Proyecto de Código de Comercio concede, ade 

más, a los socios, incluso a los de voto limitado~ foroular oposi-­

ción judicial a las resoluciones de la Junta General, siempre que -

se funde en los siguientes extremos: 

l. Que el motivo de la oposición se base en la violaci6n 

de un precepto legal o de una estipulación del pacto social. 
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11. Que se precise en foroa concreta en la deoanda el con­

cepto de la violación ~ 

111. Que el o los reclamantes no hubieren concurrido a la 

junta iopugnada o hubieren votado contra el o los acuerdos tonados en 

la oisma. 

IV. Que se compruebe la caiidad de accionista de los opos! 

tores, adjuntando a la demanda los títulos correspondientes. 

V. Que no se trate de resoiuciones sobre la responsabili­

dad de los adninistradores o de quienes tienen a su cargo la vigila~ 

cia. 

VI. Que la demanda respectiva sea presentada dentro de los 

seis meses contados desde la fecha de clausura de la Junta General -

que tomó los acuerdos iopugnados (Art. 250 del Proyecto). 

Las deulandas de nulidad o de oposición deberán dirigirse 

contra la sociedad, la que comparecerá en juicio, por nedio de sus 

representantes legales; pero si éstos fueren los demandantes, la re­

presentación corresponderá a un Curador Especial nonbrado por el 

Juez que conozca de la causa; la ejecución de las resoluciones cuya 

nulidad hubiere sido denandada o a las cuales se hubiese presentado 

oposición, podrán suspenderse por el Juez, si éste lo juzga conve-­

niente o las circunstancias lo pernitan~ La sentencia que se dicte 

en el proceso~ surtirá efectos no s6lo contra la sociedad, sino tan 

bién contra los socios y los terceros, pero si dejará a salvo los -

derechos adqairidos de buena fe por los terceros, en virtud de ac-­

tos realizados en ejecución del acuerdo (Arts. 251, 252 y 253 del -

Proyecto de Código de Comercio). 

CAPITULO 11 

JUNTA DIRECTIVA. 

En el funcionaniento de las sociedades concurren dos acti 

vidades fundaoentales: una de carácter interno, que es la adminis--
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tración¡ y otra, que se vierte al exterior y se oanifiesta mediante 

la representación, o sea las relaciones que se establecen entre la -

sociedad y los terceros. 

En la legislación salvadoreña, respecto a la sociedad anó-

nioa, esas actividades están encomendadas, la primera a un Consejo o 

Junta Directiva de Gobierno, y la segunda, a uno o más ciembros de 

dicha junta o consejo. En efecto, de acuerdo con el Art. 231 Con. 

se debe expresar en el contrato social, además de otros requisitos: 

"El Dado o forma con que deben elegirse las personas que habrán de -

ejercer la administración o sea el Consejo o Junta Directiva de Go--

bierno; cuál de ellas representará a la sociedad judicial o extraju-

dicialmente, el tiempo que deben durar en sus funciones y la manera 

de proveer las vacantes". Además, y específicanente, el Art. 259 --

Con. indica que la administración de dichas sociedades se confía a -

una Junta Directiva nombrada por la Junta General. 

En realidad, la Junta Directiva viene a ser el órgano eje-

cutivo de la voluntad social, ya que ésta se manifiesta por los 

d A 
,; 

acuar os tomados en las sambleas Generales, que se reunen en per1~ 

dos más o Denos largos, que no se avienen a una serie de operacio--

nes de carácter interno y externo que demandan alguna celeridad. 

Naturalmente, las funciones administrativas de las Juntas 

Directivas son conplejas, pues no se asimilan a los actos de mera -

adoinistración del mandato contenplados en el Código Civil (Art?1892 

y SigUientes), ya que en éstos, por lo general, están prohibidos --

los actos de disposición, en tanto que en materia mercantil y oien-

tras aquéllos estén comprendidos en el giro ordinario de la conpa--

ñía, están peroitidos. A ello cabe agregar la dificultad de distin 

guir en cuestiones de administración social, si determinados actos 

son administrativos o de representación, por lo difícil que es ha--

cer un corte neto en algunos aspectos. 

Por no ser materia principal de este punto no se entrará 

a conocer las doctrinas que se ocupan de hacer un distingo entre el 
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oandato, la representación y la ' administración social; por tal razón 

nos ocupareoos solamente de la regulación legal de la Junta Directi­

va en cuanto a sus a tribuciones, prohibiciones, etc., y en seguida -

se verá la forma en que el Proyecto de Código de Comercio aborda esa 

misDa cuestión., 

Corresponde a la Asaoblea General de Accionistas, cono ya 

se expresó, el nOwbraniento o elección de la Junta Directiva, por -­

ser aquélla el órgano supremo de la sociedad, lo cual es ioportantí­

sino, ya que no pudiendo ella realizar por sí misua todas las opera­

ciones tendientes a la ejecución del objeto social, se vale de ese -

órgano para que ejecute en su noobre la voluntad social, vale decir, 

el de la persona jurídica respectiva. La elección de los directivos, 

en la actualidad, solamente puede recaer en accionistas de la coopa­

ñía, por un tieopo fijo y determinado que no puede exceder de tres -

años, excepto si se estipulare en el pacto social que pueden ser ree 

lectos; taobién pueden reelegirse los directores, aun cuando en la -

escritura de constitución no se dispusiere nada al respecto, cuando 

así lo acordare la Asaoblea General por unanioidad de votos, (Art. -

260 Con.). La Asamblea General puede, según el artículo recién cit~ 

do, revocar el "nandato"~ es decir, que aun cuando los directivos no 

hubieren terminado el período para el cual fueron electos o noobra-­

dos, es lícito sustituirlos o removerlos de sus cargos. 

Probableoente el propósito del legislador, al establecer 

que l os mienbros dé la Junta Directiva sean accionistas, fue el de 

integrar dicho órgano c on personas vinculadas en farDa directa a los 

intereses del ente social; sin embargo, diversos tratadistas coinci­

den en que el fin se l ogra a medias con el precepto legal, porque -­

eso constituye, en resuoidas cuentas, oás bien un obstáculo que un 

beneficio. En realidad, al no estipularse la cantidad de acciones 

nínina que debe poseer cada s ocio para ser director, basta que tenga 

una sola acción para llenar la exigencia legal. Por otra parte con 

esa linitaci6n se cierra la puerta para nombrar a un extraño que pu~ 
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de tener una idoneidad difícil de ha llar entre los socios. 

Coopete así oisoo a la Junta General de Accionistas el non 

braoiento de los directivos suplentes, cuando por ausencia, renllncia, 

muerte o por cualquier otra bausa los propietarios no puedan deseop~ 

ñar sus cargos. El Código de Comercio no se refiere expresanente a 

la elección de los directores suplentes, no obstante ello, en las es 

crituras de constitución, anparadas en el Ord" 4o~ del Art. 231 Con., 

en donde se indica que en el pacto social debe expresarse: "la nane­

ra de proveer las vacantes" de los directivos, se llena ese vacío, -

estableciendo la nanera y forDa de sus nonbramientos. 

Es preciso concluir que en nuestro ord~naniento jurídico -

la administración social se enconienda a dos o más personas, aun --­

cuando la ley no lo diga, pero así debe entenderse, ya que los con-­

ceptos de "Junta" o "Consejo" por definición suponen la participa---

ción de varias personas o individuos. 

Las atribuciones de la Junta Directiva, referentes a la ai 

ninistración, difícilmente pueden ellEarcarse dentro de un concepto, 

por lo que, en térninos generales pode~os . decir con Garrigues que: -

"A los adninistradores corresponde la decisión en todos los asuntos 

de gestión de los intereses sociales y la dirección de la vida inte~ 

na de la sociedad (adopción de acuerdos sobre los negocios en curso, 

noobramiento y separación del personal, inspección de la contabili-­

dad, convocatoria de las Juntas Generales, etc.)" (5) 

El Código de Conercio no señala en foroa expresa en qué 

consiste la adDinistración, pero el capítulo que regula ésta y la 

fiscalización, y más específicanente de las prohibiciones de los di 

rectores en la sociedad anónima, contenidas en los incisos 30., 40. 

y 50. del Art .• 261 COD., se deducen algunos elenentos de la oisna" 

ya que se les prohibe hacer por cuenta de la compañía "operaciones 

de índole diferente a su objeto o fin", así como "negociar por cue,a 

te propia directa o indirectunente con la sociedad cuya gesti6n les 

está confiada" y "ejercer personalmente conercio o industria igua--
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les a los de la sociedad a no ser en los casos en que nedie autoriza 

ción especial expresamente concedida en Junta General". 

Existen otros aspectos dentro de la adoinistración social, 

que son indispensables oencionar, para tener una idea nás o nenos a~ 

plia de la esfera en que se desenvuelven entre las que podenos enum~ 

rar: 1) Es atribución de la Junta Directiva presentar la solicitud 

de inscripción en el Registro de Conercio, de la escritura social de 

la sociedad, presentando con la petición los atestados correspondieE 

tes, entre los cuales deben figurar "La declaratoria de que el inpo~ 

te del capital llanado de todas las acciones se halle en poder de la 

Junta de Gobierno". (Art~ 234 Con.). 2) Una vez inscrita la socie-­

dad en el Registro de Conercio, la Junta Directiva, avisa al público, 

por nedio del Diario Oficial, la fecha en que se hubiere inscrito -­

(Art~ 237 Con.)~ 3) Dentro de las funciones de la Junta Directiva 

se hallan las obligaciones contenidas en los incisos 50. y 70. del 

Art. 243 Com., cuando en Junta General de Accionistas Ordinarias o 

extraordinarias, según el caso, se acordare el aumento o disninuci6n 

del capital social. 4) La Junta Directiva deberá llevar, adenás de 

los otros libros que exige la ley, un Registro de Accionistas de con 

fornidad al Art. 246 Cou., con las fornalidades que la nisma disposi 

ción indica. 5) Cono una de las atribuciones Bás específica de la 

Junta Directiva, está la de presentar a consideración y aprobación 

de la Junta General de Accionistas, los estados financieros de la so 

ciedad y una vez aprobada por aquélla hacer las publicaciones corre~ 

pondientes en el Diario Oficial, con el objeto de que los terceros -

conozcan la verdadera situación econónica de la coopañía, así lo dis 

ponen los Arts. 264, 272,273,274 Y en íntioa relación con éstos se 

hallan los Arts. 286 y 287, . todos del Código de Cooercio, y 6) Una -

de las atribuciones que más importancia tienen en el caopo de la ad­

oinistraci6n, cual es las convocatorias a Juntas Generales de Accio­

nistas, que deberán hacerse en el tieupo y forna establecidos por la 

ley o el pacto social Art~ 266 y 268 COD~ 
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No hay que perder de vlsta que la enumeración anterior no 

es taxativa, sino enunciativa, porque en cada escritura de constitu­

ción se establecen de aanera m6s o nenos extensa, las atribuciones ~ 

de la Junta de Gobierno, teniendo en cuenta la índole del objeto so­

cial a desarrollar. 

Estudiados a grandes rasgos las atribuciones de la Junta­

Directiva; cabe preguntar si las funciones que les han sido encomen­

dadas a los directores pueden ser delegadas. 

Sobre el· tena se ha dado nuoerosas interpretaciones a fal­

ta de una disposición legal que expresaoente señale la solución juri 

dice más justa. Podenos resuoir las opiniones y criterios en dos c2 

rrientes: a) Aquella que se opone a la delegación, por considerarla 

en principio prohibida y que se basa en el carácter eminenteoente -­

personal de la designación para el cargo (obligaci6n "intuita perso­

nae"); b) la que no se opone teruinanteoente al acto, basada en el -

principio general que opina que aquéllo que no está prohibido expre­

samente, está por ende, peroitido. 

La fundaDentación de cualquiera de los GOS criterios es di 

bil. Pero evidenteoente, la priDera de las soluciones se acerca oás 

a la justicia, ya que vela por el interés de la nasa de accionistas 

que puede verse burlada por los directores, si éstos, sin autoriza-­

ción de la Asamblea, delegan sus funciones en quien posibleoente no 

esté capacitado para ejercerlas o simplenente no sea de la confianza 

de los socios. 

Esta nisoa posición sustenta el Doctor LaraVelado, al --­

afirmar que: "El cargo de r:1Íeobro de la Junta Directiva es personal; 

no puede ejercerse por delegación; en realidad no se trata de facul­

tades adoinistrativas conferidas por la siople calidad de socio,.~ --~~ 

les S.oo noroalnente delegables, sino de un cargo para el cual se ha -

sido electo por todos los accionistas o un grupo de ellos; en tales 

condiciones, es lógico que, si un director no puede en un monento d~ 

do desempeñar sus funciones, ~stas deben ser ejercidas por la perso-
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na designada al efecto para sustituirlo, por sus electores", (6) 

Este arguoento a todas luces es el nás l6gico y correcto, 

quedando consecuentemente sin ninguna validez la segunda posición -­

por no tener base sólida para sustentarse. 

El Proyecto de Código de Cooercio sigue el primero de los 

criterios cencionados en el Art. 257 Inc. 20. cuando expresa: "El­

cargo de director es personal y no podrá desempeñarse por nedio de -

representante". 

Se ha discutido mucho sobre el probleoa referente a si los 

adninistradores o representantes de la sociedad anónima son mandata­

rios o no. Sobre 110, las opiniones de los autores han sido varia-­

das. Algunos los consideran mandatarios en su verdadero sentido; -­

mientras que otros, les niegan rotundanente ese carácter; o bien ad­

miten la aplicación de ciertas reglas del mandato, a pesar de recon~ 

cer la falta de identidad de este contrato con la situación jurídica 

de aquéllos. La legislación positiva de tluchos países, incluso la -

nuestra, contribuyen a aumentar esas dudas. 

Garrigues, al respecto dice: "A diferencia del Código de -

Comercio, la nueva ley no califica a los administradores como nanda­

tarios 1 sino tan sólo cono órganos sociales. Esto supone que el no~ 

braoiento de adninistradores no equivale al conferiniento de un nan­

dato ni a la conclusión de ningún otro contrato. Este noobraniento, 

realizado por la Junta General, tiene carácter unilateral y es seme­

jante al nombramiento de un tutor ll • En cambio Ramón Conbalia Pena, 

sostiene que son oandatarios, cuando expresa: "Los administradores -

tienen el carácter de nandatarios de la sociedad, lo que ha motivado 

que algunos autores los hayan equiparado a los factores, dado el ca­

rácter mercantil del nandato, pero una sentencia del supremo del año 

1930, define que el nandato de las sociedades anónirlas tiene un ca-­

rácter oás amplio que el contenido en los C6digos de Conercio y Ci-­

vil, derivado de la especialidad de las conpañías nercantiles" (8). 

Más adelante agrega, "Los adt1inistradores responden cono nandatarios 
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que son frente a la sociedad por falta cometida en la gestión que se 

les tenga enconendada ••• d (9) 

Guelperín y Lodi, sostiene que los adninistradores son na~ 

datariost "Los directores son nandatarios de los accionistas, con a.rn. 

plios poderes para la conducci6n de la sociedad y ejecución de 10-8 -

actos que hagan a dichos fines. Cono nandatarios, su función se ri­

ge en pricer lugar por las disposiciones estatutarias y subsidiaria­

nente por los preceptos correspondientes del Código de Cocercio y Cl 

vil. Al hablar de candatarios, aclaramos, siguiendo a Castillo, que 

el nandato tiene su origen, se deriva de un contrato, de los Estatu­

tos". (10) 

Brunetti sobre el particular expone: "Debe notarse, ante -

todo, que ha desaparecido la calificación de "nandatarios teJ:l.porales 

y revocables" atribuida a los adninistradores por el artículo 121 -­

del Código de Conercia. Así, ha desaparecido la disposición del 122 

por la que no contraen, a causa de l a adwinistración, responsabili-­

dad personal por los negocios sociales. En el nuevo artículo 2380 -

se lee, por el contrario, que "la adninistración de la sociedad pue­

de tanbién ser confiada. a no socios". El concepto "confiada" es su­

ficiente para. considerar desaparecido el mandato y de representación 

voluntaria". (11) 

De todo lo dicho debe advertirse que aún no se ha logrado 

doctrinarianente una explicación certera sobre el cuál es la exacta 

condición de los adninistradores. La duda se acentúa en presencia 

de Duchos casos en que la posición de aquéllos no difiere de la de 

los nandatarios, e incluso la ley expresacrente les confiere ese ca-­

rácter, v. gr., Art. 260 Com., o la Disna ubica la actuación de los 

adninistradores dentro del mandato, y a cada momento alude a "ineje­

¿ución del eandato", "violación expresa del oandato", "infracción -­

del Dandato", etc. La tesis que goza de l"1ás aceptación es la de que 

los adcinistradores son representantes legales que se rigen por 108 

térDinos del eondato. 



- 66 -

Henos tratado hasta ahora las relaciones internas de la so 

ciedad, tócanos por lo tanto referirnos a las relaciones externas de 

la misoa, sin pretender hacer un exaoen profundo sobre este teaa, 

que de suyo es amplio y de proyecciones insospechadas. 

La sociedad anónima como persona jurídica que es, no puede 

vivir aislada, sino que necesariamente tiene que vincularse o rela-­

cionarse con otras personas, sean éstas naturales o jurídicas, en la 

consecución del objeto social, para el cual fue constituida. Por lo 

tanto estas relaciones son eminentemente de carácter externo y se ma 

nifiestan a través de la representación y de la responsabilidad. 

Los actos de las personas penetran a la esfera jurídica 

cuando trascienden al exterior mediante una voluntad que actúa. En 

relación con las personas físicas eso no presenta dificultad alguna, 

ya que la declaración de voluntad puede emanar en forma directa del 

individuo, reuniéndose en él el titular y el portador de la voluntad 

que ejercita el derecho, o bien dicha manifestación que se hace por 

medio de otras personas; otras, por imperio de la ley, la relación -

de derecho no se forma, mientras otra persona no interviene como re­

presentante legal de una de las partes, cuando es incapaz; no siendo 

así, a ésta no puede atribuírsele jurídicamente el acto celebrado. 

En cambio, las personas jurídicas no pueden actuar por sí, 

sino sirviéndose de personas naturales, por cuyo medio verifican una 

infinidad de actos jurídicos, cono si éstas efectivamente las hubie­

sen realizado. 

Los efectos vinculatorios de las personas jurídicas con los 

terceros, debe buscarse, pues, en la representacíón,figura especial 

dentro del derecho, por medio de la cual se considera que 108 actos 

realizados por una persona a nombre de otra, estando facultado por -

ella o por la ley, producen iguales efectos como si ésta última los 

hubiere verificado. 

Sin ahondar más sobre el básto problema de la representa-­

ción y refiriéndonos concretamente a lá sociedad anónima, diremos que 
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en el Código de Comercio la representación de la sociedad está vincu 

lada a la calidad de director de la Junta Directiva, puesto que no -

se permite que aquéllá la ejerza una persona extraña a dicho órgano. 

Nuestra afiroación la fundamentamos en el Ord. 40. del Art. 231 Com., 

donde se exige que en el pacto social se exprese cual de los directi 

vos "representará a la sociedad judicial o extrajudicalmente". 

Respecto a la representación no hay uniformidad en las le­

yes de los distintos países, en cuanto a si puede recaer siempre en 

oiembros de la Directiva o simples socios o en personas extrañas. El 

Proyecto de Código de Comercio, según se verá más adelante, se apar­

ta del criterio seguido por la legislación vigente. 

Por lo general, las Juntas Directivas se integran con un -

Presidente, Secretario y uno o más vocales; otras veces, se incluye 

un Vice-Presidente, Tesorero y un SíndiCO, o bien se compone de un -

Primer Director, un Segundo Director, etc. Todo depende de la orga­

nización que deseen darle los socios al constituirse la sociedad o -

después. De aquí que es frecuente que en los pactos sociales se in­

dique que el representante de la compañía es el Presidente de la JUE 

ta Directiva o quien haga sus veces, el Primer Director o bien que -

aquélla la pueden ejercer cualquiera de los Directivos citados con-­

junta o separadamente con algún otro miembro directivo o con el Ge-­

rente, según los casos. Es conveniente advertir que esta atribución 

deberá ejercerse personalmente, pero podrári bajo la responsabilidad 

de quien las haya conferido, previas las autorizaciones que el con-­

trato social exija, constituir Apoderados Generales o Especiales de 

la sociedad. 

Dentro de las relaciones externas de la sociedad se encuen 

tra la responsabilidad de los administradores, derivada de la oblig~ 

ción que tienen aquéllos de cumplir los deberes que les i~pone la 

ley, el pacto constitutivo o los estatutos con las diligencias de un 

"mandatario", originándose de este supuesto la consecuencia de que -

son responsables personal y solidaria~ente, ante la sociedad de los 
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daños irrogados a ésta o a terceros por la inoservancia de aquellos 

deberes. 

Es pues, deber fundamental del Consejo Administrativo des~ 

rrollar su actividad en interés del ente, observando determinadas -­

normas que pueden estar contempladas en el pacto constitutivo, esta­

tutos o la ley, y que representan las reglas esenciales e indeclina­

bles a las que ha de conformarse aquella actividad. Si los adminis­

tradores descuidan aquél interés o actúan en oposición con él o vio­

lan nornas legales o estatutarias, deben de responder de sus faltas 

en la administración ante la sociedad y ante terceros~ 

Esta posición doctrinaria la vemos plasnada en la legisla­

ción salvadorefia en el Art. 261 Inc. lo. Com., que expresa: "Los Di­

rectores de las sociedades anónimas no contraen obligación alguna -­

personal ni solidaria por las obligaciones de la sociedad; pero res­

ponderán personal y solidariamente para con ellas y para con terce-­

ros, por la inejecución del mandato y por la violación de los Estatu 

tos y preceptos legales"~ 

La solidaridad en la responsabilidad de que se habla en el 

inciso lo. del artículo citado, se deriva del carácter colegial de la 

función de los administradores. 

La responsabilidad de los administradores ante la sociedad 

grava, por consiguiente a todos los que desempeñan los cargos, de --
igual modo y se extiende a todas las faltas que cometan por los _actos 

inherentes a él, a tenor de la ley, del pacto constitutivo o estatu-­

tos. Cono es natural, s610 comprende las operaciones relativas al -­

tiempo en que han estado en funciones. 

La ley, sin embargo, deja a expedito el camino a los admi-­

nistradores para liberarse de esa responsabilidad cuando concurren -

los supuestos previstos en el Inc. 20. del Art. 261 Com. Esta disp~ 

sición reza así: "De esta responsabilidad quedarán exentos los direc­

tores que no hayan tonado parte en la respectiva resolución o hubie-­

ren protestado contra los acuerdos de la mayoría, en el acto o dentro 
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de tercero día •• ~" 

Por el contrario, como ya se expuso anteriormente, si los 

actos de los administradores están guiados por intenciones dolosas o 

fraudulentas, si violan lo dispuesto por las leyes y los estatutos, si 

su conducta S~ traduce en abandono culpable de sus funciones, en -­

una falta contra la garantía de "buen desempeño", o son francamente 

ilícitos, antijurídicos, entonces su responsabilidad es personal y 

solidaria, ante la sociedad y ante los terceros perjudicados. 

En doctrina se sostiene que para poder iniciar la acción 

de responsabilidad debe existir concretamente un perjuicio, un daño 

al interés, prestigio o patrimonio social o El perjuicio es contra 

la sociedad, como persona jurídica, y no contra los accionistas in­

dividualmente considerados. 

Cabe preguntar pues, Quién debe iniciar la acción de res­

.ponsabilidad? y En qué casos queda extinguida la responsabilidad? 

El derecho salvadoreño, en lo que respecta a las anónimas 

nada ha legislado al respecto. 

El Proyecto de Código de Comercio contiene disposiciones 

expresas que se refieren a la responsabilidad de los administrado-­

res, las cuales se expondrán en su oportunidad. 

En seguid~ nos referimos a algunas de las innovaciones que 1. 

en materia de administración y representación de las sociedades ani 

nimas, trae el Proyecto de Código de Comercio: 

1) La adminis.tración estará a cargo de uno o varios admi 

nistradores, que podrán ser accionistas o no; en el primer caso se 

llama administrador Unico, y en el segundo, Junta Directiva. 

2) Los directores pueden ser nombrados por la Junta Ge­

neral de Accionistas o por Juntas Especiales de las diferentes cate 

gorías de acciones, sin perjuicio de lo que se estfiblezca en las -­

disposiciones destinadas a proteger las minorías como se verá más 

adelante. 

3) Los directores ejercerán sus funciones por tiempo fi-



- ¡U -

jo y determinado, el cual deberá expresarse en el pacto ~onstitutivo, 

no pudiendo ser mayor de cinco años, salvo revocación Dcordada por la 

Junta General. Los directores siempre serán reelegibles a menos que 

exista pacto expreso en contrario. 

I:i) En la oisrla foroa y tieopo en que se eligen a los mieE 

bros de la Junta Directiva, se nonbrarán igual número de suplentes -

para llennr sus vacantes. 

5) Con objeto de asegurar las responsabilidades en que p~ 

dieren incurrir los directores, el pacto social podrá exigirles que 

rindan una garantía que en el misoo se determine, si tal cosa se pa~ 

tare, los directores no podrán tomar posesión de sus cargos mientras 

no hayan rendido dicha garantía si ésta consistiere en el depósito -

de acciones emitidas por la sociedad, aquél se hará en un estableci­

miento bancario, y mientras dure, las acciones depositadas en garan­

tía no serán transmisibles. Se sanciona con responsabilidad ilimita 

da y solidaria a los directores que no le den cumpliniento a ese re­

quisito, respecto a las operaciones que realicen. 

6) Es condición indispensable para des empeñar el cargo de 

director, ser capaz para el ejercicio del comercio y no estar con--­

prendido entre las prohibiciones e incoopatibilidades que el misoo -

Proyecto establece para ello. El cargo de niembro de la Junta Dire~ 

tiva es personal; no pueden ejercerse por delegación, de tal suerte 

que si un director no puede en un momento dado desempeñar sus funci~ 

nes, éstas deben ser ejercidas por la persona designada al efecto p~ 

r ,a sustituirlo. 

7) La representación judicial o extrajudicial de la socie 

dad corresponde al director único o al presidente de la junta direc­

tiva, según el caso, pero pueden confiarse esas atribuciones al ge-­

rente, nombrado por la Junta Directiva, o a cualquiera de los direc­

tores según lo que se exprese en el pacto social. 

8) Si la escritura social lo permite, la Junta Directiva 

puede delegar funciones adoinistrativas y de representación en algu-
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nos de los directores o comisiones formadas de su seno y señalarles -

los línites de tal delegación. Reciben el nonbre de directores dele­

gados a quienes se les haya hecho tal designación. 

9) La representación legal, ya corresponda a alguno de los 

directores o al gerente, deberá ejercerse personalnente, pero 6stos -

podrán bajo su responsabilidad, previas l a s autorizaciones que la es­

critura social exija, constituir apoderados generales o especiales de 

la sociedad. 

10) Si el pacto social no establece los cargos específicos 

que existen dentro de - la Junta Directiva, lo hará la . Junta General al 

momento de efectuar la elección y si ésta no lo hiciere, se presume -

que el priner director electo es el Presidente y el segundo el Secre­

tario. 

11) Los cargos que general~ente integran la Junta Directiva 

son el de Presidente, Secretario y Vocales. Al Presidente correspon­

de presidir las sesiones de Junta Directiva y las de Junta General; -

tiene en las primeras voto decisorio en caso de empate. 

12) Lo s directores continuarán desempeñando sus funciones, 

aún cuando haya finalizado el período para el cual fueron designados, 

Di entras no hayan sido electos sus sustitutos o los que hayan sido -­

electos no tonaren posesión de sus cargos. 

13) Si la Junta General acuerda exigir a los directorés ju­

dicialnente la responsabilidad en que hubieren incurrido, por el ois­

no hecho cesarán en el desempeño de sus cargos. Pero podrán ser nue­

vamente nombrados si la autoridad judicial declara infundada la ac--­

ción contra ellos entablada. 

l~) Si la autoridad judicial declara que el adoinistrador -

ha perdido las cualidades necesarias para deseopeñar el cargo, tal re 

solución únicamente produce el efecto de renoverlo como director. No 

hay necesidad de aceptación cuando el adoinistrador presente renuncia 

de su cargo, la cual deberá presentarla ante la Junta Directiva, pero 

sí se trata del Adoinistrador único deberá hacerlo ante el respectivo 
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suplente. En ninguno de los dos casos podrá abandonar el cargo, sino 

hasta que haga entrega de él al sustituto correspondiente. 

15) Estatuye ciertas prohibiciones a los directores o ge--

rentes cuya contravención los hace responsables personal y solidaria-

~ente ante la sociedad y ante terceros. 

Las prohibiciones son las siguientes: 

1) Aplicar los fondos de la co~pañía a sus negocios parti 

culares o usar en ellos la firma social. 

11) Realizar , por cuenta de la sociedad, operaciones no co~ 

. prendidas en el objeto social; tales actos constituyen una violaci6n 

expresa del mandato. 

111) Ejecutar personalmente comercio o industria idénticQs 

a los de la sociedad, o ser partícipe en sociedades que exploten tal 

comercio o industria, salvo que medie autorización especial y expresa 

para hacerlo, otorgada por la Junta General de Accionistas. 

IV) Negociar por cuenta propia, directa o indirectamente, 

con la sociedad cuya gestión les está confiada 9 

Esta prohibici6n coco la anterior se fundanentan en la prn 

tecci6n a los intereses sociales. Es conveniente advertir que el Pr~ 

yecto de Código de Comercio, estatuye excepciones con relación a los 

dos últimos ordinales, cuales son: 1.- Si el administrador o gerente 

han sido autorizados especial y expresamente, para cada operación, --

por la Junta General, la prohibición no tiene lugar. 2.- Cuando la 

socie~ad sea bancaria, de seguros, de ahorro, y en general, de cual-

quier tipo de las que trabajan con dinero del público, s610 podrá au-

torizarse al administrador o gerente para hacer uso de los servicios 

de la compañíar, co~prendido s dentro del giro ordinario de la misma, 

exactamente en las mismas condiciones que cualquier persona extraña a 

ella; pero en nin~Jn caso podrá autorizárseles para que reciban crédi 

.L~ ~ <t ' r- "! 'Jciedad. 3.- No se considerará como negociación, para los 

efectos del ordinal IV, la prestaci6n de servicios personales o pro-

fesionales a la empresa, siempre que la remuneración percibida por 

- ------:-=-:-.. " 
. ~ - ~ .... ' ~. -:J- "/:;' .. ~ '1'· 
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los administradores o gerentes, se encuentre dentro de los límites de 

lo que generalmente se paga por servicios de igual índole. 

Tanto las prohibiciones contenidas en los ordinales 111 y 

IV, reiacionados, son extensivas a los c6nyuges de los administrado-­

res y gerentes. 

16) En cuanto al derecho de representaci6n de las minorías 

en la Junta Directiva, el Proyecto de C6digo de Comercio J establece un 

sistema beneficioso para esta clase de accionistas, así: a) Cuando h~ 

ya tres o más directores, la escritura social fijará la forma de ase­

gurar los derechos que correspondan a la minoría en su designaci6n; 

b) Si no lo hiciere, la minoría que represente, por lo menos, el 25 % 
del capital, elegirá un tercio de los directores, los que sustituirán 

a los electos, en último lugar, por la mayoría; c) S610 podrá revoca~ 

se el nombramiento del director o directores designados por las mino­

rías con el consentimiento unánime de éstas; y d) Los directores ele~ 

tos por la minoría o por una categoría determinada de acciones sólo -

podrán ser sustituidos por sus respectivos suplentes. 

17) La Junta Directiva celebrará sesi6n válida con la con­

currencia de la mayoría de votos de los asistentes. Cuando exista -­

oposici6n de intereses, en un asunto determinado a resolverse, entre 

un directivo y la sociedad, aquél deberá abstenerse de votar. 

18) La escritura social fijará la forma de convocatoria de 

la Junta Directiva, el lugar y frecuencia de las reuniones, así como 

los requisitos del levantamiento del acta y demás detalles sobre su -

funcionamiento. Las irregularidades en el funcionamiento de la Junta 

Directiva determinan responsabilidad de- sus miembros, frente a la so 

ciedad, pero no serán oponibles a terceros de buena fe. 

19) Los directores son solidariamente responsables por su 

administración; también los son por los actos de las personas a quie­

nes hubieren delegado determinadas funciones, en los casos en que fu~ 

ren autorizados para hacer tal delegaci6nirudcomo d~ cualquier gestión 

que causare perjuicio a la sociedad. No tendrá responsabilidad algu-
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na el director cuando se den los supuestos siguientes: a) que haga c­

constar su inconformidad en el acta de sesión en que se haya delibera 

do y resuelto el acto de que se trate; b) o que su inconformidad lo -

manifieste por escrito, dentro de tres días de haber obtenido conoci­

miento de tal resolución, cuando no hubiere concurrido a la sesi6n -­

respectiva .. 

20) La responsabilidad de los administradores frente a la 

sociedad cesa por la aprobación de la oemoria anual, respecto a las 

operaciones explícitamente contenidas en ella o en sus anexos, excep­

to si tal aprobación se haya dado en virtud de datos no verídicos o -

que exista acuerdo expreso de reserva de aprobar el acto en cuestión 

o de haberse resuelto ejecutar la acción de reap ) ns~bilidad; cuando 

los administradores hubieren procedido en cumplimiento de acuerdos de 

la Junta General que no sean notorÍ'8nmte ilegales; o cuando la Junta 

General haya acordado expresamente renunciar a exigir las responsabi­

lidades o haya dado aprobación a la gestión y finalmente cuando aqué­

lla haya acordado una transacción con los culpables. 

21) La responsabilidad solamente puede ser exigida, si así 

lo acordare la Junta General de Accionistas, la que designará la per­

sona que haya de entablar la acción a nombre de la sociedad. Por ex­

cepción, podrán ejecutar directamente la acción de responsabilidad cl 

vil.contra los administradores, los accionistas que represente, por -

lo menos el veinticinco por ciento del capital social, siempre que se 

satisfagan los requisitos siguientesf 

1) Que la demanda comprenda el monto total de los perjui­

cios ocasionados a la sociedad y no únicamente el interés personal de · 

los demandados. 

11) Que los actores no hayan aprobado la resolución de la 

Junta General de Accionistas en virtud de la cual se acordó no proce­

der contra los adcinistradores demandados. 

Por ser la sociedad la perjudicada los bienes obtenidos c~ 

IDO resultado de la reclamación deducidos los gastos, entrarán al pa--
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trimonio social. 

También pueden ejercer la acción de responsabilidad los -­

terceros perjudicados, cuando los administradores hayan faltado a sus 

funciones; esta excepción tiene por objeto proteger los intereses del 

público que contrata con la sociedad. 

22) Una vez intentada la acción, el desistimiento sólo pu~ 

de acordarse en sesión de Junta General de Accionistas. En caso de -

quiebra de la compañía, la acción de responsabilidad puede ser ejerc! 

da por los acreedores, y en su caso, por el síndico de la quiebra. 

CAPITULO 111 

CONSEJO DE VIGILANCIA. 

Examinados someramente lo's órganos de soberanía y de ges-­

tión, queda por referirnos a los de fiscalización y control. Estos­

están impuestos en el derecho positivo vigente, en el deseo de prote­

ger los intereses de la sociedad, que podrían verse afetados si no hu 

biera un órgano encargado de velarlos. En el fondo, es el interés de 

todos los socios el que se protege, particularmente los ajenos a la -

administración. 

El Consejo de Vigilancia ocupa en la sociedad anónima un -

lugar entre la Asamblea General de Ácionistas y el Consejo de A~ini~ 

tración, de una parte, para vigilar la actuación de éste últioo mejor 

de lo que podría hacerlo la misma Junta General, por otra, para que 

la dirección de los asuntos internos de la compañía no se hallen de 

manera absoluta en manos de la Junta Directiva. 

Los componentes del Consejo de Vigilancia o de Inspecci6n, 

se les conoce en la doctrina y en las legislaciones con diversos nom­

bres, a saber: interventores, síndicos, controladores, auditores~ co­

misarios, etc. En la legislación mejicana se les da esta última den~ 

minación. El tratadista mejicano Rodríguez y Rodríguez, los concep-­

túa de la manera siguiente: "Los Comisarios son los órganos encarga--
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dos de vigilar pernanenteoente la gestión social, con independencia 

de la adoinistración y en interés exclusivo de la sociedad" (12) 

Corresponde a este órgano la vigilancia de la hacienda so­

cial y de cuantos actos ejecuten los administradores y gerente que -­

tengan repercusión en los negocios de la conpañía, por lo que entre -

sus atribuciones principales figura el exanen detenido de la contabi­

lidad y de sus justificantes, así misDo pedir las explicaciones que -

creyere necesarias para el fiel desempeño de su cooetido. 

El Consejo de Vigilancia como debe su nombraoiento a la -

Asamblea General, es a ella a quien debe dar cuenta de su labor e in­

fornar de las anomalías que advirtiere en la administración. 

El número de los cooponentes del Consejo de Vigilancia, va 

ría segÚn los países, en Suiza pueden ser uno o varios; en Italia, 

tres o cinco; en la legislación salvadoreña lo foroa un Consejo elec­

to por la Junta General, de confornidad al Art. 262 Com., que estatu­

ye: "La vigilancia de la adoinistración social, estará confiada a un 

consejo electo por la Junta General de Accionistas, y tendrá las atri 

buciones que determinen los Estatutos". 

En la actualidad el artículo transcrito ha sido oodificado 

por la Ley de AUditoría, por lo cual dichas funciones le son encomen­

dadas a un Auditor, por tal razón la mayoría de las sociedades an6ni­

mas que funcionan en el país, han abandonado el sistema de Consejo de 

Vigilancia y designan únicaoente a un auditor, en acatamiento a lo 

dispuesto a la ley citada. 

El Proyecto de Código de Comercio, si bien es cierto que 

no ha descartado el sisteDa de vigilancia a cargo de un consejo, ha 

prestado oayor interés que aquélla sea ejercida por un auditor. Las 

razones en que se fundamentan para tal cambio, las exponen los redac­

tores del referido Proyecto, en la exposición de motivos, de la Dane­

ra siguiente: "La Cooisión estiDa en que debe abandonarse el sistema 

de un consejo o junta de vigilancia, que está autorizado en nuestra -

legislación actual y subsiste, además, en la casi totalidad de las l~ 
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gis1aciones extranjeras. La práctica ha deuostrado que esta es una -

institución inoperante en el país. De acuerdo con los usos aercanti­

les salvadoreños, la vigilancia se hará por medio de un auditor, de-­

jando el consejo de vigilancia a opción de aquellas sociedades que lo 

establezcan en su pacto social", 
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TITULO IrI 

DISOLUCION y LIQUIDACION DE LAS SOCIEDADES ANONIMAS. 

Para dar inicio a este título, se analizará la disolución y 

liquidación de las sociedades en general, para después referirnos a 

las causales de disolución, nombramiento de liquidadores y partición 

del haber social de las sociedades anónimas, porque la existencia de 

una causa de disolución no produce inoediata~ente y de ~anera defini­

tiva la extinción de la sociedad, sino que es el punto de partida de 

un proceso que debe deseobocar en la etapa de liquidación. Varios­

tratadistas distinguen una tercera y cuarta etapas autónomas: la pa~ 

tición entre los socios del saldo resultante de la liquidación y la 

extinción definitiva de la sociedad, 

CAPITULO 1 

DISOLUCIONt 

La sociedad mercantil, como es sabido, nace oediante un co~ 

trato, el cual supone la existencia de dos o más personas que generan 

nediante dicho convenio un conplejo de relaciones, entre las cuales -

destacan principaloente obligaciones y derechos de carácter patrino-­

nial, no sólo entre los misnos contratantes, sino entre éstos y el en 

te que se foroa, quien a su vez las contrae con terceros. 

Por eso es que los tratadistas, en su mayoría están de acuer 

do que el fenómeno de la disolución de las compañías mercantiles es 

un problema jurídico intrincado. La disolución de las compañías no 

acarrearían complicaciones si únicarJente hubiera de desatarse un sim­

ple vínculo contractual, o aquélla representará la extinción o fin in 

mediato de esos entes sociales 9 Lo complejo surge precisamente de la 

circunstancia especial de que las sociedades nacen y actúan en el cam 

po delDerecho como personas jurídicas, Y2 consiguientemente adquieren 
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derechos y contraen obligaciones con terceros, y, tanto éstas CODO -­

aquéllas subsisten hasta que las coopañías han cesado CODO tales, es 

decir, hasta el aouento en que su personalidad jurídica se ha extin-­

guido. 

Para algunos expositores la palabra disoluc~ón debería apli 

carse cuando la sociedad termina definitivaoente con su vida jurídica; 

en otras palabras, la presencia de ciertas causas calificadas por la 

ley, darían a que las conpañías cayeran en un estado de disolución, -

el cual se prolongaría en el tieopo ni entras dure la liquidación y la 

consiguiente partición del haber social entre los accionistas, si lo 

hubiere, y una vez practicadas estas operaciones y cumplidos los de-­

más requisitos legales, hasta entonces quedaría disuelta la sociedad. 

La disolución y sus causas, explica Brunetti, produce la c~ 

sación del contrato y al propio tiempo la extinción de las relaciones, 

en el sentido de que los accionistas no están ya obligados a perseguir 

el fin conún propuesto, sino autorizados para buscar la restitución en 

dinero o en especie de sus respectivas aportacioneso Estos efectos, -

no obstante, no se pueden realizar e-n el Disno noraento en que se prod3;! 

ce la causa de disolución. Por eso la disolución crea una fase parti 

cular de la existencia de la sociedad, que no consta de uno solo sino 

de una serie de actos coordinados al fin de la cesaci6n, o sea la ex­

tinci6n del organisoo social o 

Lo anterior nos lleva a exar'linar una cuestión muy discutida 

e intrincada, cual es la de considerar si la disoluci6n trae consigo 

la pérdida inmediata de la personalidad jurídica de la sociedad o si 

subsiste hasta un determinado momento. El problema ha sido debatido 

por diversos expositores llegándose a la conclusión casi unánime de 

que la disoluci6n es sinpleoente una etapa a la cual sucede otra lla­

mada liquidación. 

Sin enbargo, hay tratadistas que sostienen que al disolver­

se la sociedad debería desaparecer también su personalidad jurídica. 

Más adelante se analizará y estudiará con ~ayor detenimiento este pr~ 
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bleca. 

Brunetti, da un concepto de lo que debe entenderse por dis~ 

lución y dice: "Por disolución se entiende la verificación de las cau 

sas de suspensión y resolución de las relaciones jurídicas estableci­

das para la consecución del fin conún; cejor aún, es el inicio de la 

resolución y el fin de todas las relaciones jurídicas ligadas con el 

organisoo social". (1) 

Rodríguez y Rodríguez, considera que la disolución e~ "la -

situación de la sociedad que pierde su capacidad jurídica para el cuo 

pliniento del fin para el que se creó y que sólo subsiste para la re­

solución de los vínculos establecidos por la sociedad con terceros, -

por aquélla con los socios y por éstos entre sí". (2) 

Garrigues, en otras palabras, manifiesta que la disolución 

no es la extinción de una situación simplemente contractual entre los 

socios, porque si así fuera, los contratantes arreglarían entre ellos 

sus cuentas, recobrarían sus aportaciones y se repartirían los fondos 

sobrantes. La sociedad es más que un contrato: es una colectividad­

que ejerce su acción en el tráfic o bajo la forma de una persona jurí­

dica que se vincula contractualoente con terceros, originando una tr~ 
ma de relaciones jurídicas que no pueden cortarse de . golpe en el pre­

ciso comento de la disolución del contrato social. De allí que al -­

producirse una causa de disolución, se abre el proceso de disolución, 

empezando por la liquidación de los negocios sociales pendientes y -­

ternina al dividirse el haber social entre los accionistas. Más ade­

lante expresa: "Cabe, por tanto, distinguir en ese fenóceno duradero 

tres estadios diversos: la realización de una causa de disolución, la 

liquidación y la división del patrinonio social". (3) 

Siguiendo este orden, como ya lo dijinos, trataremos prime­

ro las causales de disolución de la sociedad an6nina, despu's la li-­

quidación y elnoQbramiento de liquidadores, y, finalnente, la parti­

ción del haber social entre los socios. 
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CAUSALES DE DISOLUCION DE LA SOCIEDAD ANONIMA. 

Existen causas conunes de disolución de las sociedades en g~ 

neral, tales CODO: la finalización del plazo para el cual se hubiesen 

constituido, la consecución del objeto social o la inposibilidad de -

obtenerlo, la voluntad de los socios, causas previstas en la escritu­

ra de constitución, la fusión cuando una o más quedan absorbidas por 

otra, etc. 

La doctrina distinguía entre las causas de disolución, las 

que actuaban de derecho y las que eran facultativas. Las priDeras -­

consistían en el transcurso del plazo fijado para la duración de la -

sociedad o en el cumpliniento de su objeto y producían efectos inoedi~ 

tos tanto en .relación a los socios como frente a terceros. Las segu~ 

·das eran las establecidas por las leyes, pero de las que los socios -

podrían o no usar, con lo que, no acordada la disolución, la sociedad 

continuaba en su ejercicio por el tiempo fijado, inicialnente. 

Sin eobargo, las corrientes modernas tratan de evitar la di 

solución automática de la sociedad. El Proyecto de Código de Comer-­

cio ha seguido tal sistema 1 por eso los redactores del misno consig-­

nan en la exposición de notivos, referente a la disolución en las so­

ciedades de capitales, lo siguiente: "con igual criterio al que se si 

guió al tratar la disolución de las sociedades de personas, se han re 

ducido las causales a las estrictanente necesarias y se han eliminado, 

en todos los casos, la disolución automática ••• " . 

Las causales de disolución en las sociedades anónimas, son 

las siguientes: 

lo.) La terminación del plazo para el cual fueron consti­

tuidas, no nediando prórroga. 

La fijación del plazo, por el cual la sociedad se constit~ 

ye en la legislación salvadoreña, es un eleoento del contrato de so­

ciedad aunque no GG indispensable, indicarlo, pues es posible la 

constitución de sociedades por tienpo indefinido. Lo que si es nece 

sario indicar, en el pacto constitutivo, la declaraci6n expresa de -
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voluntad sobre la duración de la sociedad afirnando que la oisna se -

constituye por el tiempo fijo que en el pacto se indica o establecien 

do en foroa clara que es por tienpo indefinido. 

La norna general es que se fije plazo en la escritura de -­

constitución y habiendo transcurrido aquél, la sociedad se disuelve,­

salvo si nediare prórroga. Esta situación la prevé e el Art. 280 Coo., 

Inc~ lo. asíl "Transcurrido el térnino oarcado en el contrato para la 

duración de la s ociedad, y no nediando ningún otro motivo de disolu-­

ción podrá prorrogarse este plazo si los socios convinieren en ello -

por unanimidad, o si los que se retiran no representan nás de un ter­

cio del capital social y los socios restantes les liquidasen su parte 

en los téroinos legales". 

La corriente doctrinal predominante, considera autonática -

la disolución de la sociedad cuando se produce por haber transcurrido 

el térnino señalado en el contrato. Por ejeoplo, Rodríguez y Rodrí­

guez, expresa: "Si en la escritura se ha fijado un tiempo fijo, el -

transcurso del Disno deteroina la disolución automática de la socie-­

dad". (4) Garrigues, dice: "Pero, una vez señalado un término, la -

sociedad entra, en el instante de su cumplioiento en período de liqul 

dación". (5) Mas adelante, agrega: "Es una causa de disolución que -

opera ipso jure, sin necesidad de ninguna declaración de voluntad por 

parte de los socios y que surte efectos frente a terceros sin necesi­

dad de que se anote en el Registro Mercantil". (6) También Guelperín 

y Lodi participan de ese criterio, y dicen: "Las sociedades a las que 

se ha fijado un térDino explícito de duración, se disuelven totalmen­

te y de pleno derecho cuando se cuople el plazo convenientemente de-­

terDinado". (7) 

Casi todos los tratadistas son acordes en que una vez vencl 

do el plazo fijado en el pacto social, es innecesario cualquier acuer 

do de los socios, tendiente a c onfiruar la disolución: el acuerdo se 

adoptó anticipadanente, al Donento de celebrarse el contrato; por 

igual nativo, no se precisa de inscripción en el Registro Mercantil, 



- 83 -

para que la disolución surta todos sus efectos. 

Consecuentewente, al configurarse la causal en estudio sale 

sobrando la escritura pública de disolución y el consiguiente regis-­

troj tanpoco se requiere de ningún acuerdo de los socios para validar 

la disolución, porque ese acuerdo está plasmado de anteflano en la es­

critura social inscrita. 

En caobio; el Proyecto de Código de Cooercio se aparta coo­

pletaoente de los criterios doctrinarios antes citados y elioina en -

todos los casos la disolución automática, el Art. 188, del citado Pro 

yecto, estatuye: liLa disolución no será autooática. Las cuatro pri­

oeras causales de disolución indicadas en el artículo anterior debe-­

rún ser reconocidas por los accionistas en junta general. El recono­

cioiento se hará constar en escritura pública, otorgada por las perso 

nas que la junta general designe, cono representante de la masa total 

de accionistas; esta escritura se inscribirá en el Registro de Comer­

cio y surtirá sus efectos a partir de la fecha de la inscripción". 

20.) Por la extinción o cesación de su objeto. 

30.) Por haberse realizado el fin propuesto, o no ser posl 

ble realizarlo. 

Estas causales de disolución que el Código de Conercio es­

tablece en los ordinales 20. y 30. del Art. 281 Con., las tratareoos 

en un solo apartado, debido a que, a pesar de su aparente sencillez -

ofrecen una serie de problemas que es preciso dilucidar, pues creeoos 

que el legislador contempló cuatro supuestos que difieren entre sí y 

no que fue redundante en su redacción. A fin de orientarnos en el es 

tUQio de las causales que se han nencionado estimaoos conveniente dar 

una breve explicación de lo que entendemos por fin y objeto social. -

A nuestro juicio, objeto o fin social, es el ejercicio de la indus--­

tria, conercio o una rana del oisoo o prestación de servicios 1 que los 

socios han estipulado realizar (fabricación, construcción, transporte, 

banca, etc.), para obtener nediante tales actividades un lucro. 

En el orden de ideas que nos hemos propuesto a desarrollar, 
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eopezare¡:::¡os por la cauS'al 2a. o sea "la extinción o cesación de su ob 

jeto". 

Esta causal comprende dos hipótesis: extinción del objeto de 

la sociedad y la cesación del misDo. 

La prinera hipótesis se refiere al caso en que la conpañía 

operando nornalnente en la actividad objeto o fin social previsto en 

el contrato de sociedad, se extingue o ternina, legal o físicamente -

v. gr. una sociedad opera en una actividad que legalmente es perniti-

da, pero con posterioridad la ley la declara ilícita; o bien el obje-

to o fin social no tiene razón de ser, cono sería el caso de una con-

pañía que se hubiere constituido para fabricar artículos que al momen 

to en que la sociedad se fornó tenían una denanda exorbitante pero, -

por haber pasado de noda decae totalnente su venta en el mercado, 10 

que naturaloente perjudica a los socios pues ya no conseguirían o no 

lograrían el lucro esperado. Esto requiere una breve explicación: --

las empresas nercantiles se constituyen para realizar una determinada 

actividad, pero las aniDa el propósito de obtener a través de ésta, -

un lucro. Dicho de otro nodo, si una conpañía se crea para fabricar 

aros "hula, hula" y luego venderlo, si la denanda de dicho producto -

es totalmente nula, por haber pasado de noda, su objeto se extingui--

, 
r1a. 

La segunda hipótesis pensanos es aquella en que una socie--

dad, se ha propuesto llevar a cabo un deterninado objeto o fin social 

y efectivamente lo está realizando, pero por·cualquier Dotivo lo des-

continúa; por ejemplo, una conpañía se constituye para explotar la ra 

na de la oinoría encausada a la obtención de oro y las vetas de este 

netal en el lugar en que se están explotando, con la autorización es-

tatal, se agotan, en tal evento, la sociedad suspende sus operaciones; 

sin enbargo, la causal analizada da nargen para pensar, de que si la 

sociedad se creó para explotar tal industria no lo hizo expresando l~ 

gar determinado, o sea que aquella cesa teuporalnente sus actividades. 

En el ejemplo que heaos nencionado y en la causal que estanos anali--
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zando se advierte que el fin u objeto social, aún no ha desaparecido 

porque pUQde reanudarse cono sería el caso de descubrir en otra región 

oinas o placeres oetalíferos. 

A continuación aludireoos a la callsal tercera, o sea "por 

haberse realizado el fin propuesto o no ser posible realizarlo". 

Esta causal abarca dos sdpuestosj el prinero se refiere al 

caso en que una sociedad o conpañía se haya organizado para realizar 

una actividad específica y efectivanente lleva ésta a cabo; por ejen­

plo una coopañía se constituye para construir un puente o una colonia 

de casas unipersonales; es natural que una vez finalizada su oisión, 

la sociedad no tiene por que seguir operando~ 

La segunda hipótesis de la causal que estaoos analizando, -

es aquella en que una sociedad ha establecido en su pacto social que 

efectuará una deteroinada actividad econónica, pero ésta no es posi-­

ble realizarla por notivos de carácter legal o naterial o sea que su 

objeto o fin social no se ha iniciado v. gr., una coopañía que se 

crea para una actividad econ6nica, pero que pur falta de recursos 

econónicos no se puede efectuar C ODO sería el caso de una sociedad -

que se crea para explotar el ensamblaje de auton6viles y esta fábri 

ca necesita para operar una deterninada cantidad de dinero nayor que 

la establecida por l o s socios CODO capital o éste no se ha integrado 

en su totalidad por insolvencia de los accionistas con lo que no es 

posible ni siquiera nantar la fábrica. 

Es indudable que el punto desarrollado es controvertible, 

ya que incluso algunas de las hipótesis estudiadas puede ser concu-~ 

rrentes con otras causales de disolución v. gr. una sociedad consti-­

tuida para la venta de oercaderías (un alnacén) el cual se incendia y 

no está cubierto por ningún seguro y todo su capital está invertido 

en el oisno; en ese caso podría decirse que él "objeto social" se ha 

extinguido porque no puede venderse lo que se ha destruido; y taQbién 

podría afirnarse que el objeto ya n o es posible realizarlo o bien que 

su capital social se ha disoinuido en nás de las dos terceras partes. 
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El Proyecto de Código de Conercio, con el fin de evitar ---

erróneas interpretaciones, estatuyó simplemente que la sociedad se di 

suelve por: "Ioposibilidad de realizar el fin principal de la socie--

dad o consunación del oisno ••• " (Art. 187 Ord. 11). 

4) Por quiebra de la sociedad. 

Es opinión casi unániae de los tratadistas que esta causal 

no puede adoitirse en sus términos absolutos y rigoristas. Vivante, 

citado por R. Gay de Montellá sostiene que la declaración de quiebra 

de la compañía no produce la disolución, si no se hace valer ese de re 

cho y expresa: "Es verdad, agrega, que seguidamente a la sentencia de 

clarativa de la quiebra, la coopañía queda privada de la administra--

. ; 
c10n, que pasa al curador elegido por los acreedores. Es verdad que 

aquella entra en un período de liquidación. Pero la liquidación tie-

ne la finalidad liaitada de definir las relaciones de la sociedad con 

los acreedores, no la de los socios entre ellos. La sociedad puede -

salir de aquel estado con el pago integral de sus acreedores o con el 

convenio y reeaprender la dirección de los negocios. 

"Si la quiebra que pued e derivar de una ~ encilla suspensión 

de pagos, condujese a una inevitable disoluci6n, se derivaría da ello, 

un efecto desproporcionado a la causa, con grave perjuicio para el --

ejercicio del crédito y de la industria, confiadas en gran parte de -

las eapresas sociales". (8) En igual sentido se pronuncian Lyon-Caen 

y Renault, Pie. etc. 

EstaDOS de acuerdo con la tesis sostenida por los exposito-

res mencionados, por la razón siguiente: El Art. 790 Coo. prevee la -

situación de casos en que una an6nima puede estar declarada en quie--

bra, sin que signifique que con ello indefectiblemente quede disuelta 

y sea necesario liquidarla. En efecto el citado artículo dice así: -

"El convenio, en la quiebra de las sociedades anónimas que no se ha--

llen en liquidación, podrá tener por objeto la continuación o el tras 

paso de la empresa con las condiciones que se fijen en el nuevo conve 

nio". 
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El Proyecto de Código de Conercio no conteopla la quiebra -

cono causal de disolución en las compañías de capital. 

50_) Por la disninución del capital social en nás de dos -

terceras partes, si los socios no efectuasen nuevas aportaciones que 

oantengan, por lo nenas, en un tercio el capital de la sociedad. 

Esta causal es aplicable a todas las sociedades, porque nill 

guna de ellas podría existir sin un capital que le pernita hacer fren 

te a los conpronisos sociales o no es suficiente para desarrollar su 

objeto. El capital social tiene dos finalidades: la de ser una gara~ 

tía frente a terceros que contratan con la sociedad y la de dotar a -

la compañía de los nedios indispensables para la consecusión de su ob 

jetoo 

Una sociedad que ha perdido nás de las dos terceras partes 

de su capital no podría darle cunpliQiento a las dos finalidades ex--

puestas, por lo que tendría que disolverse. No obstante ello, el le-

gislador salvadoreño, en un afan porque este tipo de sociedades no d~ 

saparezca, permite que no se disuelva si los socios hicieren nuevas -

aportaciones que, por lo nenas, mantengan en un te~cio el capital so-

cial. Aunque en verdad, los socios no pueden ser o~ligados a efec---

tuar nuevas aportaciones, pues su obligación ternina al hacer los ---

aportes a que se han obligado: Art. 1819, C. lnc. 40. Desde luego si 

no las hicieren deberá acordarse su liquidaci6n en Junta General de -

Accionistas, con las fornalidades de ley, especificándose en el acuer 

do que se procede a ello por haberse presentado la causal de disolu--

. , 
C1on. 

El Proyecto de Código de Conercio es nenos estricto a este 

respecto, es decir, en relación con las nuevas aportaciones y pérdida 

del capital .. 

El Art. 187 Ord. 111, establece: "Pérdidas de nás de las --

tres cuartas partes del capital, si ios accionistas no efectuasen ---

aportaciones suplenentarias que nantengan, por lo nenos, en un cuarto 

el capital sociaL •• ". Obsérvese que aquí se enplea la frase "aport~ 
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ciones supleuentarias". 

60.) Por acuerdo de los socios, necesitándose los dos ter­

cios de las acciones. 

Esta causal sólo tiene efecto cuando aún no ha transcurrido 

el plazo o cuando la sociedad se ha constituido por tieupo indefinido, 

en esto están de acuerdo los autores y de que no exista otro notivo -

que fuerce a la disolución. En la legislación actual las anónimas de 

ben constituirse con señalamiento de un plazo. 

El miSDo consentimiento que le da vida a una sociedad es -­

igualnente idóneo para disolverla. 

El acuerdo de los socios debe estar respaldado con los dos 

tercios de las acciones, según lo establece el Ord. 6o~ del Art. 281, 

Con.- Ordinarianente en el pacto social se establece en que clase de 

junta, se acordará la disolución, quóruo etc., pero no podrá ser ne­

nor que el fijado por el Código de Conercio. 

Esta causal de disolución es una excepción al Art. 242 Con., 

ya que en este se establece que, para nodificar el pacto social, se ne 

cesita un núoero de votos que represente, por lo oenos, las tres cuar 

tas partes del capital social. Es indudable que la disolución de una 

sociedad antes del tienpo acordado, en el pacto social, es una oodifi 

cación al Disoo. 

El Código en Proyecto, en canbio, estatuye que la disolución 

por acuerdo de los socios, sólo podrá hacerse en Junta General Extra­

ordinaria de Accionistas convocada al efecto y el acuerdo deberá to-­

marse con el voto favorable de las tres cuartas partes de las accio-­

nes. Este quórun podrá aunentarse pero no disninuirse. (Art. 187 Ord. 

IV). 

70.) Por la fusión con otras sociedades, cuando conforne -

al contrato de fusión no subsista una de ellas. 

La fusión es la operación mediante la cual dos o nás socie­

dades se integran en una sola. La fusión puede revestir dos fornas: 

fusión por creación de una nueva sociedad y fusión por absorción. 
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En la priBera, dos o nás sociedades perecen para crear otra 

nueva que le sucede en todos sus derechos y obligaciones. La fusi6n 

por absorción, por el contrario, una de las sociedades que se van a -

fusionar -sociedad absorbente- incorpora a su status social, el patri 

nonio, los socios y la totalidad de derechos y obligaciones de una o 

nás sociedades que desaparecen. 

En la legi~laci6n salvadorefia, el acuerdo de fusi6n debe to 

narse en Junta General de Accionistas, por parte de cada una de las -

conpafiías que van a fusionarse, necesitándose los dos tercios del ca­

pital social para ello. Adenás el acuerdo debe publicarse en el Dia­

rio Oficial (Art~ 275 Con.). 

En el Proyecto de Código de Cooercio se exige que dicho 

acuerdo se tODe en Junta General Extraordinaria de Accionistas, con -

las tres cuartas partes del capital social; el acuerdo tonado por ca­

da una de las sociedades, debe inscribirse en el Registro Mercantil -

de su donicilio y publicarse juntaoente con el últiuo balance de las 

sociedades en el Diario Oficial o (Art. 317, en relaci6n con los Arts. 

22~ y 2~3 Ord. 1, todos del cencionado Proyecto). 

La fusión solaoente tendrá efecto después que hayan trans­

currido tres neses a partir de la fecha de la publicación del acuerdo 

correspondiente, a nenos que conste de nodo auténtico que se encuen-­

tran satisfechas todas las deudas de las conpañías que se fusionan; o 

que el inporte de dichas deudas se encuentra depositado en las cajas 

de la sociedad a la orden del Juzgado de Conercio respectivo; o que 

se cuenta con el consentioiento de los acreedores. (Art. 276 Coo.). 

Durante el lapso oencionado en el párrafo anterior, cual--­

quier acreedor de las sociedades que se van a fusionar podrá oponerse 

a que aquella se verifique. Esta facultad concedida por la ley se-­

fundaoenta en evitar cualquier perjuicio que la fusión puede ocasio-­

nar a los acreedores. 

Si existe oposición, la realización de la fusión se suspen­

derá hasta que se resuelva judicialDente. (Arto 277 ·Coo.). 
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Transcurrido el plazo de tres neses sin que haya oposición, 

o existiendo ~sta fuese desistinada por el Juez de Comercio, se ten-­

drá por efectuada definitivanente la fusión_ El Código de Cooercio -

no exige expresanente que la fusión debe hacerse en escritura pública 

pero por tratarse de una disolución por parte de la sociedad o socie­

dades que desaparecen por un lado y por otro la constitución o absor­

ción de una ya existente, se colige que debe otorgarse escritura pú-­

blica de fusión y ésta debe inscribirse en el Registro de Coner.cio -­

respectivo. El Art. 12 nuneral 30. Con. dice: "En el Registro de Co­

mercio se inscribirán en extracto y por el orden que sean presentados, 

los docunentos siguientes: ••• No. 3 Las escrituras en que se consti­

tuya Sociedad Mercantil o en que de cualquier manera se nodifiquen di ­

chas escrituras". 

En relación con este artículo se encuentra el Art. 1578 C. 

No hay que perder de vista que la fusión por absorción no -

ioplica liquidación por parte de las sociedades absorbidas. 

El Proyecto de Código de Conercio si exige escritura públi­

ca de fusión, la cual se inscribirá en el Registro de Cooercio y sur­

tirá efecto a partir de la fecha de inscripción~ Además requiere que 

dicho instrunento sea otorgado por los representantes legales de las 

sociedades que se van a fusionar previa aprobación de su texto por la 

Junta General de Accionistas de dichas coopañías (Art. 319). 

80.) Cuando por nás de seis neses la Sociedad Anónina hu-­

biere existido con un núnero de accionistas inferior a cinco y cual-­

quier interesado exija la disolución. 

El Código de Conercio, en el Art. 231, exige para la consti 

tución de la sociedad anónioa, adenás de otros requisitos, que al --­

otorgamiento de la escritura pública respectiva concurran por lo ne-­

nos, cinco personas que suscriban acciones. 

Si por cualquier causa ese núuero oínioo de socios que exi­

ge la ley: se disninuyera J la sociedad se disuelve, sieopre que se 

den estos dos requisitos: que hayan transcurrido más de seis neses 
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con un núnero de acciones inferior a l establecido por la ley y que ha 

ya un interesado que pide su disolución. 

Analizando la causal en nención se llega a las siguientes -

conclusiones: lo.) que ni entras no hayan transcurrido los seis neses 

no se puede exigir la disolución con base en la causal de oérito, aun 

qu~ existan socios acreedores o terceros interesados en que se tooe -

el acuerdo respectivo: 20.) que la sociedad no se disuelve de cero de 

racho, ya que la ley expresauente dispone que debe haber petición por 

parte de un interesado en disolverla; y 30.) que el interesado puede 

ser un socio, acreedor o cualquier persona que conpruebe un interés -

pecuniario. 

90.) Cuando lo exijan los acreedores sociales, probando -­

que posteriorn ente a la época d e sus contratos, la sociedad ha perdi­

do la nitad del capital social. Pero la conpañía podrá oponerse a la 

disolución p restando las garantías necesarias que aoparen el pago de 

las deudas. 

Para que pueda darse esta causal se necesitan tres eleeen-­

tos, a saber: 1) que la disolución sea exigida única y exclusivaoente 

por los acreedores sociales; 2) que la .sociedad haya perdido la oitad 

o más del capital social, lo que se establece por cualquier medio de 

prueba, especialnente con el balance respectivo; y 3) que la pérdida 

haya sido posterior a la época en que la sociedad celebr6 contrato con 

los acreedores, correspondiendo a éstos conprobar tal situaci6n. 

La razón de esta causal es obvia, puesto que, si la socie-­

dad ha perdido la oitad o más del capital social y sigue operando es 

de esperarse que continuará perdiendo su capital, 10 cual podría peI 

judicar seriamente a los acreedores sociales, que se verían en la si 

tuación de no poder hacer efectivos sus crédito, porque la coopañía 

no cuenta con los recursos econón icos suficientes para hacer frente 

a sus obligaciones, y dichos acreedores, en las anónimas, no cuentan 

con el patrimonio particular de los socios, ya que éstos una vez que 

han hecho sus respectivos aportes, quedan libres de cualquier otra -
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obligación pecuniaria. (Art. 1819 C. Inc. 40.). 

No obstante lo anterior, la sociedad podrá oponerse a la di 

solución siempre que preste las garantías necesarias y suficientes, 

agreganos, para cubrir los pagos a los acreedores. Estas garantías 

pueden ser: prendarias, hipotecarias, bancarias, etc. 

CAPITULO 11 

LIQUIDACION. 

Llevando de llanera ordenada el proceso uediante el cual se 

extingue la vida jurídica de las sociedades, pasamos innediataoente 

ha analizar y deterninar en qué consiste la liquidación. 

Casi todos los autores, al referirse al tena de la liquida­

ción, coinciden en que se trata de un proceso o una serie de operaci~ 

nes encaninadas a determinar la Dasa común que ha de dividirse entre 

los socios, después de haber hecho efectivas las deudas y cobrado los 

créditos sociales o Lo cual implica que los liquidadores deben haber 

concluido las operaciones o negocios pendientes. ~lgunos a su vez -­

consideran que en la liquidación va cooprendido el reparto de lo que 

corresponde a cada socio en el haber social. 

Para el Dr. Lara Velado, la liquidación social es: "el pro­

ceso mediante el cual una sociedad disuelta, concluye definitivamente 

su vida jurídica; en consecuencia, el proceso tiene por objeto termi­

nar las operaciones pendientes, cancelar las deudas a cargo de la so­

ciedad y cobrar los créditos a favor de ésta, convertir todo el haber 

social en una nasa partible fácilmente entre los socios y efectuar e~ 

tre ellos la división del remanente que quedare después de cancelar -

las obligaciones de la sociedad". (9) 

Garrigues, conceptúa la liquidación CODO: "el conjunto de -

operaciones de la sociedad que tienden a fijar el haber social divisi 

ble entre los socios". (10) 

Vicente y Gella, expresa: "La liquidación conprende la ex--
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tinci6n o pago de todas las deudas y obligaciones de la coopañía para 

que los encargados de llevarla a cabo procedan a la realización de --

los valores del activo que fuese necesario para satisfacer aquéllas. 

Hecho esto,' el reoanente queda a distribuir entre los socios en propo~ 

. , 
C10n a sus aportaciones y la distribuci6n es la áltiDa de las opera--

ciones liquidatorias". (11) 

La liquidación ~anifiestan Guelperin y Lodi, "tiene por ob-

jeto concluir con los negocios que habían sido iniciados antes de la 

liquidación, pagar las deudas y cobrar los créditos y, finalmente, di 

vidir entre los socios el saldo restante que resultare". (12) 

Finalmente para Rodríguez y Rodríguez, por liquidación debe 

entenderse que son las operaciones necesarias a fin de concluir los -

negocios pendientes a cargo de la sociedad, cobrar lo que se le adeu-

de a la cisna y pagar lo que ella deba, vender todo el activo y con--

vertirlo en dinero contante para dividir entre los socios el patrioo-

nio resultante~ Más adelante agrega: "Pasando de esta descripción e~ 

terna de la liquidaci6n a su caracterización sustancial, podemos de--

cir, que es el §isteoa técnico jurídico, adecuado para extinguir la -

sociedad, por la desparición de su personalidad jurídica y la conclu-

sión de las relaciones jurídicas relativas a su patrioonio que se dis 

grega". (13) 

PERSONALIDAD JURIDICA DE LAS SOCIEDADES DURANTE LA LIQUIDACION. 

Este punto ha sido discutido de canera especial por la doc-

trina, siendo objeto de fuertes debates por los autores, si las soci~ 

dades conservan su personalidad durante el período de liquidación o -

si la pierden por el siople hecho de la disolución. Pocos son los --

tratadistas que en la actualidad sostienen esto áltino, en vista de -

que la jurisprudencia~ doctrina y un buen náoero de legislaciones ad-

miten ya que las compañías subsisten oientras la liquidaci6n no fina-

lice, o sea que al disolverse la sociedad, no por eso se produce su -

extinción inQediata, sino que es la prinera fase del proceso que con-
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duce a ella. A la disolución sucede, CODO segunda fase, la liquida-­

ción, cuyo objeto, cono ya se expuso, es terminar los negocios pen--­

dientes, cobrar los créditos, pagar las deudas sociales y fijar cuál 

es el reoanente patriuonial, que debe repartirse entre los socios, si 

es que existe. 

Planiol y Ripert, según lo expresa Arturo Davis, en su obra 

"Sociedades Civiles y CO!:1erciales", refiriéndose al tez::¡a en cuestión, 

manifiesta: "aun cuando a las sociedades civiles y comerciales se les 

pone fin jurídicamente por el hecho de la disolución, tanto las unas 

coco las otras; en el sistena que en definitiva ha predominado, con-­

~ervan su personalidad total ni entras dure la liquidación y en la me­

dida en que lo exigen 1 as necesidades de la ruisna.. Como consecuenc ia 

de esta ficción de supervivencia, la personalidad de la sociedad con­

tinúa produciendo sus efectos, pero s610 en la nedida de las socieda­

des de la liquidación". (l4) 

Con base en las anteriores explicaciones, que a nuestro en­

tender son las que mejor abordan el problena, encontramos los caracte 

res siguientes: a) La disolución extingue jurídica~ente a la sociedad; 

pero ello no es óbice para que conserve su personalidad durante la li 

quidación o sea' que dicho atributo no se pierde ni queda con una ca­

pacidad limitada, cono lo sostiene alguna doctrina, ni se crea una so 

ciedad nueva por el hecho de disolverse la antigua, con el único obje 

to de disolver esta última, según opinión de otros autores. Se des-­

carta a su vez la opinión de quienes consideran extinguida la person~ 

lidad de las coopañías cuando se disuelven, para convertirse en una -

comunidad de bienes cuyos titulares son los asociados. b) La persona­

lidad jurídica de la sociedad continúa con el único objeto de lograr 

la ruptura de los vínculos establecidos por la conpañía con ter'ceros, 

en virtud de los contratos celebrados y operaciones de otra índole, y 

después desunir el lazo que liga aquélla con sus socios, nediante la 

partición del saldo restante, es decir, la compañía sigue funcionando 

CODO persona, ÚniC&lente para el efecto de la liquidación y no para -



- 95 -

seguir desarrollando su objeto social, porque el fin de la sociedad ha 

canbiado, ya no es la explotación del negocio para el cual se constitu 

yó, sino la liquidación de las operaci ones pendientes, con la nira de 

repartir el resto del patrioonio entre los s ocios 4 

Con base eh los caracteres expuestC's, podenos afirmar que la 

sociedad permanece inalterable en cuanto a su pers onalidad jurídica y 

que al acordarse su disolución únicanente se da cooienz o a un proceso 

de desintegración de la compañía, que no puede realizarse de un Dodo -

caótico o desordenado, que sería perjudicial a los socios o a los ter­

ceros, por lo que debe practicarse de aouerdo a ciertas noroas establ~ 

cidas por los asociados y las inpuestas por la ley. 

En el Derecho Inglés, según lo expresa Felipe de Solá Cañiza 

res, la liquidación es anterior a la disolución: perinero se liquida -

la enp resa y después se disuelve. Este sisten a, que para algunos exp.2, 

sitores es absurdo, es según opina el autor citado, el más lógico, por 

cuanto el problena de la subsistencia de la personalidad jurídica de -

las sociedades durante la liquidación no seña objeto de controversias 

ni polénicas. 

En algunas legislaciones expresamente se establece que las 

compañías conservan su personalidad durante el proceso de liquidación. 

En la legislación nejicana, el Art. 244 de la Ley General de Socieda-­

des Hercantiles, dice que: liLas sociedades aun después de disueltas, -

conservarán su personalidad jurídica para los efectos de la liquida--­

ción". En la salvadoreña no existe disposición expresa, pero se dedu­

ce de algunos preceptos del Código de Conercio. En cuanto a las anóni 

nas encontranos varias disposiciones que presuponen lo dicho; v. gr., 

el lnc. lo. del Art. 298 Como establece: "A las sociedades en liquida­

ci6n son aplicables todas las disposiciones que no sean inconpatibles 

con la liquidación"; el Art. 288 Con., en defecto de declaraciones en 

contrario, especifica cuáles son las atribuciones de los liquidadores, 

entre los cuales figuran la de "Representar a la sociedad en juicio y 

fuera de él, la de cobrar deudas a favor de la coo.pañía y la de vender 
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bienes de la nisoa y de "Dividir l os haberes líquidos de la sociedad", 

etc., el Art. 298 Com., trulbién da a conprender que los liquidadores -

actúan en nonbre de la c ompañía, no en nombre propio ni de los socios. 

N6tese que de las disposiciones aludidas y de otras má~, se concluye 

que el o los liquidadores no podrían cumplir con su conetido, si las 

coopañías carecieran de personalidad jurídica. 

El Proyecto de C6digo de Conercio, estatuye: "Disuelta la -

sociedad , se pondrá en liquidación, pero conservará su personalidad ju 

rídica para los efectos d e ésta. A su raz6n social o denoninación se 

agregará la frase: "en liquidación" (Art. 326). 

LIQUIDACION JUDICIAL Y EXTRAJUDIC.IAL. 

Existen dos f ormas de liquidarse las sociedades: judicial y 

extrajudicialnente. La liquidación extrajudicial, tal CODO lo indica 

su nonbre, es la que se realiza sin intervención de ninguna autoridad 

judicial, y tiene su origen en la ley, escritura de constituci6n o en 

los acuerdos de los s ocios. La judicial, es la decretada por el Juez 

en los casos expresanente contemplados en la ley. En laseooi6n en que 

se regula la disolución y liquidación de las sociedades anóninas encon 

tranos el Inc. 30. del Art. 285 Con., que dice: "Cuanclo la sociedad­

sea declarada judicialmente cono no existente por nulidad esencial de 

su c onstitución, o en caso de no reunirse el número de votos prescri-­

tos en el inciso anterior, se procederá por el Juez al nombrarliento de 

liquidadores; el Art. 296 COrJ., señala que: "El acta de aprobaciSn fi­

nal de las cuentas de liquidaci6n y partición o la sentencia judicial 

dictada sobre ellas ••. " y el Inc. 20. del Art. 297 Con., que expresa: 

"si la liquídación hubiere sido hecha por el Juez ••• " 

El Proyecto de Código de Cooercio} en el capítulo "Socieda-­

des Nulas e Irregulares", se refiere a la liquidación judicial de la -

nanera siguiente: "El Juez que decrete la nulidad podrá practicar por 

sí Disno la liquidación o designar un liquidador, en este caso deberá 

oir previanente a la Inspección de Bancos y S o ciedades Mercantiles y -
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la designación recaerá, si ello fuere posible, en una institución ban 

caria" ( Art. 343, Inc. 3 o~ ). 

N,OMBRAMIENTO DE LIQUIDADORES. 

La d isolución, cono ya lo expres aDos, no extingue innediata 

n ente la vida de las sociedades, pero sí pone fin a las funciones de 

los adoinistradores, lo misDo que las atribuciones de aquéllos que la 

representaban en el giro noro al de sus actividades: es precisanente -

aquí dond e entran a ocupar los liquidadores el puesto dejado por unos 

y o tros. Esa sustitución ordinariauente, ocurre después de · haber --­

transcurrido cierto tienpol que depende del oonento en· que los liqui­

dadores se encarguen de tales funciones; en el ínterin algunas legis­

laciones, expresa o tácitaoente, y parte de la doctrina, adoiten que 

l os adninistradores c ontinúan actuando legttimauente. 

Sin los liquidadores, las sociedades no podrían actuar en -

el laps o cooprendido entre la disolución y liquidación a pesar de co~ 

servar su personalidad jurídica y p o r lo tanto, los acto s y contratos 

t endientes a dar por terninado , jurídica y nateriahJ.ente, la existen­

cia de las c oopañías, no sería p osible. 

En las sociedades anóninas, el nombraniento de liquidadores 

corresponde a la Junta General de Accionistas y el acuerd o para que -

sea válido deberá tOBarse p o r la nitad de los socios que posean las 

tres cuartas partes del capital social, por excepción la podrá hacer 

el Juez, cuando: a) La sociedad sea declarada judicialmente cono 

inexistente por nulidad esencial en su constituci6n, y b) Cuando no -

se reuniese el núnero de votos anteriornente citado. (Art. 285 Con .). 

En el caso especial de quiebra se procederá a lo prescrito 

por el Art. 775 Coo. 

En lo relativo a la sustitución de un liquidador por otro, 

se procederá en igual forLlB que para su nOLlbrar1Íento. (Art. 285 lnc. 

Últ. CaD . ). 

El Código de Conercio en Proyecto contempla en el Art. 328, 
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el nonb raniento de liquidadores, la época en que debe hacerse y se fa­

culta a cualquier socio o al Ministerio Público, para pedir a la auto­

ridad Judicial que se haga la designaci6n si ésta deja de verificarse 

en los plazos ;allí estatuidos. 

La liquidación puede enconendarse a uno o varios liquidado-­

res, sea n ésto s socios o extrafios a la sociedad. Cabe preguntar, si 

los liquidado res son o no mandatarios de la sociedad? La respuesta -­

que se iupone es la negativa, los liquidadores s on los representantes 

legales de la s ociedad en liquidación encargados de llevar ésta a cabo. 

Tienen facultades administrativas y representativas c on alcance que la 

ley o el pacto social les c onf ieren, nada Bás que su responsabilidad -

se re g irá por las reglas generales del nandato. 

Esta misna posici6n, sigue el Proyecto de C6digo de Conercio, 

y en el Capítul o "Liquidación de Sociedades", en el Art. 327, indica': 

"La liquidación estará a c a rgo de uno o más liquidadores, quienes serán 

administradores y representantes de la sociedad, y responderán por 10s 

actos que ejecuten cuando se ,~x c edan ue los límites :de su cargo." 

En qué monento empiezan, legalmente, las funciones de los li 

quidadores? 

La ley n o lo dice expresamente pero se deduce que los liqui­

dadores s o laoente pueden actuar legalmente, en n ombre y representación 

de la sociedad, una vez que se haya inscrito su n ombra8iento en el Re­

gistro de Conerci o , pues el Ord. 50. del Art. 12 Con., ordena la ins-­

cripción de "Los nOElbramiento s de Gerentes y liquidadores de las comp!!. 

fiías c omerciales" y el Art. 15 Com., sanciona la falta de registro de 

"Las escrituras sociales y los poderes mencionados en los números 30. 

40. y 50. del Art. 12", con no producir "ef~cto alguno entre los so--­

cios, ni entre el mandante y oandatario; pero los actos ejecutados o 

contratos celebrados por los socios o mandatarios surtirán pleno efec­

to respecto a terceros". 

En las sociedades anónimas, actualmente, se procede de la o~ 

nera siguiente: IIDisuelta la sociedad, los administradores soneterán a 
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la aprobación de la Junta General, el inventario, balance y cuentas 

de su gestión final, con los tráQites y en la forma que lo deberían 

hacer si se tratase de inventarios, balances y cuentas anuales". (Art. 

286 Com.). Una vez "Aprobadas las cuentas de la gestión, así como el 

inventario y balance, los administradores harán entrega a los liquid~ 

dores de todos los d ocumentos, libros, papeles, fondos y haberes de la 

sociedad, a fin de dar comienzo a la liquidación". (Art. 287 Con.). 

En tal virtud y de conforrüdad con el úl tino artí'culo ci ta­

do, una vez aprobadas las cuentas de gestión, inventario y balance, 

por la Junta General de Accionistas, los administradores entregarán a 

los liquidadores todos los documentos haberes, libros, papeles, etc. 

para que éstos den comienzo a la liquidación. Pero es necesario ad-­

vertir que el nombramiento de los liquidadores debe haberse inscrito 

previaDente para que sus actos sean válidos. 

El Código de Conercio debería regular en foroa expresa y -­

clara, la situa~ión de la sociedad en el período anterior al inicio 

de las funciones de los liquidadores y posterior a su nombramiento: 

por ejemplo, podría preverse que una vez disuelta la sociedad, los a~ 

ninistradores continuarán ejerciendo sus funciones, entre tanto los 

liquidadores no fueren nonbrados o si no han tomado posesión de sus 

cargos, para que no haya solución de continuidad. 

El Proyecto de Código de Conercio, es más preciso al respe~ 

to en el Art. 329 que dice: "Hientras no haya sido inscrito en el Re­

gistro de Comercio el noubramiento de los liquidadores y éstos no ha­

yan entrado en sus funciones, l o s administradores continuarán en el -

desempeño de su cargo, sin perjuicio de la responsabilidad de unos o 

de otros, si la inscripción no se practicare por dolo o negligencia". 

PARTICION DEL HABER SOCIAL. 

Esta es la última fase de la liquidación; consiste en repa~ 

tir entre los socios el reuanente que resultare después de finalizar 

las operaciones pendientes, de realizar los bienes muebles o innuebles, 

cobrar créditos, pagar deudas, etc. 
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Para seguir un orden lógico, es conveniente ocuparse breve­

Dente de la liquidación en general, para que después, CODO parte fi-­

nal de aquélla, tratar de la división del haber social. 

El Código de Comercio estatuye que la Junta ~neral de Ac-­

cionistas en donde se nonbre a los liquidadores, se fije un plazo de 

dentro del cual deberá concluirse la liquidación. 

Si en la Junta General aludida se omitiere la fijación de 

plazo, lo fija el Juez de Comercio, previa audiencia de los socios, 

los cuales son llanados por el plazo de diez días, por medio de edic­

tos que se publican en el Diario Oficial. 

Transcurrido el término establecido sin que se hubiere dado 

por terninada la liquidaci6n, podrá aquél prorrogarse por una sola -­

vez y por un tiempo que no exceda de la mitad del marcado prinitiva--

mente. 

Caso en que la liquidación no se llevare a cabo en el tiem­

por fijado se sigue judicialmente, con arreglo al Art. 292 Con. 

El Código de Couercio en Proyecto no p rescribe plazo para 

practicar la liquidación. 

El liquidador, salvo· las declaraciones y estipulaciones en 

contrario, tiene las siguientes atribuciones, de conformidad con el -

Art. 288 Con. 

1) Representan a la sociedad en juicio y fuera de él; 

2) Promover y realizar el cobro de las deudas a favor de la 

sociedad; 

3) Vender los valores nobiliarios de la sociedad; 

4) Pactar con los deudores o acreedores, en juicio o fuera 

de él, sobre el modo de realizar el pago de sus respectivas deudas, 

pudiendo c o n ese objeto librar, endosar y aceptar letras de cambio o 

títulos de créditos; 

5) Dividir los haberes líquidos de la sociedad". 

El Proyecto de Código de Comercio, concede a los liquidadQ 

res las atribuciones expresadas en el Art. 332. 
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"krt. 332" Los Liquidadores tendrán las siguientes faculta-

des: 

l. Concluir las operaciones sociales que hubieren quedado -

pendientes al tieopo de la disolución. 

11. Cobrar lo que se deba a la sociedad y pagar lo que ella 

deba~ 

111. Vender los bienes de la s ociedad. 

IV. Practicar el balance final de la liquidación, que deberá 

sooeterse a la discusión y aprobación de los socios en la foroa que -

corresponda según la naturaleza de la sociedad. 

V. Depositar en el Registro de Conercio el balance final, -

una vez aprobado y hacerlo publicar. 

VI. Liquidar a cada socio su haber social, una vez hechos el 

depósito y publicación del balance, a que se refiere el ordinal ante-

rior. 

VII. otorgar la escritura de liquidación y obtener su inscriQ 

ción en el Registro d e Cone rcio. 

A los liquidado res, de conforn idad al Arto 289 Coo. les es­

tá expresanente prohibido, salvo autorización expresa de la Junta Ge­

neral, lo siguiente: 

1) Continuar con el coaercio de la s o ciedad hasta la liqu,! 

dación de ésta, pero podrán proseguir hasta su conclusión las opera-­

ciones pendientes. 

2) Tomar dinero a préstaoo para el pago de las d eudas de -

la sociedad. 

j) Obligar; hipotecar o enajenar bienes inouebles y transi 

gir sobre ellos. 

q) Desistir de cualquier pleito en que la sociedad sea pa~ 

te. 

Los liquidado res sólo podrán enajenar los bienes inouebles 

de la sociedad en pública subasta, sal~o que haya autorización de la 

conpañía, para hacerlo sin éste requisito. 
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AdeQás, a los liquidadores se les faculta para exigir a los 

socios, que no hubiesen enterado total o parcialnente, los aportes a 

que se compronetieron, cuando sean necesarios para cubrir los conpro-

misos de la sociedad y gastos que se ocasionaren por la liquidación. 

(Art. 291 COLl.) 

Existen diversas opiniones en relación a cuándo debe consi-

derarse finalizada la liquidación. Algunos piensan que eso ocurre --

cuando los liquidadores han realizado totalnente el Activo, extingui-

do el Pasivo y entregado cuenta de su gestión a los socios; otros con 

sideran finalizada la liquidación hasta que se ha verificado la parti 

. , 
C10n. 

La fase final de la existencia de la sociedad llega con la 

división del haber social; como consecuencia, el últino nexo social -

desaparece, pero antes de entrar a esa fase deben haberse satisfecho 

totalDente las deudas de la conpañías o consignado o asegurado conve-

nientenente su pago. 

Las operaciones de liquidación y las relativa~ a la forna -

de distribuir el activo excedente, generaloente son complejas, ya que 

se nezclan cuestiones de carácter legal con otras de índole contable. 

El Art. 1873 C., lnc. lo., prescribe que al disolverse la -

sociedad se procede "A la división de los objetos que conponen su ha-

ber", y el Inc. 20. expresa "Las reglas relativas a la partición de 

los bienes hereditarios y a las obligaciones entre los coherederos, 

se aplican a la división del caudal social y a las obligaciones entre 

los nienbros de la s ociedad disuelta, salvo en cuanto se opongan a --

las disposiciones de este título". 

El C6digo de Conercio no contiene reglas para la partición 

de los haberes líquidos de la sociedad; por esa razón el lnc. 20. del 

Art. 292 Con., se renite al Código Civil, Título IX del Libro Tecero, 

donde está especialnente regulada la partici6n entre coherederos. 

Pero es de advertirse que ese réginen debe amoldarse a la 

especial naturaleza de los bienes sociales, que al dividirse pasan a 
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ser propiedad de los socios, antes lo eran d e la sociedad; no se pue-

de negar que esa situaci6n tiene cierta sinilitud con la masa heredi-

taria, en la cual los herederos sí s on propieta ri os en proindivisión 

de aquélla, aun cuando antes d e partirse n o tenga ninguno de ellos un 

derecho exclusivo sobre deter~inada parte de l os bienes hereditarios. 

En consecuencia, n o se puede sooeter íntegran ente la división de los 

haberes s ociales a las nornas y procedinientos d e la partición de los 

bienes hereditarios. Por eso fue que el legislador en el Art 4 1873 -

C., hizo la salvedad de que tal regulación n o es aplicable si está en 

oposición al títul o relativo a las s ociedades. 

Generalmente es en la escritura social o en la de disolución 

en donde se establecen las reglas especiales para la distribución del 

activo líquido entre l o s socios. Puede suceder que ni en una ni otra 

se haya estipulado nada al respecto, en ese caso, en materia civil, -

"1a división de los beneficios o de las pérdidas, debe ser a prorrata 

de l os valores que c ada socio haya puesto en el fondo social ll • (Art. 

1826 C.); en l o uercantil, refiri~ndo se a las anónioas, IIse procederá 

a la partición de los valores los cuales se liquidarán en la propor--

ción debida a cada uno d e l os socios ll • (Art. 292 Con.). 

Basta c on lo que se ha d icho para tener una idea nás o me--

n o s clara sobre la partición d el haber s ocial, sin entrar a nayores -

profundizaci ones que ya no serían objeto de este trabajo. 

Antes de c oncluir es necesari o indicar que es obligación de 

los liquidadores convocar anualnente a Junta General de Accionistas, 

con el fin de dar cuenta sobre sus gestiones, p resentand o un balance 

parcial de las operaciones por ellos realizadas, en los oisnos térui-

nos que los adninistradores. (Art. 293 Com.). Una vez terminada la li 

quida ción, los liquidadores deberán convocar a Junta General para da~ 

le cuenta de su gesti6n; con tal objeto le presentan el balance final 

de liquidaci6n y acuerdos respecto al reparto del haber social entre 

los socios con un inforne explicativo del deseopeño de su gesti611, 

acompañando todos los d ocumentos que la esclarezcan y justifiquen 

(Ar t . 294 C om.) 
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Finalnente, debe hacerse notar que el Código de Comercio, no 

exige escritura de disolución de la sociedad, ya que el Art. 296 Con. 

únicanente prescribe que: "El acta de aprobaci6n final de las cuentas 
,. , 

de liquidación y partición o la sentencia judicial dictada sobre ellas 

se publicará en el periódico oficial del Gobierno y se inscribirá en -

el respectivo Registro". 

Esta disposición sirve de base para que Duchos estioen que -

no es necesaria la escritura de disolución, opinión en la que no esta-

nos de acuerdo porque el Art. 3 de la Ley de Vialidad determina una se 

rie de contratos que c ausan ese iopuesto, nencionando entre ellos los 

de "c onstitución, disoluc i 6n y liquidación de sociedades"; por otra -

parte el Art. 111 de la Ley d0 lmpu~sto·s · sobr~ la-üenYá., :ea relaeión '~ 

con ~~ SG i ml_ucsto s~ñala' la ".c oll.5:titución, modific aéiól'l, .u !solución y __ 

liquidación de sociedade s". 

Algunos conentaristas de nuestra legislación, c ontrargunen-

tan la tesis aquí expuesta, aduc iendo en priQer lugar, que el Código 

de Conercio no exige expresanente el otorgamiento de la escritura de 

disolución y liquidación de l a s oc iedad; en segundo lugar, los artícu-

los oencionados n o son suficientes para modificar el Código de Coner--

cio y por últioo, sostienen que las disposiciones citadas tienen apli-

cación cuando las partes acordaren otorgar dicha escritura, o sea que 

se cause el iupuesto, en ellas estatuído, cuando l os socios voluntaria 

mente otorgaren el referido instruoento. 

Sin eobargo, seguino s s osteniendo nuestra posición en base -

en los artículos mencionados y fincándon o s en el afori smo jurídico que 

dice : las cosas en derecho se deshacen CODO se hacen. En tal virtud -

es necesario el otorgaoiento de la escritura de di s oluci ón y liquida-

ción, ya que para constituirse hubo que hacerse en escritura pública. 

El Proyecto de Código de Cooercio, Art. 243, específicaoente 

señala qua al inscribirs e en el Registro de Cooarcio la escritura de 

liquidación de una c oopañ ía, se procede a cancelar las inscripciones 

de las escrituras de constitución y las oodificaciones a la oisna y -
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de los estatutos en caso ios tuviere. A su vez el Art. 21 establece 

que: "Las sociedades se constituyen, Bodifican, disuelven o liquidan 

por escritura públ ica, salvo la disolución y liquidación judiciales'''. 

Los Árts. 24 y 25 del Disno Proyecto confirnan lo dicho. 
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TITULO IV 

DE LOS LIBROS QUE DEBEN LLEVAR LAS SOCIEDADES ANONIMAS. 

OBLIGACION DE LEGALI~\RLOS. PERDIDA y EXTRAVIO DE LOS LIBROS 

LEGALES. filETODOS DE REPOSICION. 

CAPITULO I 

DE LOS LIBROS QUE DEBEN LLEVAR LAS SOCIEDADES ANONIMAS~ 

CODO las S ociedades Anóninas son c omerciantes (Art. 30. Ord. 

70. y Arto 40. Con.), necesarimlente tienen las nisnas obligaciones -

que la ley inpone a aquéllos. De aquí específicanente nos referiremos 

a la contabilidad nercantil, aden's de los libros que son propios de -

las compañías anóninas. 

Antes de proseguir, harenos un breve recorrido histórico en 

relación a los libros de contabilidad. 

La obligación de llevar contabilidad es una de las nás anti 

guas que se han impuesto a los conerciantes. Se encuentra un precede~ 

te concreto en el Derecho Ronana. Los "Argentarii (banqueros), esta-­

ban obligadós a llevar un libro en el que cronológicanente anotaban -­

sus operaciones, del cual se pasuoan ordenadaoente a los "Codices ra­

tionun"; el Digesto concede a estos libro s fuerza probatoria. Las Re­

públicas italianas Dediev~les conocieron la contabilidad mercantil 

pues en Florencia, Siglo XIV, ya se usaba la partida doble. El Código 

de las Costumbres de Tortosa J habla de los libros de conercio conside­

rándolos escrituras privadas, oencionando el de Obrador, el de Nave~­

gación y el de Conptes. En la Edad Moderna todos los cuerpos legales, 

eo pezando por la Ordenanza francesa, se ocupan de su reglanentación y 

fuerza probatoria~ En España, las Ordenanzas de Bilbao, inponían a 

los oercaderes, tratantes y cOBerciantes al por oayor, la obligación -

de llevar al nenos un libro borrador o manual, un libro de entradas y 

salidas, un libro mayor y el copiador de cartas, dictando adenás algu-
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nas. nornas en orden a sus requisitos de fondo y foraa .. 

Del derecho histórico se pasó al vigente, la contabilidad 

mercantil aparece regulada en todas las legislaciones, pero taobién en 

este punto existen entre ellas discrepancias fundanentales que perni-­

ten catalogarlas en dos sistenas: ni entras el Código Alenán, Suizo y -

el Japonés se licitan a obligar al conerciante a llevar libros que le 

pernitan conocer el estado de sus negocios: pero sin especificar cuá-­

les deben ser dichos libros, las legislaciones francesa 1 belga, itali~ 

na, argentina, mejicana, etc., los deteroina taxativanente, estatuyen­

do cuales deben integran la total contabilidad mercantil. 

La legisla~ión salvadorefia deternina, en el Art. 18 Con~ los 

libros que obligatoriauente deben llevar los conerciantes. Dice así 

la disposición citada: "Los comerciantes llevarán necesarianente: 

I)- Uh '¡Ji bro de Inventario y Balance. 

2)- Un Libro Diario. 

3)- Un Libro Mayor. 

4)- Un Libro Copiador de Cartas y Telegramas. 

Las sociedades y conpafiías llevarán tanbién un Libro de Ac-­

tas, en el que constarán todos los acuerdos de las Juntas Generales o 

de los Consejos de Adninistración sobre las operaciones sociales". 

Es necesario advertir que el Código de Conercio, fuera de 

los libros indicados, deja en libertad a los conerciantes para que pu~ 

dan llevar: "los libros que estinan convenientes, según el sistena de 

contabilidad que adopten ••• " (Art p 20 Con.). Taubién es del caso sefia 

lar lo estatuido en el Art. 42 Inc. lo. de la Ley de Papel Sellado y 

Tinbres: "Todo conerciante o casa de negocios cuyo activo sea nayor 

de veinticinco nil colones (~ 25~000.oo) debe llevar contabilidad y 

los Libros Diario, Mayor, Caja e Inventario y Balances, debidamente le 

galizados en el papel sellado correspondiente o timbrados de conforni­

dad a lo prescrito en el Art. 43 de esta ley". 

El Proyecto de Código de Conercio en el Art. 435 inca 20., -

al respecto establece: "El conerciante debe llevar 1 al efecto, los si- o 
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guientes registros contables. Estados Financieros, Diario y Mayor, y 

los deoás que sean necesarios por exigencias contable~ o por la ley". 

ConforQe a la legislación vigente, todos los libros, con ex­

cepción del Libro Copiador de Cartas y Telegraoas, deben llevarse en 

idiooa castellano, bajo QuIta de cincuenta a cien colones en caso de 

contravención. Si se tratare de exhibición judicial y estuvieren en 

idiona extranjero se traducirán al castellano por un intérprete noobra 

do de oficio, a costa del comerciante infractor, sin perjuicio de la 

QuIta que se ha indicado~ (Art. 19 Coo. y Art. 44 L~ de P. S. y T.). 

Una disposición sioilar trae el Proyecto de Código de Cooer­

cio: "Los libros y registros deben llevarse en castellano. Las cuen-­

tas se asentarán en Doneda nacional. La contravención será penada con 

QuIta de ni] a diez nil colones que inpondrá la Inspección de Bancos y 

Sociedades Mercantiles, en relación a la capacidad econónica de la em­

presa ••• " (Art.436). 

AdeDás de los requisitos enunciados y otros que exige el Có­

digo de CODercio, los cooerciantes, tienen la obligación de llevar los 

libros ccn claridad, por orden de fecha J sin blancos, intercalaciones, 

raspaduras, ni tachaduras, sin presentar señales de haber sido altera­

dos, etc., (Art. 29 CaD.). 

El Art. 30 Coo., indica la Danera cóoo subsanar los errores, 

ooisiones conetidas por los cooerciantes al hacer los asientos respec­

tivos en los libros, así CODO tanbién la foroa de hacer las rectifica­

ciones correspondientes. 

El Código de CODercio no deja a los cooerciantes llevar a su 

arbitio deterninados libros de contabilidad, sino que les señala cier­

tos lineaoientos a fin de evitar que por nedio de ellos se defraude al 

Fisco o a terceros. La ioportancia de los libros de los conerciantes 

puede apreciarse desde diversos ángulos: a) En cuanto a su fuerza pro­

batoria (Art. 34 Con.), a la cual nos referireDos nás adelante; b) para 

calificar la quiebra culpable o fraudulenta: Art. 794 Con. Ord. lo., y 

Art~ 795 Con., fracciones 2a. 38, 4a, 5a. y 6a. y c) Los efectos pena-
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les que derivan de la quiebra culpable y la fraudulenta: q79 Pn. y si­

guientes. 

El Proyecto de Código de Conercio, al referirse a la forDa -

cóno deben llevarse l os libros, establece en el Art~ q39 los siguien-­

t~s: "Los conerciantes deben llevar su c on tabilidad con claridad, en -

orden cronológico 1 sin blancos, interpolaciones, raspaduras ni tachadu 

ras y sin presentar señales de haber sido alterados, arrancado folios 

o de cualquier otra Danera. 

"Se salvarán a continuación, innediataDente de advertidos, -

los errores u onisiones en que se incurriere al escribir en los regis­

tros, explicando con claridad en qué consisten y extendiendo el conceR 

to cono debiera haberse escrito. 

"Inn ediatanente después de haberse descubierto el yerro o re 

conocido la onisión en que se incurrió, se hará el oportuno asiento de 

rectificación". 

Existen dos farDas de hacer pesquisa o exanen en los libros 

de los conerciantes: de oficio y a petición de parte~ 

La priDera de ellas es expresucente prohibida por la ley, 

salvo las excep ci ones que nás adelante se dirán~ Dicho prohibición la 

establece el Art. 31 COD., que dice: "No se podrá hacer pesquisa, de 

oficio , por un Juez o Tribunal ni autoridad alguna, para inquirir si 

los conerciantes llevan sus libro s c on arreglo a las disposicones de 

este Código , ni hacer investigación ni exanen general de la contabili­

dad en las oficinas o escritor ios de los conerciantes". 

La segunda tanbién no es pernitida por Dinisterio de ley, de 

conforDidad al Art. 32 Con., excepto en los casos que en dicha disposi, 

ción se cencionan. El artículo en referencia expresa: "Taepoco podrá 

decretarse a instancia de parte la conunicación, entrega o reconocinien 

to general de los libros~ correspondencia y denás d ocunentos de los ca 

nerciantes, excepto en los cas os de liquidación, sucesión universal o 

quiebra". 

Pero tanto en una CODO en la otra puede hacerse investiga--
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ción en los libros de los conerciantes, cuando éstos "tengan interés o 

responsabilidad en los asuntos en que proceda la exhibición". (Art. 33 

Con. lne. 10.) .. 

Cuando procede la exhibición de l o s libros deberá hacerse en 

la Oficina del conerciante a su presencia o en la de la persona que 

aquél hubiere conisionado para tal efecto y versará exclusivamente so­

bre los puntos atinentes a la cuestión que se ventile, siendo éstos -­

los únicos que podrán comprobarse. (Art. 33 Inc. 20. Con.). 

Los anteriores artículos s on reglas que les son aplicables a 

todos l os c ooerciantes en general; pero en cuanto a las conpañías anó­

niDas, excepto las que están fiscalizadas por la Superintendencia de -

Bancos y otras Instituciones Financieras, están sujetas a las disposi­

ciones de la Ley de la Junta de Vigilancia de Bancos y Sociedades Anó­

ninas, que por su carácter especial priva sobre el Código de Conercio. 

El Inc. l o . del arto 7 de la susodicha Ley expresa: "La Junta. de Vigi­

lancia podrá en cualquier tienpo y sin ninguna restricción, ya sea di­

rectanente o por nedio de sus delegados, practicar las revisiones que 

crea conveniente por fornarse opinione s sobre la narcha y estado de -­

las instituciones o enpresas sujetas a su jurisdicción., Tales empresas 

o instituciones estarán obligadas a suuinistrar a la Junta o a sus de­

legados, al ser requeridas, todos los datos, libros, inforoes, docuDen 

tos, etc. etc., que les sean s o licitados, s obre todas y cada una de -­

sus operaciones. La falta de cUQpliniento de la anterior obligación, 

hará incurrir al culpable o culpables, en una nulta de quinientos col~ 

nesnes por la prinera infracción. La prinera reincidencia se sanciona 

rá con una QuIta de un nil colones y la segunda reincidencia, con una 

GuIta de dos nil colones ••• " 

Sobre el particular el Proyecto de Código de Conercio en el 

Art. 447, establece: "La Inspección de Bancos y Sociedades Mercanti-­

les por oedio de sus delegados, vi g ilará si los c onerciante s llevan -

sus registros con arreglo a las disposiciones de este Código. Si de -

la inspección resultare que no están con arreglo a la ley, se inpondrá 
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al conerciante infractor una nulta de cincuenta a nil colones, según -

la cuantía del capital y la iuportancia de la infracción, debiendo ade 

nás exigirse la corrección de las irregularidades que notivaron la oul 

ta"e 

Taobién en la Ley de repuesto sobre la Renta se faculta a la 

Direcci6n General de Contribuciones Directas para exaninar la contabi­

lidad de los contribuyentes que están obligados a llevarla, ya que ella 

le sirve cono dato revelador de la capacidad contributiva de los suje­

tos del inpuesto . Al efecto, el rnc. 30. del Art. 58 de la Ley citada, 

dice: "La Direcci6n General podr~ exaninar dicha contabilidad, regis-­

tros y docunentos, en donde el contribuyente ejerciere su negocio o -­

profesi6n o tuviere su Oficina,.,". Si el contribuyente no facilita 

la verificación de la inspecci6n pericial, etc., se le sancionará de 

confornidad con el Art. 101 de la Ley antes indicada. 

Acerca de la fuerza probatoria de los libros de los coner-­

ciantas, l o s tratadistas no se han puesto de acuerdo. Para algunos -

l o s libros sólo constituyen una prueba seniplena. Otros por el con-­

trari o les reconocen plena prueba. Espejo, citado por Ranón Conbalia 

Pena, escribe: fique dada la rapidez con que se suceden las operaciones 

nercantiles , su gran variedad y aún conplejidad, n o le sería fácil a 

ningún c ooerciante reconstituir por lejanos datos, fiados quizá a la 

nenoria, lo que pueda inportarle acerca de un punto deterninado o asun 

to litigioso que se ventile, si no fuese por los datos que a ate sorado 

en su contabilidad, de donde se deduce que, o se priva al conerciante 

de los derechos qu~ pueda tener con Dotivo de sus transacciones coner­

ciales, lo cual encerraría una injusticia notoria o hay que dar fe a -

lo que el conerciante va escribiendo sobre sus libros~ cuando éste lo 

haga c o n arreglo a la Ley. Y entre dejar al conerciante indefenso o -

reconocer la fe conercial por el contenido de dichos libros, debe op-­

tarse por este últico fl • 

El C6digo de COIlercio en el Art . 34 establece las reglas pa­

ra graduar la fuerza probatoria de los libros de los couerciantes. Di 
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ce así la disposic ión citada: "Para graduar l a fuerza p r obatoria de -­

los libro s de l os conerciantes, se observarán las reglas siguientes: 

"l a .- Los libros de l o s c ooe rciantes probarán contra ellos, 

sin adoitirles prueba en c ontrari o ; pero e1 qu e acepte l os asientos -­

que le sean favo rables no podrá desechar l os que le perjudiquen, sino 

que, habiendo c onsentido "en este Dedio de prueba, quedará sujeto al re 

sultada que arrojen en su conjunto , tonando en igual consideración to­

dos los asientos relativos a la cuestión litigiosa: 

"2a.- Si en l o s asientos de los libros llevados por dos c o-­

oe rciantes n o hubiere confo rnidad y los ne uno se hubieren llevado con 

todas las f ornalidades expresadas en este Títul o y los del otro adole­

cieren de cualquier defecto, o carecieren de los requisitos exigidos 

por este Código , los asientos de l os libros en regla harán fe contra 

los defe ctuosos, a no denostrarse lo contrario por nedio de otras pru~ 

bas aduisibles en derecho: 

3a.- Si uno de l os couerciantes no presentare sus libros o -

sanifestare no tenerlos, harán fe contra él los de su adversario, lle­

vados c on t odas las fornalidades legales, a no denostrar que la caren­

cia de dicho s libros procede de fuerza nayor y salvo sienpre la prueba 

contra los asientos exhibidos , por otros nedios ad8isibles en juicio: 

4a.- Si los libros de l o s conerciantes tuvieren todos los r~ 

quisitos legales y fueren c ontradicto rios, el Tribunal juzgará por las 

denás probanzas, c a lificándol a s según las reglas generales del Derecho"~ 

El Proyecto de Código de Cooercio, (Art. 450), estatuye que 

la fuerza probatoria de la c ontabilidad y su exhibición y reconocinien 

to judiciales, se rigen po r el Cód igo de Procedin ientos Civiles. 

Es obligatorio para los conerciantes, sus herederos o suceso 

res conservar los libros, cartas, telegranas, etc., relaci onados con -

el negocio que explotan hasta la terninaci6n de aquél o hasta diez --­

años después de haberse liquidado todos sus negoci o s o dependencias -­

Dercantiles (Art. 35 ine. lo. COD.). No obstante lo anterior podrán -

inutilizar o de.struir dOCUl'lentos, que contengan actos o negociaciones 
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d ete r o inadas, pasado e l tie8po d e la prescripción de las acci on e s que 

de e ll os s e d e riven, s a lvo que exista alguna cuestión pend iente que -

se refiera a ell os d irecta o ind irectanente, pues en t a l caso deberán 

c onservarse hasta la finalizaci ón d e la o isn a. (Art. 35 lnc. 20 . Con.). 

Si se trata de una a nónioa que se ha liquidad o, el Art. 297 

C OD ~ alud e a los libros de aquélla y el últio o inciso del referido ar 

tículo, expresanente declara: "Los libros, pap e les y docunentos a que 

se refiere este artículo se c onservarán durante diez años". 

En el Proyecto de Código de Cooercio, los conerciantes están 

obligad os a conservar sus registros contables, conp r obantes j etc., por 

el tieop o que dure el negoci o n ercantil, debido a que Duchas operaci~ 

nes negociables son antecedentes de o tras posteriores; y hasta cinc o 

años d espués que se liquid e d efinitivaDente la eopresa que se explota. 

Se ha fijad o d icho plazo porque éste es el lapso náxino de la prescriE 

ción o ercantil. Así n isDo, dicho Proyecto faculta, previa autoriza-­

ción de la Inspección de Bancos y Sociedad es Mercantiles, que l os co­

o erci antes pueden sustituir l os registros o docuoentos, cuando hayan 

transcurrido cinco años d es d e que las op era ciones c ontabilizadas ha-­

yan sido c oncluida s, por copias fotostáticas en nicrofilo o oicrof oto 

grafía o en cualquier otro sistena sioilar. En estos casos, la ma--­

triz f o tográfica tend rá el c isco val o r probatori o que l os d ocumentos 

originales. (Art. 455). 

Los libros de l 0s c ODerciantes deben llevarse en el papel -

sellad o correspondiente o en libros enpastad os farnad os de papel c o-­

r;:¡ún haciéndose c onstar en su prin era hoja haberse pagado el inpuesto 

c orresp ondiente conforne está prevenido en la Ley de Papel Sellado y 

Tin bres (Art. 38 Con. en relación con el Art. l o . Nos. 30 y 33; Art. 

43 L.P.S. y T. Y Art. 16 del R. de L.P.S. y T.). 

Adenás de los libros a que se ha hecho referencia, de con-­

f o r u i dad al últioo inciso del Art. 18 Con ., t odas l a s s ociedades o con 

pañías d eberán llevar un Libro de Actas, en el que se asentarán l o s -

acuerdo s de las Juntas Generales o d e l os Consejos de Adoinistración 
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y específicanente, refiri'ndose a las an6ninas, segán el Art, 246 Con ., 

un Libro o Registro de Accionistas. 

COQO ya se expresó, en el Libro de Áctas se consignan los -­

acuerdo s tonados por la Junta General o por el Consejo de Adninistra-­

ción, tales actas deben levantarse de conforoidad al Art. 26 Con., que 

dice: "En el Libro de Actas que llevará cada s ociedad , se consignarán 

a la letra los acuerdo s que se tonen en sus juntas o en las de sus ad­

ninistradores, expresando la fecha de cada una, los asistentes a ellas, 

los votos enitidos y lo denás que conduzca al exacto conocioíento de -

lo ac o rdado, autori zándóse con la firua de los gerentes, directores o 

adninistradores que estén encargado s de la gesti6n de la s ociedad , o -

que deteroinen los estatutos o bases por que ésta se rija". 

En cuanto a las s ociedade s anónicas, adenás de la dispos ición 

transcrita, hay que tener presente lo establecido en el Art. 271 Cou., 

que expresa: "Todo acuerdo de la Junta General debe constar, para que 

sea válido, en el acta de la sesión, firoada por los concurrentes. En 

ella se expresará la fecha y lugar en que se celebra, el nonbre y ape­

llido de l o s socios que han c oncurrido y de l os que están representa-­

dos el nánero de las acciones que cada uno representa y las resolucio­

nes que se dicten". 

En el Libro o Registro de Accionistas de las sociedades an6-

nicas debe consignarse, según el Art. 246 Coo.: 

l o . Los nonbres de los suscriptores y los náneros de las ac 

ciones suscritas por cada uno de ellos; 

20. Los pagos efectuados por cada suscriptor; 

3Q. La transoisión de las acciones noninativas, con indica-

ción de su fecha; 

40. La especificación d e las acciones que se conviertan al 

portad or y la de los títulos correspondientes que se extiendan. 

El Código de Conercio en Proyecto taobién establece un re-­

gistro para las sociedades de capitales que eoitieren acciones nODina 

tivas, el cual segán el Art. 155, contendrá: 
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1- El nonbre y el donicilio del accionista; la indicación -

de las acciones que le pertenezcan, expresándose los nÚBeros, series, 

clases y denás particularidades; 

11- Los llaDaDien~os que se efectúen; 

111- Los traspasos que se realicen; 

IV- La conversi6n de las acciones noninativas en acciones al 

portador; 

V- Los canjes de títulos; 

VI- Los graváoenes que afecten a las acciones; y 

VII- Las cancelaciones de éstos y de los títulos: 

De conforoidad a la ley salvadoreña la propiedad y la trans 

oisi6n de las acciones nooinativas no producen efecto alguno para con 

la sociedad y terceros, sino desde la fecha de la respectiva inscrip­

ción en el Libro Registro de Accionistas. (Art. 246 Inc. 20# Con.). 

Dicho lo anterior cabe preguntar ~ué acción concede la Ley 

al accionista, cuando los adninistradores se negaren sin fundauento a 

inscribirlo en el Libro respectivo? 

El Código de Couercio no establece acció~ o procediDiento -

al respecto, vacío que el Proyecto de Código subsana, cuando el Árt. 

156, estatuye lo siguiente: "La negativa injustificada de la sociedad 

a inscribir un accionista en el registro de acciones nOBinativas, la 

obliga solidariaoente con sus adoinistradores al pago de los daños y 

perjuicios que se ocasionaren a aquél". 

Sabido es que una de las características de las acciones es 

su indivisibilidad, individualoente considerada, ello no es obstáculo 

para que una acción pueda llegar a ser propiedad de varias personas, 

pero los derechos que ella confiere y las obligaciones que iopone no 

pueden dividirse; por eso la ley exige que: "cuando diferentes perso­

nas vengan a ser copropietarios de una acción o de un título al port~ 

dar, la sociedad no está obligada a registrar ni a reconocer la res-­

pectiva transoisión, nientras aquellas no elijan una que las represe~ 

te ante la sociedad en el ejercicio de sus derechos y cUBplioiento de 
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sus obligaciones". 

En igual sentido se p ronuncia el Proyecto de C6digo de Coner 

ci o , con ciertas variaciones en el Art. 130 que establece: "Cada ac--­

ción es ind ivisible. En consecuencia, cuando haya varios propietarios 

de una cisca acción, estos n oubrarán un representante conún', y si no -

se pusieren de acuerdo, el nonbraDiento será hecho por el Juez de Co-­

nercio coopetente. 

"El representante c onún no podrá enajenar o gravar la acción, 

sino cuando esté debidaoente autorizado por todos los copropietarios. 

"Los copropietarios responderán solidarianente frente a la -

sociedad". 

Tanbién es inportante consignar que el Código de Cooercio en 

Proyecto ha contemplado las situaciones específicas en que, por haber­

se sep arado, la propiedad de las acciones de la tenencia Daterial de -

las Disnas, fija las nornas que deterninan quiénes ejercerán los dere­

chos derivados de dichos títulos; estos casos son los contenplados en 

el Art. 132, que a la letra dice: "En los casos de transDisión de doni 

nio con carácter tenporal y revocable, el adquirente CODO titular legi 

tino ejercerá todos los derechoe propios del accionista, con los efec­

tos que la ley o los pactos hayan fijado. 

"En los casos de depósito regular, cODodato, prenda, embargo, 

usufructo y otros análogos, los derechos personales del accionista se­

rán ejercidos por el dueño de las acciones; l o s derechos patriooniales 

corresponderán al tenedor legítino de las acciones con el alcance que 

la ley o los pactos deterninen. 

"Si se disputa el dooinio de las acciones y con esta ocasión 

se practica un secuestro, los derechos patriDoniales serán ejercidos 

por el secuestratario y los personales por quien d esigne el Jllez". 

CAPITULO II 

OBLIGACION DE LEGALIZAR LOS LIBROS EN EL .REGISTRO DE COMERCIO. 

Tonos los libros a que se refiere el Art. 18 Com., con exc€E 
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ci6n del Libro Cop iador de Cartas y TelegraDas, deben ser legalizados 

debidauente de confornidad al Art. 22 Cou ., reforDado, d ice así la dis 

posici6n citada: "Presentarán l os conerciantes todos los libros a que 

se refiere el Art. 18 con exce p ción del Libro Copiador de Cartas y Te­

legraDas, encuadernados, foliados y f o rrados, al Juez de Prinera Ins-­

tancia de la jurisdicción donde tuvieren su estableciniento nercantil J 

para que ponga en el priner folio de cada uno, nota firDada y sell ada 

de los que tuviere el libro. 

"Podrán también los conerciantes llevar sus contabilidades -

en hojas sueltas o tarjetas, cuando las uisDas sean operadas a base de 

oáquina, en cuyo caso presentarán al Juez de Prinera Instancia respec­

tivo, para los fines que se indican en el inciso anterior, dichas ho-­

jas sueltas ° tarjetas por grupos; c o rrespondiendo cada grupo a un li­

bro deterninado y debi~hdo llevar las hojas o tarjetas de cada grupo -

numeraci6n correlativa, e indicar a un lado del núoero el libro de que 

habrán de fornar parte. 

"Se estanpará adeDás, en todas las hojas de cada libro, ho-­

jas sueltas o tarjetas por grupo, el sello del Juzgado". 

Lo establecido por el legislador salvadoreño en el inciso s~ 

gundo del artículo transcrito , tiene por [lira ajustarse en El Salvador 

a los nétodos Dodernos de llevar la contabilidad, ya que Duchas eopre­

sas utilizan hojas sueltas o tarjetas, procesadas por oáquinas, con el 

objeto de sioplificar y agilizar los registros contables, aunque la oa 

yoría continúan con el sisteDa de libros que ya no prestan la funciona 

lidad que exige el c onercio actual. 

Es i o portante consignar que los libros a que se refiere el -

Art. 18 Con., por ser este de carácter general, omitió referirse al Li 

bro Registro de Accionistas, por ser específico para las sociedades 

anónioas, de c onforr:1idad con el Art. 2q6 Con., por lo que con relación 

al Art. 22 Con., n o existe obligación de legalizarlo, aunque a nuestro 

entender, dada la ioportancia del n iS DO debería serlo. 

Con respecto a la legislación de los libros o registros, el 
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Proyecto de Código de Conercio, en el Art. 438, estatuye: "Los regis-­

tros obligator i os deben llevarse en libros eopastados y foliados, aut~ 

rizado s por el Registrador de Conercio. En la autorización se hará -­

constar el n~nero de folios que tenga el libro y en cada hoja se estan 

parú el sello del Registro. 

"Cuando de confornidad con el inciso áltioo del artículo 435, 

los registros sean llevados en hojas sueltas, éstas deben ser previa-­

nente presentadas al Registrador, quien las sellará y foliará, debien­

do poner en la prinera de ellas una razón sellada y firoada que expre­

se ~l nombre del conerciante que las usará, el objeto a que se desti-­

nan, el nánero de h o jas que se autorizan y el lugar y fecha de la en-­

trega al interesado. Al agotarse las hojas autorizadas, se procederá 

en igual forna". 

Adenás de la legalización hecha por el Juez de Prinera Ins-­

tancia, a que se ha hecho referencia, los libros de los conerciantes, 

deben ser autorizados por el Director General de Contribuciones Indi-­

rectas o por el Adninistrador - de Rentas, en su caso, de canfornidaa al 

Art~ 16 del Reglanento de la Ley de Papel Sellado y Tinbres. Dice así 

la disposición citada: "Los libros de los conerciantes que están suje­

t os al iopuesto de Papel Sellado , podrún ser tio brados (Art~ 43 de la 

Ley de Papel Sellado y Tinbres) y se deberán presentar en blanco al Di 

rector General de Contribuciones Indirectas en la capital y a los Adui 

nistradores de Rentas en los departaoentos, con una solicitud escrita 

en Papel Sellado de quince centavos. La autorización se escribirá en 

la prinera página de cada libro, expresando el náuero de hojas que 

contiene y en ella se adherirán, los tiDbres correspondientes, anorti­

zándolos en la forna legal. En la áltioa página se hará constar ser -

la últina del libro, firnando aobas razones el funcionario respectivo". 

Este artículo tiene relación con los Arts. lo. No. 30 y 33, 42 y 43 de 

la Ley de Papel Sellado y Tinbres. 

CAPITULO III 
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PERDIDA O EXTRAVIO DE LOS LIBROS LEGALES. METODOS DE REPOSICION. 

Estos dos tenas los trntarenos en un solo apartado, debido a 

que, tienen entre sí, íntina relaci6n. 

Generalnehte los t~ninos pérdida y extravío se tonan CODO si 

nóninos, pero para nuestro estudio los eo.plearenos en forDa distinta; 

así, pérdida cono la inutilización o destrucción parcial o total de los 

libros y extraví o CODO el desaparecioiento de los Disnos. 

Con Ducha frecuencia, en la práctica, ya sea por caso fortui 

t o , fuerza nayor, negligencia o dolo, los libros legales se inutilizan 

o destruyen o desaparecen del lugar en que deberían estar, lo cual con~ 

tituye un perjuicio grave no s610 a los intereses de la sociedad, ac--

cionistas, sino tanbién a los terceros que en una u otra forna están -

vinculados con la eDpresa. 

Estas anonalías hacen uás difícil la fiscalización e investi 

gación p o r parte del Estado de las sociedades son etidas a su jurisdic-

ción, y uás específicauente a las anóninas, en el cunpliniento de las 

leyes, estatutos y deuás disposicones que les son aplicables. 

La legislación salvadoreña no contiene nornas que regulen de 

nanera expresa y concreta estas cuestiones, por lo que es necesario re 

currir a procediuientos de hecho para subsanar en lo posible estos va-

cías de la ley. 

Por ello es indispensable introducir, ya que el caso lo aoe-

rita, en el C6digo de Conercio, una reglanentación adecuada que fije el 

procediniento a seguir para los casos de pérdida o extravío de los li-

bros legales. 

Para subsanar la pérdida o extravío de libros se nos ocurre 

pensar que el Registrador de Cooercio debería iniciar un procediniento 

sunario para establecer en forna fechaciente los Dativos por los cua--

les se han perdido o extraviado. 

Si de la investigación se couprobare que no ha habido culpa o 

ualicia de parte de los adninistractores o de los encargados de llevar 
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los libros, procedería a legalizar los libros; pero si hubiere culpa o 

dolo, se inp onqrá a l os culpables una GuIta, fijada por la ley dejando 

al Registrador un nargen discrecional para inponerla, por los daños y 

perjuicios que se ocasionen por la falta de celo en el 8anejo de l os 

libros. 

Si fuere procedente, ta~bién s e aplicarían, por quien corres 

panda , 
.. / 

las sanciones penales o adninistrativas en que 1ncurr1eren aqu~ 

llos,. 

Dichas diligencias se instruirían c on intervención de la lns 

pección de Sociedades Mercantiles y Sindicatos y sin quedar inhibido -

de autorizar un nuevo libro con las explicaciones del caso, para no en 

torpecer el funcionaoiento nornal de la eupresa. 

BlBLlOGRAFlA 

RAMON COMBALLl PENA, Ob. cit~ 

(1) pág. 144. 

CODIGO DE COHERClO y CODIGO PENAL 

LEY DE PAPEL SELLADO Y TIUBRES. 

LEY DE IMPUESTO SOBRE LA RENTA. 

REGU.l.NENTO DE LA LEY DE P.APEJ., ..sELLADO Y THiBRES 

PROYECTO DE CODIGO DE COMERCIO, Pub. cit., 
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TITULO V 

FISCALIZACION DE LAS SOCIEDADES ANONlMAS POR PARTE DEL ESTADO. 

INSPECCION DE SOCIEDADES MERCANTILES Y SINDICATOS. 

SUPERINTENDENCIA DE BANCOS Y OTRAS INSTITUCIONES FINANCIERáS. 

CAPITULO 1 

FISCALIZACIDN DE LAS SOCIEDADES ANONIMAS POR PARTE DEL ESTADO. 

Las sociedades anóninas CODO entes de derecho privado, están 

socetidas, de la cisna canera que las deoás agrupaci ones sociales, al 

"ioperiun" del Estado, dentro de cuyo áobito desarrollan sus activida 

des. No se ha puesto jacás en duda el derecho d el legislador a deter 

Dinar las disposiciones que ri gen su funcionaniento y sólo se ha dis­

cutido , el nayor o Denor alcance de esas nornas imperativas. Si por 

un lado el Estado se ha visto obligado a acpliar sus funciones, dado 

que ya no es posible separar rigurosan ente lo político, de l o social 

y de lo econónic o , debeDos adDitir~ por otro , que l a gravitación de -

es os entes colectivos, en el desarrollo de las naciones ha alcanzado 

tal nagnitud, que ha c erecido la nay o r atención de las legislaciones 

por encauzar la vida de tan inpo rtantes eopresas dentro del c onjunto 

cada vez nn.s I1Ilplio de Daterias c onfiadas a su jurisdicci6n. 

Lo anterior explica la creciente preocupación del Estado 

acerca de l c o rrecto funcionaniento de esas eopresas, al cunpliniento -

de las norn as establecidas y la creación de otras nuevas disposiciones 

que encaucen su actividad y perfeccionauiento , porque reconoce que las 

grandes eopresas crean una basta red de intereses econónicos y socia­

les; en su estructura interna, que afecta a inversi onistas, funciona­

ri os, obreros, e np leados y en sus relaci ones externas, a clientes, 

proveedores, poderes gubernaeentales, etc~ La explotaci6n de esas en 

tidades constituye un inporta nte eleeento c ooponente de la econonía -

total del país. 
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INSPECCION DE SOCIEDlillES }ffiRCM~TlLES y SINPICATOS. SUPERINTENDENCIA 

DE BANCOS Y OTRAS INSTITUCIONES FINft..NCIEh"'L\S. 

Estas dos dependencias gubernanentales las tratarenos en un 

sólo apartado debido a que, en principio, parten de un conún denonina­

dor, cual es la vigilancia estatal de Bancos, Sociedades Anóniuas e 

Instituciones Financieras, para exigir el cunplioiento de las leyes 

que las regulan. 

Para llegar a la actual organizaci6n de estas dependencias -

estatales, ha debido atravesarse por varias etapas, todas ellas justi­

ficadas por el desarrollo econ6nico e institucional. 

A continuación hareDos un análisis SOBero de cóoo nacieron a 

la vida jurídica hasta llegar él su actual funcionaDiento~ 

El 11 de agosto de 1914 el Poder Ejecutivo enitió un decreto 

de noratoria por el cual se exini6 "a los Bancos Salvadorefio, Occiden­

tal y Agrícola Conercial, de la obligación de pagar en ooneda efectiva 

y acufiada todas sus obligaciones y los billetes que tengan en circula­

ción" hasta "un año después de firJ.:¡ada la paz entre las naciones euro­

peas beligerantes". CODO coupensación los bancos quedaron obligados a 

no ejecutar a sus deudores si éstos pagaban estrictaIJente los intere-­

ses pactados. El decreto sefialaba en el Art. 6. "Para llevar a efecto 

las anteriores disposiciones, se establece una Junta de Vigilancia que 

se forDará del Tesorero General y de un nieobro designado por cada --

Banco". 

Cono puede observarse, dicha Junta tenía carácter transito-­

ri o y estaba integrada por un delegado del Estado; la vigilancia no s~ 

extendía a exigir el cunpliniento de leyes bancarias, sino que su ni-­

sión principal fue iuponer el cUDpliniento de ciertos decretos. Fun-­

cionó en esta forna hasta el 20 de julio de 1920, en cuya fecha por D~ 

creto Legislativo se creó una Junta de Vigilancia en forna pernanente, 

para fiscalizar el cuopliniento de las leyes referentes a los "Bancos 
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de Ecisión", y con "jurisdicción sobre las agencias bancarias extranj~ 

ras ° casas nacionales bancarias que adDitan depósito en valores efec-

tivos o prendarios"; estaba integrada por seis cienbros designados por 

el Pode r Ejecutivo, podían actuar por sí o por delegaci6n del Ministe-

rio de Hacienda. No se atribuía a la Junta, ni a ningún otro órgano 

del Estado, poder para sancionar las infracciones que cocetieren las 

entidades fiscalizadas. Es inportante consignar que el decreto se re-

fiere sól o a bancos de en isión y a las agencias y casas indicadas en -

él expresacente; su ánbit0 de aep licación n o se circunscribe a fiscali 

zar el cuopliniento d e deterninadas disposiciones, sino que el de to--

das las leyes referentes a los bancos de . . ~ er:l1 s 10n, 

La prinera Junta de Vigilancia Pernanente fue nonbrada el 21 

de agosto de 1920; sesionó por prinera vez el 27 de septienbre de ese 

nisno año y aprobó el proyecto del "Reglanento Interior de la Junta de 

Vigilancia de los Bancos", que sODetió a la consideración del Poder 

Ejecutivo, quien le dio su aprobación ese nisDo día y se publicó el 

día siguiente en el Diario Uficial No. 209. 

El 20 de junio de 1928, la Junta aprobó un nuevo Proyecto de 

IIReglanento Interio r de la Junta de Vigilancia Permanente de los Ban-

cos de Eoisión", Casas Bancarias Nacionales y Agencias Bancarias Extran 

jeras". El Poder Ejecutivo aprobó el IIReglane nto de la Junta de Vigi-

lancia Pernanente de los Bancos, Casas Bancarias y Sociedades Anóninas", 

que se publicó en el Diario Oficial No. 178 del 7 de agosto de aquel -

año. El Reglanento de 1920 quedó derogado. El Poder Ejecutivo nodif! 

có así sustancialnente, el proyecto de la Junta, al suprinirle las pa-

labras "de Euisión" y al adicionarle los vocablos "Sociedades An6ninas", 

y adenás, se facultó a la Junta para ioponer sanciones a los infracto-

res. 

Indudableoente, el Poder Ejecutivo se excedió, por cuanto en 

el Reglanento le dio oayores atribuciones a la Junta que las estableci 

das por la ley, pues ni originarianente ni por refornas posteriores la 

facultaba para ejercer la fiscalización s obre todos los bancos y Denos 
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sobre las s ociedades anóninas, taopoco la ley hacía referencia a la -­

aplicación de sanciones por las infracciones couetidas. Sin ecbargo, 

este exceso sirvi ó de base probableGente para que el Poder Legislativo, 

por uedio de l D. L. No. 203 de fecha 3 de octubre d e 1933, cre a ra la -

"C ontralar ía General de Bancos y S ociedades Anónioas". Dicho decreto 

se publicó en el D. O. No. 238 de ese Disno ue s y año. La Contraloría 

se e stableció CODO anexa al Ministerio de Hacienda, la cual sería inte 

grada po r un Contralor Jefe y un Segundo , n Ol'1b raclo s · por el r1enci onado 

Ministerio y c on funciones de "inspección innediata de los Bancos y de 

las Sociedade s An óniDas y la vigilancia c onstante del cunplioiento de 

las disposiciones legales"a Esta ley establece sanciones para l o s in­

fractores y regula la actividad que debe desarrollarse. 

En el fondo y en virtud de este decreto, la Contral o ría ab-­

s orbía las funciones de la Junta de Vi g ilancia PerDanente y práctica-­

Dente la dejab a inoperante, pues en el Art. 12 se estableció: "Quedan 

derogadas t odas las disposiciones de leyes vigentes que se opongan a -

la efectividad del presente decreto". Así l o entendió la Junta, pues 

en su sesión de 31 de octubre d e 1933 acordó: "que cono la Junta legal 

Dente se extingue el 9 de novieobre próxino, el archivo debe quedar ba 

jo la guardia y custodi a de l Tribunal Superi o r de Cuentas, pudiendo la 

Contral oría y el Ministerio de Hacienda c onsultarlo cua nd o lo crean 

conveniente ". No obsta nte la Junta c ontinuó funci on ando y en la sesión 

del 5 de dicienbre de 1933 se da cuenta de que en el Diario Oficial No. 

263, se encuentra el "Reglanento de la Junta y Contral oría"; pero cel~ 

bró la siguiente sesión un año después, el 28 de dicieubre de 1934. En 

"Sesión de la Junta de Vigilancia Pernanente de los Bancos", de 22 de 

octubre de 1935 se indica que recienteoente a esa fecha se creó en el 

Presupuesto del Estado la p laza de "Inspector Peroanente de la Junta 

de Vigilancia de los Bancos" y se acordó nOI'lbrar en ese cargo a uno -

de l os nieDbros de ésta. La creaci6n de esa p laza fue el antecedente 

renoto de la actual Inspección, a pesar de que el nUGIJraElÍento pa-

ra ocupar ese cargo recayó en un uienbro de la Junta. La Junta casi -
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sieopre actuaba d irectaue nte, pe ro c on frecuencia cou isionaba a l os ad 

o inistrado r es de Rentas d epartanentales y eventualnente a o tros funcio 

narios, para practicar arqueos, revisi ones y otras di ligencias fuera -

de la capital. 

M~s tarde con fecha 10 d e se p tienbre de 1936, por Decreto L~ 

g islativo No. 124, publicado en el Diario Oficial No. 201 de 17 de ese 

uisno ues y año, se enitió la lILey de la Junta de Vigilancia de Bancos 

y S ociedades Anónina's" y se derogó la anterior con todas sus ref o rnas. 

Esta nueva ley apareció coco consecuencia de la fundación del Banco -­

Central de Reserva de El Salvad o r y Banco Hipotecario de El Salvador, 

que transforrlaron fundanentaloente l a estructura bancaria del país. En 

el rlÍsrw Diario Oficial aparece el Decreto No. 125 de 11 de septieDbre 

de 1936, el cual incorporó al texto del Decreto que creÓ la Contralo-­

ría, el Art. 13 que d ice: "Mientras pe rnanezca sin organizarse la Con­

traloría General de Bancos y Sociedades Anóninas, todas las facultades 

y atribuciones que esta ley le confiere serán ejercidas po r la Junta -

de Vigilancia de Banc o s y Sociedades Anónioas". Con la adición de es­

te artículo, la duplicidad de funciones y atribuc i ones desapareció. 

El Pode r Ejecutivo, n e d iante decreto de 30 de septienbre de 

1936, publicado en el Diari o Oficial No. 215 del 3 de octubre de ese -

año , da un Reglm'1ento cuyo TITULO 1 se ocupa lI DE LA JUNTA DE VIGlLAN­

CUJ. DE BANCOS Y SOCmDADES Ji.NONIYiAS"; el TITULO II, "DE LA CONTP.ALORIA 

GENERAL DE BANCOS Y SOCIEDADES ANONIMAS lI ; y en el TITULO III, lIDISPOS1. 

CION:eS GENERALES", se refiere a aobas. Estas disposic i ones regl anent~ 

rias s egún expresa uno de los considerandos, se decretaron con el obj~ 

t o de facilitar el funcionaniento de las dos dependencias. La Contra­

loría no funcionó. 

Por Decreto Legislativo No. 32 del 2 de abril de 1943, publi 

cad o en el D. O. No. 83 del 9 del Des citado, se dicta la a ctual lILey 

ue la Junta de Vigilancia d e Bancos y Sociedades Anóninas" c La Ley en 

vigencia es, en térnino s generales , una síntesis de los necretos legis 

lativos de que s e ha hecho referencia anteriornente , a excepci6n del -
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relativo a la creaci6n de la ContralBría. 

Conforne al Decreto No o 517 7 eDitido po r el Consej o de Go--­

bierno Revolucionario de fecha 28 de f ebrero de 1950, publicado en el 

D.O. No . 49 , del l o . de Garzo de e se año, los Rauos adoinistra tivos de 

EconoDía, Hacienda, Crédito Público, Industria y Cooercio se refunden 

en do s que se denouinaron "Rano s de Hacienda" y "RaDos de Ec onooía". -

CODO consecuencia de esta nueva estructura gubernanental, por Decreto 

No. 18 del Poder Ejecutivo, dictado po r el Ministerio del Interior, se 

modific6 el ReglaDento de dicho Poder. En el considerando 11 de este 

últiuo De creto , se expresa: "Que en cunpliniento del n encionado Decre­

t o (se refiere al No o 517 ) se hace necesario ref o r na r el Reglanento lE. 

teri a r d el SupreDo Poder Ejecutivo, a efecto de definir las jurisdic­

ciones que correspo::lderán n o sól o a los Hinisterios de IIHacienda ll y de 

"Bco n oDía", sino tanbién al Ministeri o de Agricultura y Ganadería, ya 

que las funciones de éste últiuo guardan estrecha relación c on las de 

l o s prinero s ll
• 

El Decreto No. 18, vino a fijar de Danera expresa las atrib:!! 

ci ones y ánbito jurisdiccional de cada una de las Eecretarías de Esta­

do r e feridas y en el Art. 2, con relación al Ministeri o de Econooía l o 

faculta para: "Auto rizar la creación y vigilar el funcionan iento de es 

tablecin iento s b a ncar i o s e instituciones de crédito; de eopresas o COD 

pañías financier a s, de seguro s, de fianzas y de capitalización del aho 

rro; y de enpresas o sociedades de cualquier clase que enitan o se pro 

p ongan enitir acciones o títulos de crédito para ser ofrecidos al pú­

blico". 

En tal virtud y con base en los Decretos aludidos la Junta 

de Vigilancia de Banc os y Sociedades Anóninas, pas6 a forear parte de 

las De p endencias del Ministerio de Econonía. 

En la Ley de Salarios, para efectos de 1951, publicada en -

el Diari o Oficial No. 281 de fecha 23 de dicie@bre de 1950 se creó la 

Oficina: INSPECCION DE BANCOS Y SOCIEDADES HERCANTILES, apareciendo -

por prioera vez el cargo de Superint~ndente, Secretario y un Colabora 
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d o r Jurídico. Las necesi d ades han ido au n enta ndo paulatinaoente el -

pers onal d e la Inspecci ón, ao tivad o s l ógican ente por el auge inusitado 

de entidad es que entran b a j o la vi g ilanci a y fiscalizaci ón de la nis-

na. 

El 5 de octubre d e 1956 la Junta de Vigilancia res o lvió "c on 

base en el Art. 30 . de la Ley d e la Junta de Vigilancia de Bancos y S~ 

ciedades Anóninas, delegar las funciones que le c orresponden c onfo rne 

al Art. l o . de d icha ley, en la Inspección de Banc os y Sociedades Mer­

cantiles, que es el o rganisDo ejecutivo de la expresada Junta y que -­

tiene a su cargo el ejercici o de las funciones a doinistrativas de fis­

calización y control que a 6sta c orresponden, es p ecialnente las señala 

das en el inciso l o . d el Art. 7 de la nisna Ley. En virtud de esta d e 

legación, se c onfieren al Superintend ente de la Inspección de Banc o s y 

Sociedades Mercantiles, las atribuciones necesarias para el eficiente 

deseopeño de las funci ones adninistrativas de vigilancia y contro l que 

c orresponden a la Junta, debiendo dar cuenta e inf ornar el desarroll o 

y estado de sus gestiones a la Junta de Vigilancia de Banco s y S o cied~ 

des Anóninas, en las sesi ones que ésta celebra ••• " Con base en esa de 

legaci 6n los bancos y sociedades n o se relaci onaban directanente c on -

la Junta de Vigilancia, sino que la Inspección era el n edio de c onuni-

cación entre ésta y aquéll os. 

Por Decreto No . 496 del 15 de dicieobre de 1961, publicad o -

en el D. O. No. 238 del 26 de ese n isno nes, contentivo d e la Ley Org~ 

nica d el Banco Central de Reserva de El Salvador, quedó ref o rnada la -

Ley de la Junta de Vigilancia de Bancos y Sociedades Anónil21as, pues la 

Ley Orgánica aludida, en el Art. 32, se establece una "Superintenden­

cia de Bancos y Otras Instituci ones Financieras", la cual según el Arto 

35, estará encargada de vigilar y fiscalizar el cunpliniento de las Le 

yes Bancarias y el funcionanient o y operaci ones del Banc o Central, de 

l o s bancos establecidos en el país, y de otras instituciones financie­

ras, públicas o p rivadas, nacionales o extranjeras, establecid as en el 

paíSa Pero específicanente es el Art. 99 d e la Dis n a Ley Orgánica el 
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que Dodificó la Ley de la citada Junta, al prescribir: lila actual Ju!,! 

ta de Vigilancia de Bancos, establecida por Decreto Legislativo núne­

ro treinta y dos, de fecha dos de abril de Ili1 novecientos cuarenta y 

tres, publicado en el Diario Oficial de fecha nueve de abril del nis­

no año y la Inspección General de Bancos y Sociedades Mercnntiles, 

que es su Oficina Ejecutiva, continuará en sus funciones hasta que 

sea establecida la Superintendencia de Bancos y otras Instituciones -

Financieras, que funcionará C000 una dependencia rlel Banco Gentral de 

Heserva, de confornidad con esta Leyll y finaliza ese artículo, IIUna 

vez que esta últina oficina haya sido creada) las antes uencionadas 

continuarán desenpefiando las funciones que hoy tienen y que no hayan 

pasado a la Superintendencia de Bancos por uinisterio de esta Ley, 

así CODO las otras facultades y atribuciones que les sefialen Leyes es 

pecialest;o 

Cono consecuencia de la Ley Orgánica aludida, a partir de 

1962, entra en funcionauiento la Superintendencia de Bancos y otras -

Instituciones Financieras, adscrita al Banco Central. Por Decreto No. 

484 del Directorio Cívico Militar de El Salvador, publicado en el D. 

O. No. 237 del 23 de dicienbre de 1961, se introdujeron refornas a -­

las leyes de Presupuesto y Salarios Peruanentes, Dodificación que CO~ 

sistió en caubiar el nonbre de INSPECCION DE Bl~COS y SOCIEDADES MER­

CANTILES por el de INSPECCION DE SOCIEDADES plliRCANTILES y SINDICATOS. 

A partir del afio 1961, inexplicableDente, se descontinuó el 

nonbraoiento de los r:1Íeubros de la Junta de Vigilancia de Bancos y So 

ciedades Mercantiles, ejerciendo el Superintendente de la Inspección 

de Sociedades Hercantiles y Sindicatos las funciones de dirección y -

ejecución de dicha Junta. 

Finaloente por Acuerdo No. 443 del Poder Ejecutivo en el R~ 

no de Econouía, de fecha 9 de dicieubre de 1969, publicado en el D.O. 

No. 12 de 20 de enero de 1970, se volvió a integrar la Junta con el ..... 

noubraniento de los r::lieobros que la fornan J apareciendo esta vez con 

la denooinación de JUNTA DE VIGILf~CIA DE SOCIEDp~ES ANONnUiS y en - --
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atención al actual ordenamiento legal. 

En base a lo anteriormente expuesto a la Inspección de Socie 

dades Mercantil es y Sindi"catos le corresponde la vigilancia y fiscali­

zación de las sociedades an6nioas, en cuanto al cuopliniento de leyes, 

estatutos, reglamentos y deDás disposiciones que las rigen, exceptuan~ 

do las compañías de ese tipo que sean Bancos o Instituciones Financie-

ras. 

El Capítulo XIV, Título 11 del Libro 1 del Proyecto de C6di­

go de Comercio, se refiere a la "INSPECCION DE BM~COS y SOCIEDADES MER 

CAl'.JTILES", CODO una dependencia de la Secretaría de Economía, regida -

por su ley especial, y encargada de ejercer la vigilancia por parte 

del Estado sobre las sociedades y actividades nercantiles que dicho 

Proyecto señala, indicando a su vez que debe tener, cuando nenos, órg~ 

nos jurídico, económico y actuarial (Art. 362). 

El Proyecto de Código de Comercio en el Art. 363, establece 

ciertas normas generales respecto a la vigilancia del Estado de la si­

guiente manera: 

"I.- Vigilancia general sobre todas las sociedades en rela-­

ción con el cumplimiento de las noroas de orden público. 

11.- Vigilancia especial para las sociedades de capitales, -

tanto para asegurar los intereses de terceros que contraten con ellas 

CODO para defender los intereses de las oinorías. Lo anterior se apli 

ca igualnente a las entidades de responsabilidad limitada. 

111.- Vigilancia estricta y constante sobre aquellas empresas: 

que desarrollan actividades bancarias, de seguros, de ahorro y en gen~ 

ral que trabajan con dineros del público, a efecto de asegurar la debi 

da protección de estos intereses. 

IV.- Vigilancia sobre las sucursales y agencias que en el -

país tengan las sociedades extranjeras". 

De lo dicho podeoos sacar las siguientes conclusiones: 

1) El C6digo en, Proyecto amplía el ánbito de control de la 

Inspección a toda clase de sociedades, incluso abarca a las sucursa--
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les y agencias que en el país tengan las sociedades extranjeras. 
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2) Concede vigilancia estricta y constante sobre enpresas 

que desarrollen actividades bancarias, de ahorro, de seguro, etc. fa-

cultades que le pertenecen, de confornidad a la legislación actual, a 

la Superintendencia de Bancos y otras Instituciones Financieras~ 

Finalnente el Proyecto de Código de Conercio, en el Art.364, 

establece que la intervención directa de la "Inspección de Bancos y -

Sociedades Mercantiles fl , en el · funcionauiento de las conpañías J se li 

ni ta a la separaci6n, en los casos expresanente deterr;1Ínados por la -

ley, de deterninados adninistrauores y a la sustituciÓn de los nismos 

por las personas que confor~e a los pactos sociales respectivos, a --

las leyes y a la voluntad de los socios sean llamados a reenplazarlas. 

IgnoraDos cóno ha sido aprobado por la Asaoblea Legislativa 

el Capítulo que trata de la 41Inspecci6n de Bancos y Sociedades Merca~ 

tiles", del Proyecto de - Código de Cooercio, pero pensanos que lo ref~ 

rente a la vigilancia y fiscalización, por parte del Estado, de los -

Bancos y Sociedades Mercantiles que allí se indican, han sido nodifi-

cados, en cuanto a delioitar las atribuciones de aquél organisDoest~ 

tal, con el objeto de evitar la dualidad de funciones con la Superin-

tendencia de Bancos y otras Instituciones Financieras, regida por la 

Ley Orgánica del Banco Central de Reserva de El Salvador. 
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